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Convención de las Naciones Unidas
sobre la Utilización de las

Comunicaciones Electrónicas en
los Contratos Internacionales

Los Estados Parte en la presente Convención,

Reafirmando su convicción de que el comercio internacional basado en
la igualdad y el mutuo provecho constituye un elemento importante para el
fomento de las relaciones de amistad entre los Estados,

Observando que una mayor utilización de comunicaciones electrónicas
mejora la eficiencia de las actividades comerciales y los vínculos comercia-
les y brinda nuevas oportunidades de acceso a partes y mercados anterior-
mente considerados remotos, con lo cual desempeña un papel fundamental
en lo que respecta a promover el comercio y el desarrollo económico en los
planos nacional e internacional,

Considerando que los problemas creados por la incertidumbre en 
cuanto al valor jurídico de las comunicaciones electrónicas en los contratos
internacionales constituyen un obstáculo para el comercio internacional,

Convencidos de que si se adoptaran normas uniformes para eliminar los
obstáculos que se oponen al uso de las comunicaciones electrónicas en 
los contratos internacionales, incluidos los que se deriven de la aplicación de
los instrumentos internacionales vigentes de derecho mercantil, aumentaría
la certidumbre jurídica y la previsibilidad comercial de los contratos
internacionales y se ayudaría a los Estados a obtener acceso a las rutas
comerciales modernas,

Estimando que las normas uniformes deben respetar el derecho de las
partes de escoger medios y tecnologías apropiados, teniendo en cuenta los
principios de neutralidad tecnológica y equivalencia funcional, siempre y
cuando los métodos escogidos por las partes cumplan el propósito de las
normas jurídicas pertinentes,

Deseosos de encontrar una solución común para eliminar los obstácu-
los jurídicos que se oponen al uso de las comunicaciones electrónicas de
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manera aceptable para los Estados con diferentes sistemas jurídicos, sociales
y económicos,

Han convenido en lo siguiente:

CAPÍTULO I. ESFERA DE APLICACIÓN

Artículo 1. Ámbito de aplicación

1. La presente Convención será aplicable al empleo de las comuni-
caciones electrónicas en relación con la formación o el cumplimiento de un
contrato entre partes cuyos establecimientos estén en distintos Estados.

2. No se tendrá en cuenta el hecho de que las partes tengan sus esta-
blecimientos en distintos Estados cuando ello no resulte del contrato ni de
los tratos entre las partes, ni de la información revelada por las partes en
cualquier momento antes de la celebración del contrato, o al concluirse éste.

3. A los efectos de determinar la aplicación de la presente Convención
no se tendrán en cuenta ni la nacionalidad de las partes ni el carácter civil
o mercantil de las partes o del contrato.

Artículo 2. Exclusiones

1. La presente Convención no será aplicable a las comunicaciones
electrónicas relacionadas con:

a) Contratos concluidos con fines personales, familiares o domésticos;

b) i) Operaciones en un mercado de valores reglamentado; ii) opera-
ciones de cambio de divisas; iii) sistemas de pago interbancarios, acuerdos
de pago interbancarios o sistemas de compensación y de liquidación rela-
cionados con valores bursátiles u otros títulos o activos financieros; iv) la
transferencia de garantías reales constituidas sobre valores bursátiles u otros
títulos o activos financieros que obren en poder de un intermediario y que
puedan ser objeto de un acuerdo de venta, de préstamo, de tenencia o de
recompra.

2. La presente Convención no será aplicable a las letras de cambio,
pagarés, cartas de porte, conocimientos de embarque o resguardos de alma-
cén, ni a ningún documento o título transferible que faculte a su portador o
beneficiario para reclamar la entrega de las mercancías o el pago de una
suma de dinero.
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Artículo 3. Autonomía de las partes

Las partes podrán excluir la aplicación de la presente Convención o
exceptuar o modificar los efectos de cualquiera de sus disposiciones. 

CAPÍTULO II. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 4. Definiciones

A los efectos de la presente Convención:

a) Por “comunicación” se entenderá toda exposición, declaración,
reclamación, aviso o solicitud, incluida una oferta y la aceptación de una
oferta, que las partes hayan de hacer o decidan hacer en relación con la
formación o el cumplimiento de un contrato;

b) Por “comunicación electrónica” se entenderá toda comunicación
que las partes hagan por medio de mensajes de datos;

c) Por “mensaje de datos” se entenderá la información generada,
enviada, recibida o archivada por medios electrónicos, magnéticos, ópticos
o similares, como pudieran ser, entre otros, el intercambio electrónico de
datos, el correo electrónico, el telegrama, el télex o el telefax;

d) Por “iniciador” de una comunicación electrónica se entenderá toda
parte que haya actuado por su cuenta o en cuyo nombre se haya actuado para
enviar o generar una comunicación electrónica antes de ser archivada, si ése
es el caso, pero que no haya actuado a título de intermediario a su respecto;

e) Por “destinatario” de una comunicación electrónica se entenderá la
parte designada por el iniciador para recibirla, pero que no esté actuando a
título de intermediario a su respecto;

f) Por “sistema de información” se entenderá todo sistema que sirva
para generar, enviar, recibir, archivar o procesar de alguna otra forma
comunicaciones electrónicas;

g) Por “sistema automatizado de mensajes” se entenderá un programa
informático o un medio electrónico o algún otro medio automatizado utili-
zado para iniciar una acción o para responder a operaciones o mensajes de
datos, que actúe, total o parcialmente, sin que una persona física haya de
intervenir o revisar la actuación cada vez que se inicie una acción o que el
sistema genere una respuesta;

h) Por “establecimiento” se entenderá todo lugar donde una parte
mantiene un centro de operaciones no temporal para realizar una actividad
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económica distinta del suministro transitorio de bienes o servicios desde
determinado lugar.

Artículo 5. Interpretación

1. En la interpretación de la presente Convención se tendrán en 
cuenta su carácter internacional y la necesidad de promover la uniformidad
en su aplicación y de velar por la observancia de la buena fe en el 
comercio internacional.

2. Las cuestiones relativas a las materias que se rigen por la presente
Convención que no estén expresamente resueltas en ella se dirimirán de con-
formidad con los principios generales en los que se inspira su régimen o,
en su defecto, de conformidad con la ley aplicable en virtud de las normas
de derecho internacional privado.

Artículo 6. Ubicación de las partes

1. Para los fines de la presente Convención, se presumirá que el esta-
blecimiento de una parte está en el lugar por ella indicado, salvo que otra
parte demuestre que la parte que hizo esa indicación no tiene establecimiento
alguno en ese lugar.

2. Si una parte no ha indicado un establecimiento y tiene más de un
establecimiento, su establecimiento a efectos de la presente Convención será
el que tenga la relación más estrecha con el contrato pertinente, habida
cuenta de las circunstancias conocidas o previstas por las partes en cual-
quier momento antes de la celebración del contrato o al concluirse éste.

3. Si una persona física no tiene establecimiento, se tendrá en 
cuenta su lugar de residencia habitual.

4. Un lugar no constituye un establecimiento por el mero hecho de
que sea el lugar: a) donde estén ubicados el equipo y la tecnología que 
sirvan de soporte para el sistema de información utilizado por una de las
partes para la formación de un contrato; o b) donde otras partes puedan
obtener acceso a dicho sistema de información.

5. El mero hecho de que una parte haga uso de un nombre de domi-
nio o de una dirección de correo electrónico vinculados a cierto país no crea
la presunción de que su establecimiento se encuentra en dicho país.
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Artículo 7. Requisitos de información

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a la aplica-
ción de norma jurídica alguna en virtud de la cual las partes deban revelar
su identidad, la ubicación de su establecimiento u otros datos, ni eximirá 
de consecuencias jurídicas a una parte que haya hecho a este respecto
declaraciones inexactas, incompletas o falsas.

CAPÍTULO III. UTILIZACIÓN DE COMUNICACIONES
ELECTRÓNICAS EN LOS CONTRATOS INTERNACIONALES

Artículo 8. Reconocimiento jurídico de
las comunicaciones electrónicas

1. No se negará validez ni fuerza ejecutoria a una comunicación o a
un contrato por la sola razón de que esa comunicación o ese contrato esté
en forma de comunicación electrónica.

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención hará que una parte
esté obligada a utilizar o a aceptar información en forma de comunicación
electrónica, pero su conformidad al respecto podrá inferirse de su conducta.

Artículo 9. Requisitos de forma

1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención obligará a que una
comunicación o un contrato tenga que hacerse o probarse de alguna forma
particular.

2. Cuando la ley requiera que una comunicación o un contrato conste
por escrito, o prevea consecuencias en el caso de que eso no se cumpla, una
comunicación electrónica cumplirá ese requisito si la información consignada
en su texto es accesible para su ulterior consulta.

3. Cuando la ley requiera que una comunicación o un contrato sea
firmado por una parte, o prevea consecuencias en el caso de que no se firme,
ese requisito se dará por cumplido respecto de una comunicación electrónica:

a) Si se utiliza un método para determinar la identidad de esa parte
y para indicar la voluntad que tiene tal parte respecto de la información
consignada en la comunicación electrónica; y
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b) Si el método empleado:
i) O bien es tan fiable como sea apropiado para los fines para

los que se generó o transmitió la comunicación electrónica,
atendidas todas las circunstancias del caso, inclusive todo
acuerdo aplicable; o

ii) Se ha demostrado en la práctica que, por sí solo o con el
respaldo de otras pruebas, dicho método ha cumplido las
funciones enunciadas en el apartado a) supra.

4. Cuando la ley requiera que una comunicación o un contrato se pro-
porcione o conserve en su forma original, o prevea consecuencias en el caso
de que eso no se cumpla, ese requisito se tendrá por cumplido respecto de
una comunicación electrónica:

a) Si existe alguna garantía fiable de la integridad de la informa-
ción que contiene a partir del momento en que se generó por primera vez
en su forma definitiva, en cuanto comunicación electrónica o de otra 
índole; y

b) Si, en los casos en que se exija proporcionar la información 
que contiene, ésta puede exhibirse a la persona a la que se ha de
proporcionar.

5. Para los fines del apartado a) del párrafo 4: 

a) Los criterios para evaluar la integridad de la información consisti-
rán en determinar si se ha mantenido completa y sin alteraciones que no
sean la adición de algún endoso o algún cambio sobrevenido en el curso
normal de su transmisión, archivo o presentación; y

b) El grado de fiabilidad requerido se determinará teniendo en 
cuenta la finalidad para la que se generó la información, así como todas las
circunstancias del caso.

Artículo 10. Tiempo y  lugar de envío y de recepción
de las comunicaciones electrónicas

1. La comunicación electrónica se tendrá por expedida en el 
momento en que salga de un sistema de información que esté bajo el 
control del iniciador o de la parte que la envíe en nombre de éste o, si la
comunicación electrónica no ha salido de un sistema de información que
esté bajo el control del iniciador o de la parte que la envíe en nombre de
éste, en el momento en que esa comunicación se reciba.
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2. La comunicación electrónica se tendrá por recibida en el momento
en que pueda ser recuperada por el destinatario en una dirección electrónica
que él haya designado. La comunicación electrónica se tendrá por recibida
en otra dirección electrónica del destinatario en el momento en que pueda
ser recuperada por el destinatario en esa dirección y en el momento en que
el destinatario tenga conocimiento de que esa comunicación ha sido 
enviada a dicha dirección. Se presumirá que una comunicación electrónica
puede ser recuperada por el destinatario en el momento en que llegue a la
dirección electrónica de éste.

3. La comunicación electrónica se tendrá por expedida en el lugar en
que el iniciador tenga su establecimiento y por recibida en el lugar en que
el destinatario tenga el suyo, conforme se determine en función de lo
dispuesto en el artículo 6.

4. El párrafo 2 del presente artículo será aplicable aun cuando el
sistema de información que sirva de soporte a la dirección electrónica esté
ubicado en un lugar distinto de aquel en que se tenga por recibida la
comunicación en virtud del párrafo 3 del presente artículo.

Artículo 11. Invitaciones para presentar ofertas

Toda propuesta de celebrar un contrato presentada por medio de una o
más comunicaciones electrónicas que no vaya dirigida a una o varias 
partes determinadas, sino que sea generalmente accesible para toda parte 
que haga uso de sistemas de información, así como toda propuesta que haga
uso de aplicaciones interactivas para hacer pedidos a través de dichos sis-
temas, se considerará una invitación a presentar ofertas, salvo que indique
claramente la intención de la parte que presenta la propuesta de quedar
obligada por su oferta en caso de que sea aceptada. 

Artículo 12. Empleo de sistemas automatizados
de mensajes para la formación de un contrato

No se negará validez ni fuerza ejecutoria a un contrato que se haya for-
mado por la interacción entre un sistema automatizado de mensajes y una
persona física, o por la interacción entre sistemas automatizados de mensa-
jes, por la simple razón de que ninguna persona física haya revisado cada
uno de los distintos actos realizados a través de los sistemas o el contrato
resultante de tales actos ni haya intervenido en ellos.
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Artículo 13. Disponibilidad de las
condiciones contractuales

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a la aplicación
de regla de derecho alguna por la que se obligue a una parte que negocie
algunas o todas las condiciones de un contrato mediante el intercambio de
comunicaciones electrónicas a poner a disposición de la otra parte contra-
tante, de determinada manera, las comunicaciones electrónicas que conten-
gan las condiciones del contrato, ni eximirá a una parte que no lo haga de
las consecuencias jurídicas de no haberlo hecho.

Artículo 14. Error en las comunicaciones electrónicas

1. Cuando una persona física cometa un error al introducir los datos
de una comunicación electrónica intercambiada con el sistema automatizado
de mensajes de otra parte y dicho sistema no le brinde la oportunidad 
de corregir el error, esa persona, o la parte en cuyo nombre ésta haya 
actuado, tendrá derecho a retirar la parte de la comunicación electrónica en
que se produjo dicho error, si:

a) La persona, o la parte en cuyo nombre haya actuado esa persona,
notifica a la otra parte el error tan pronto como sea posible después de
haberse percatado de éste y le indica que lo ha cometido; y si

b) La persona, o la parte en cuyo nombre haya actuado esa persona,
no ha utilizado los bienes o servicios ni ha obtenido ningún beneficio
material o valor de los bienes o servicios, si los hubiere, que haya recibido
de la otra parte.

2. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a la aplica-
ción de regla de derecho alguna que regule las consecuencias de un error
cometido, a reserva de lo dispuesto en el párrafo 1.

CAPÍTULO IV. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 15. Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la
presente Convención. 



9

Artículo 16, Firma, ratificación, aceptación
o aprobación

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los
Estados en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York del 16 de enero
de 2006 al 16 de enero de 2008.

2. La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o
aprobación por los Estados signatarios.

3. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los
Estados que no sean Estados signatarios desde la fecha en que quede abierta
a la firma.

4. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 17. Participación de organizaciones regionales
de integración económica

1. Toda organización regional de integración económica que esté
constituida por Estados soberanos y que ejerza competencia sobre ciertos
asuntos que se rijan por la presente Convención podrá igualmente firmar,
ratificar, aceptar o aprobar la presente Convención o adherirse a ésta. La
organización regional de integración económica tendrá, en ese caso, los dere-
chos y obligaciones de un Estado Contratante en la medida en que ejerza
competencia sobre algún asunto que se rija por la presente Convención. En
toda cuestión para la que sea pertinente, en el marco de la presente
Convención, el número de Estados Contratantes que intervengan, la organi-
zación regional de integración económica no será contabilizable a título adi-
cional respecto de aquellos de sus Estados miembros que sean Estados
Contratantes.

2. La organización regional de integración económica deberá hacer,
en el momento de la firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión,
una declaración ante el depositario en la que se haga constar los asuntos
que se rijan por la presente Convención respecto de los cuales sus Estados
miembros hayan transferido su competencia a la organización. La organiza-
ción regional de integración económica notificará con prontitud al deposi-
tario todo cambio en la distribución de las competencias indicada en dicha
declaración, mencionando asimismo toda nueva competencia que le haya
sido transferida.
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3. Toda referencia que se haga en la presente Convención a “Estado
Contratante” o “Estados Contratantes” será igualmente aplicable a una
organización regional de integración económica, siempre que el contexto así
lo requiera.

4. La presente Convención no prevalecerá sobre las normas de 
ninguna organización regional de integración económica con las que 
pueda entrar en conflicto y que sean aplicables a partes cuyos respectivos
establecimientos se encuentren en Estados miembros de una organización
de esa índole, conforme a una declaración formulada con arreglo al 
artículo 21.

Artículo 18. Aplicación a las unidades territoriales

1. Todo Estado Contratante integrado por dos o más unidades terri-
toriales en las que sea aplicable un régimen jurídico distinto en relación con
las materias objeto de la presente Convención podrá declarar en el momento
de dar su firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión a la presente
Convención que ésta será aplicable a todas sus unidades territoriales, o sólo
a una o varias de ellas, y podrá en cualquier momento sustituir por otra su
declaración original.

2. En esas declaraciones, que deberán notificarse al depositario, se
hará constar expresamente a qué unidades territoriales será aplicable la
Convención.

3. Si, en virtud de una declaración hecha conforme a este artículo, la
presente Convención no se aplica a todas las unidades territoriales de un
Estado Contratante, y si el establecimiento de una parte se encuentra en ese
Estado, se considerará que ese establecimiento no se halla en un Estado
Contratante, a menos que se encuentre en una unidad territorial a la que se
haga aplicable la Convención.

4. Si un Estado Contratante no hace ninguna declaración conforme al
párrafo 1 del presente artículo, la Convención será aplicable a todas las
unidades territoriales de ese Estado.

Artículo 19. Declaraciones sobre el ámbito de aplicación

1. Todo Estado Contratante podrá declarar, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 21, que sólo aplicará la presente Convención:
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a) Cuando los Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 1 sean
Estados Contratantes de la presente Convención; o

b) Cuando las partes hayan convenido en que su régimen sea
aplicable.

2. Todo Estado Contratante podrá excluir del ámbito de aplicación de
la presente Convención todas las materias especificadas en una declaración
efectuada de conformidad con el artículo 21.

Artículo 20. Comunicaciones intercambiadas en el marco de
otros instrumentos internacionales

1. Las disposiciones de la presente Convención serán aplicables al
empleo de comunicaciones electrónicas en lo concerniente a la formación o
el cumplimiento de un contrato al que sea aplicable cualquiera de los siguien-
tes instrumentos internacionales en los que un Estado Contratante de la
presente Convención sea o pueda llegar a ser parte:

Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias
Arbitrales Extranjeras (Nueva York, 10 de junio de 1958);

Convención sobre la prescripción en materia de compraventa interna-
cional de mercaderías (Nueva York, 14 de junio de 1974) y su Protocolo
(Viena, 11 de abril de 1980);

Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos de
Compraventa Internacional de Mercaderías (Viena, 11 de abril de 1980);

Convenio de las Naciones Unidas sobre la responsabilidad de los empre-
sarios de terminales de transporte en el comercio internacional (Viena,
19 de abril de 1991);

Convención de las Naciones Unidas sobre Garantías Independientes y
Cartas de Crédito Contingente (Nueva York, 11 de diciembre de 1995);

Convención de las Naciones Unidas sobre la cesión de créditos en el
comercio internacional (Nueva York, 12 de diciembre de 2001).

2. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán, además,
a las comunicaciones electrónicas relativas a la formación o el cumplimiento
de un contrato al que sea aplicable otra convención, tratado o acuerdo
internacional, no mencionado expresamente en el párrafo 1 del presente 
artículo, en el que un Estado Contratante sea o pueda llegar a ser parte,
salvo que dicho Estado haya declarado, de conformidad con lo previsto en
el artículo 21, que no quedará obligado por el presente párrafo.
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3. Todo Estado que haga una declaración con arreglo al párrafo 2 del
presente artículo podrá asimismo declarar que, a pesar de ello, aplicará las
disposiciones de la presente Convención al empleo de comunicaciones
electrónicas en lo concerniente a la formación o el cumplimiento de un con-
trato al que sea aplicable algún convenio, tratado o acuerdo internacional en
el que dicho Estado sea o pueda llegar a ser parte.

4. Todo Estado podrá declarar que no aplicará las disposiciones de la
presente Convención al empleo de comunicaciones electrónicas en lo con-
cerniente a la formación o el cumplimiento de un contrato al que sea apli-
cable algún convenio, tratado o acuerdo internacional consignado en la
declaración de dicho Estado y en el que ese Estado sea o pueda llegar a 
ser parte, incluidos los instrumentos internacionales mencionados en el
párrafo 1 del presente artículo, aun cuando dicho Estado no haya excluido
la aplicación del párrafo 2 del presente artículo mediante una declaración
formulada de conformidad con lo previsto en el artículo 21.

Artículo 21. Procedimiento y efectos de las declaraciones

1. Las declaraciones previstas en el párrafo 4 del artículo 17, los
párrafos 1 y 2 del artículo 19 y los párrafos 2, 3 y 4 del artículo 20 podrán
hacerse en cualquier momento. Las declaraciones hechas en el momento de
firmar la presente Convención deberán ser confirmadas en el momento de
la ratificación, aceptación o aprobación.

2. Las declaraciones y sus confirmaciones han de hacerse por escrito
y se notificarán oficialmente al depositario. 

3. Una declaración surtirá efecto simultáneamente con la entrada en
vigor de la presente Convención respecto del Estado en cuestión. No obs-
tante, una declaración de la cual el depositario reciba notificación oficial
después de la entrada en vigor surtirá efecto el primer día del mes siguiente
a la expiración del plazo de seis meses contado a partir de la fecha de
recepción de la notificación por el depositario.

4. Todo Estado que haga una declaración con arreglo a la presente
Convención podrá modificarla o retirarla en cualquier momento mediante
notificación oficial dirigida por escrito al depositario. La modificación o el
retiro surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración del plazo
de seis meses contado a partir de la fecha de recepción de la notificación
por el depositario.
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Artículo 22. Reservas

No se podrán hacer reservas a la presente Convención.

Artículo 23. Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el primer día del mes
siguiente a la expiración del plazo de seis meses contado a partir de la fecha
en que se haya depositado el tercer instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión.

2. Cuando un Estado ratifique, acepte o apruebe la presente
Convención o se adhiera a ella después de que se haya depositado el tercer
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente
Convención entrará en vigor respecto de ese Estado el primer día del mes
siguiente a la expiración del plazo de seis meses contado a partir de la fecha
en que haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación
o adhesión.

Artículo 24. Momento de aplicación

La presente Convención y toda declaración efectuada con arreglo a ella
se aplicarán únicamente a las comunicaciones electrónicas que se cursen
después de la fecha en que entre en vigor la Convención o surta efecto la
declaración respecto de cada Estado Contratante. 

Artículo 25. Denuncia

1. Todo Estado Contratante podrá denunciar la presente Conven-
ción en cualquier momento mediante notificación hecha por escrito al 
depositario. 

2. La denuncia surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la fecha
de vencimiento del plazo de doce meses contado a partir de la fecha en que
la notificación haya sido recibida por el depositario. Cuando en la notifica-
ción se establezca un plazo más largo, la denuncia surtirá efecto al vencer
dicho plazo, contado a partir de la fecha en que la notificación haya sido
recibida por el depositario.
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HECHA en Nueva York, el veintitrés de noviembre de dos mil cinco,
en un solo original, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y
ruso serán igualmente auténticos.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos,
debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado la
presente Convención.
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Nota explicativa de la Secretaría
de la CNUDMI sobre la Convención de las

Naciones Unidas sobre la Utilización
de las Comunicaciones Electrónicas
en los Contratos Internacionales*

I. Introducción

1. La Convención de las Naciones Unidas sobre la Utilización de las
Comunicaciones Electrónicas en los Contratos Internacionales (en adelante “la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas”) fue preparada por la Comisión de
las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) entre 2002
y 2005. La Asamblea General aprobó la Convención el 23 de noviembre de 2005
mediante su resolución 60/21 y el Secretario General la abrió a la firma el 16 de
enero de 2006.

2. En su 38.º período de sesiones (Viena, 4 a 15 de julio de 2005), la CNUDMI,
al aprobar el proyecto final para su adopción por la Asamblea General, pidió a la
Secretaría que preparara notas explicativas sobre el nuevo instrumento. La
CNUDMI, en su 39.º período de sesiones (Nueva York, 19 de junio a 7 de julio
de 2006), tomó nota de las notas explicativas preparadas por la Secretaría y pidió
a ésta que las publicara juntamente con el texto de la Convención.

II. Principales características de la Convención

3. La finalidad de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas es ofrecer
soluciones prácticas para las cuestiones que plantea la utilización de medios elec-
trónicos de comunicación para la celebración de contratos internacionales.

4. La finalidad de la Convención no es establecer reglas uniformes que regulen
cuestiones contractuales sustantivas que no estén directamente relacionadas con la
utilización de comunicaciones electrónicas. Sin embargo, no siempre es factible o
conveniente separar estrictamente las cuestiones tecnológicas de las sustantivas en
el contexto del comercio electrónico. Por eso, la Convención contiene algunas reglas

*La presente nota explicativa ha sido preparada por la Secretaría de la Comisión de las Naciones
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) con una finalidad puramente informativa.
No es un comentario oficial de la Convención.
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sustantivas que van más allá de la mera reafirmación del principio de equivalencia
funcional en los aspectos en que se precisan reglas sustantivas para asegurar la
eficacia de las comunicaciones electrónicas.

A. Ámbito de aplicación (artículos 1 y 2)

5. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas es aplicable al “empleo de
las comunicaciones electrónicas en relación con la formación o el cumplimiento de
un contrato entre partes cuyos establecimientos estén en distintos Estados”. Por
“comunicación electrónica” se entiende toda exposición, declaración, aviso o soli-
citud, incluida una oferta y la aceptación de una oferta, que se efectúe por medios
electrónicos, magnéticos, ópticos o similares con motivo de la formación y cumpli-
miento de un contrato. En la Convención el término “contrato” se utiliza en 
sentido amplio e incluye, por ejemplo, los acuerdos de arbitraje y otros acuerdos
jurídicamente vinculantes independientemente de que habitualmente se denominen
o no “contratos”.

6. La Convención es aplicable a los contratos internacionales, es decir, a los con-
tratos celebrados entre partes que están situadas en dos Estados diferentes, pero no
es necesario que ambos Estados sean Estados Contratantes de la Convención. No
obstante, la Convención es únicamente aplicable cuando la ley de un Estado
Contratante es la ley aplicable a las negociaciones entre las partes, lo cual se deter-
mina por las reglas de derecho internacional privado del Estado del foro, si las 
partes no han elegido válidamente la ley aplicable.

7. La Convención no es aplicable a las comunicaciones electrónicas intercambia-
das con motivo de contratos celebrados con fines personales, familiares o domésti-
cos. Sin embargo, a diferencia de la exclusión en el mismo sentido que establece
el artículo 2 a) de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Contratos
Internacionales de Compraventa de Mercaderías (en adelante, “la Convención de
las Naciones Unidas sobre la Compraventa”)1, la exclusión de este tipo de opera-
ciones en el marco de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas es abso-
luta, lo cual significa que la Convención no será aplicable a los contratos celebrados
con fines personales, familiares o domésticos, aun cuando esa finalidad no resulte
evidente para la otra parte. Además, la Convención no es aplicable a las operacio-
nes realizadas en determinados mercados financieros sujetos a reglamentaciones
específicas o normas sectoriales. Estas operaciones se han excluido debido a que el
sector de servicios financieros ya está sujeto a controles reglamentarios bien defi-
nidos y a normas sectoriales que regulan eficazmente los problemas que pueda plan-
tear el comercio electrónico para el buen funcionamiento de ese sector a nivel
mundial. Por último, la Convención no es aplicable a los instrumentos negociables
ni a los documentos de titularidad, a causa de la especial dificultad que plantearía
la creación de un equivalente electrónico de la negociabilidad de documentos sobre
papel, para lo cual habría que formular reglas especiales.

1Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1489, No. 25567.
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B. Ubicación de las partes y requisitos de información
(artículos 6 y 7)

8. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas contiene una serie de reglas
que regulan la ubicación de las partes. La Convención no prevé la obligación de
las partes de dar a conocer sus establecimientos, pero prevé ciertas presunciones y
reglas supletorias encaminadas a facilitar la determinación de la ubicación de una
parte. La Convención otorga una importancia primordial, aunque no absoluta, al
lugar donde una parte indica que tiene su establecimiento.

9. La Convención adopta un criterio prudente en lo que se refiere a la informa-
ción periférica relacionada con mensajes electrónicos, tales como las direcciones IP
(Protocolo de Internet), los nombres de dominio o las ubicaciones geográficas de
sistemas informáticos, los cuales, a pesar de su aparente objetividad, apenas tienen
valor concluyente para determinar la ubicación física de las partes.

C. Regulación de los contratos (artículos 8, 11, 12 y 13)

10. En el artículo 8 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se rea-
firma el principio enunciado en el artículo 11 de la Ley Modelo de la CNUDMI
sobre Comercio Electrónico2 en virtud del cual no podrá denegarse a los contratos
validez ni ejecutabilidad por el mero hecho de que sean fruto de un intercambio de
comunicaciones electrónicas. La Convención no se aventura a determinar en qué
momento las ofertas y las aceptaciones de ofertas adquieren eficacia a efectos de
la formación de contratos.

11. El artículo 12 de la Convención reconoce que pueden formarse contratos
mediante actos realizados por sistemas automatizados de mensajes (“agentes elec-
trónicos”), aun cuando ninguna persona física supervise cada uno de los actos
realizados por los sistemas ni el contrato resultante. Sin embargo, el artículo 11
aclara que el mero hecho de que una parte ofrezca aplicaciones interactivas para la
realización de pedidos, independientemente de si su sistema está o no plenamente
automatizado, no crea una presunción de que la parte pretende quedar vinculada
por los pedidos realizados a través del sistema.

12. En consonancia con la decisión de evitar que se establezca una dualidad de
regímenes para las operaciones electrónicas y las operaciones sobre papel, y de
acuerdo con el enfoque de la Convención que, más que regular, pretende facilitar,
el artículo 13 deja en manos del derecho interno cuestiones como las eventuales

2El texto de la Ley Modelo puede encontrarse en el anexo de la resolución 51/162 de la Asamblea
General, de 16 de diciembre de 1996. El texto se ha publicado también en los Documentos Oficiales
de la Asamblea General, quincuagésimo primer período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/51/17),
anexo I (también publicado en el Anuario de la CNUDMI, vol. XXVII: 1996 (publicación de las
Naciones Unidas, núm. de venta: S.98.V.7), tercera parte, anexo I). La Ley Modelo también se ha publi-
cado junto con su Guía para la incorporación al derecho interno como publicación de las Naciones Unidas
con el núm. de venta: S.99.V.4, y puede consultarse por vía electrónica en el sitio de la CNUDMI en
Internet http://www.uncitral.org/uncitral/es/uncitral_texts/electronic_commerce/ 1996Model.html.
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obligaciones de las partes de dar a conocer de una determinada manera las cláusu-
las contractuales. No obstante, la Convención regula la cuestión sustantiva de los
errores en la introducción de comunicaciones electrónicas en los sistemas, habida
cuenta del riesgo potencialmente mucho mayor de que se produzcan errores en
tiempo real o de que una persona física realice una operación casi instantánea en
comunicación con un sistema automatizado de mensajes. El artículo 14 dispone que
la parte que cometa un error al introducir los datos podrá retirar, en determinadas
circunstancias, la parte en que se produjo el error.

D. Requisitos de forma (artículo 9)

13. En el artículo 9 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se
reiteran las reglas básicas enunciadas en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico referentes a los criterios aplicables para
establecer la equivalencia funcional entre comunicaciones electrónicas y documen-
tos sobre papel, incluidos los documentos sobre papel “originales”, así como entre
los medios electrónicos de autenticación y las firmas manuscritas. No obstante, a
diferencia de la Ley Modelo, la Convención no regula la conservación de docu-
mentos, pues esa cuestión se consideró más estrechamente vinculada a las reglas
probatorias y a los requisitos administrativos que a la formación y al cumplimiento
de contratos.

14. Cabe señalar que el artículo 9 establece los criterios mínimos que han de cum-
plir los requisitos de forma que establezca el derecho aplicable. El principio de auto-
nomía de las partes, enunciado en el artículo 3, que también figura en otros
instrumentos de la CNUDMI, como en el artículo 6 de la Convención de las
Naciones Unidas sobre la Compraventa, no debe entenderse en el sentido de que
permita a las partes llegar al extremo de suavizar los requisitos legislativos sobre
la firma para propiciar métodos de autenticación que ofrezcan un menor grado de
fiabilidad que la firma electrónica. En general, según se señaló, la autonomía de las
partes no implica que la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas las faculte
para apartarse de los requisitos legislativos de forma o de autenticación de contratos
y operaciones.

E. Tiempo y lugar de envío y recepción de las
comunicaciones electrónicas (artículo 10)

15. Al igual que el artículo 15 de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio
Electrónico, la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas contiene una serie
de reglas supletorias sobre el tiempo y el lugar de envío y recepción de comunica-
ciones electrónicas, cuya finalidad es complementar las reglas nacionales sobre envío
y recepción transponiéndolas a un contexto electrónico. Las diferencias de enun-
ciado entre el artículo 10 de la Convención y el artículo 15 de la Ley Modelo no
pretenden que el resultado sea diferente en la práctica; en realidad, esas diferencias
están encaminadas a facilitar el funcionamiento de la Convención en los diversos
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ordenamientos jurídicos mediante la armonización de la formulación de las reglas
pertinentes con los elementos generales comúnmente utilizados para definir el envío
y la recepción en el derecho interno de los Estados.

16. Según la Convención, la comunicación se tiene por “enviada” cuando sale de
un sistema de información que está bajo el control del iniciador, mientras que la
“recepción” se produce cuando la comunicación electrónica puede ser recuperada
por el destinatario, lo cual se presume que ocurre cuando llega a la dirección
electrónica del destinatario. La Convención distingue entre la entrega de comuni-
caciones a direcciones electrónicas específicamente designadas y la entrega de
comunicaciones a una dirección no específicamente designada. En el primer caso,
una comunicación se tiene por recibida cuando llega a la dirección electrónica del
destinatario (o cuando “entra” en el “sistema de información” del destinatario, según
la terminología de la Ley Modelo). Para todos los casos en que la comunicación
no es entregada a una dirección electrónica designada, conforme a la Convención,
la recepción únicamente se produce cuando a) la comunicación electrónica puede
ser recuperada por el destinatario (al llegar a una dirección electrónica de éste) y
b) el destinatario se percata de que la comunicación ha sido enviada a esa 
dirección concreta.

17. Se presume que las comunicaciones electrónicas se envían desde el estableci-
miento de una parte y se reciben en el establecimiento de otra.

F. Relación con otros instrumentos internacionales
(artículo 20)

18. La CNUDMI espera que la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
resulte útil a los Estados para facilitar el funcionamiento de otros instrumentos inter-
nacionales, particularmente los relacionados con el comercio. En el artículo 20 se
trata de ofrecer una posible solución común para algunos de los obstáculos jurídi-
cos con que tropieza el comercio electrónico en los instrumentos internacionales
existentes, de forma que se evite la necesidad de enmendar los distintos tratados
internacionales.

19. Además de esos instrumentos que, para evitar dudas, se enumeran en el 
párrafo 1 del artículo 20, las disposiciones de la Convención podrán también apli-
carse, conforme al párrafo 2 del mismo artículo, a las comunicaciones electrónicas
intercambiadas en el contexto de contratos regidos por otros convenios, tratados o
acuerdos internacionales, a menos que tal aplicación haya sido excluida por un
Estado Contratante. Se ha agregado al texto la posibilidad de excluir esta aplica-
ción ampliada de la Convención a fin de tener en cuenta las reservas u objeciones
que puedan tener algunos Estados, deseosos de comprobar primero si la Convención
es compatible con sus actuales obligaciones internacionales.

20. Los párrafos 3 y 4 del artículo 20 ofrecen aun más flexibilidad a los Estados al
permitirles agregar convenciones o convenios específicos a la lista de instrumentos
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internacionales a los que aplicarán las disposiciones de la Convención, aun cuando
un determinado Estado haya presentado una declaración general con arreglo al
párrafo 2, o excluir las convenciones concretas que especifiquen en sus declara-
ciones. Conviene señalar que las declaraciones que se realicen con arreglo al 
párrafo 4 del artículo 20 excluirán de la aplicación de la Convención las comuni-
caciones electrónicas que se utilicen para la celebración de cualquiera de los
contratos a los que se aplique la convención internacional indicada.

III. Resumen de la labor preparatoria

21. En su 33.º período de sesiones (Nueva York, 17 de junio a 7 de julio de 2000),
la CNUDMI mantuvo un intercambio preliminar de opiniones sobre las propuestas
de labor futura en materia de comercio electrónico. Los tres temas sugeridos fueron:
la contratación electrónica, vista de la perspectiva de la Convención de las Naciones
Unidas sobre la Compraventa, la solución de controversias por vía informática, y
la desmaterialización de los documentos de titularidad, en particular en la industria
de los transportes.

22. La Comisión acogió con satisfacción esas sugerencias. La Comisión convino
en general en que, una vez concluida la preparación de la Ley Modelo sobre las
Firmas Electrónicas, el Grupo de Trabajo sobre Comercio Electrónico examinaría,
en su 38.º período de sesiones, algunos de los temas mencionados o todos ellos, así
como cualquier tema suplementario, con miras a formular propuestas más concre-
tas para la labor futura de la Comisión en el 34.º período de sesiones de ésta, en
2001. Se convino en que la labor del Grupo de Trabajo abarcaría el examen de
varios temas paralelamente, así como un examen preliminar del contenido de posi-
bles reglas uniformes para determinados aspectos de los temas antes mencionados3.

23. El Grupo de Trabajo estudió esas propuestas en su 38.º período de sesiones
(Nueva York, 12 a 23 de marzo de 2001) basándose en una serie de notas referentes
a una posible convención encaminada a eliminar los obstáculos que imponían al
comercio electrónico las convenciones internacionales existentes (A/CN.9/WG.IV/
WP.89); la desmaterialización de los documentos de titularidad (A/CN.9/WG.IV/
WP.90); y la contratación electrónica (A/CN.9/WG.IV/WP.91). El Grupo de Trabajo
mantuvo extensas deliberaciones sobre cuestiones relacionadas con la contratación
electrónica (A/CN.9/484, párrs. 94 a 127). El Grupo de Trabajo concluyó sus
deliberaciones recomendando a la Comisión que iniciara la labor de preparación de
un instrumento internacional que regulara de forma prioritaria determinadas cues-
tiones relacionadas con la contratación electrónica. Al mismo tiempo, el Grupo de
Trabajo recomendó que se encomendara a la Secretaría la preparación de los estu-
dios necesarios sobre los otros tres temas examinados por el Grupo de Trabajo:
a) un estudio exhaustivo de los posibles obstáculos jurídicos al desarrollo del
comercio electrónico que imponían los instrumentos internacionales; b) otro estudio

3Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo quinto período de sesiones,
Suplemento No. 17 (A/55/17), párrs. 384 a 388.
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de las cuestiones relacionadas con la transferencia por vía electrónica de derechos,
en particular de derechos sobre bienes corporales, y los mecanismos para dar publi-
cidad e inscribir en registros los actos de transferencia o de constitución de garan-
tías reales sobre tales bienes; y c) un estudio en que se analizara la Ley Modelo de
la CNUDMI sobre Arbitraje Comercial Internacional4, así como el Reglamento de
Arbitraje de la CNUDMI5, a fin de determinar si eran adecuados para satisfacer las
necesidades concretas del arbitraje por vía informática (véase A/CN.9/484, párr. 134).

24. En el 34.º período de sesiones de la Comisión (Viena, 25 de junio a 13 de
julio de 2001), una amplia mayoría de las delegaciones respaldó las recomenda-
ciones formuladas por el Grupo de Trabajo por estimar que constituían una sólida
base para la labor futura de la Comisión. No obstante, se manifestaron divergen-
cias en cuanto a la prioridad relativa que había que asignar a los distintos temas.
Según un grupo de delegaciones, el proyecto encaminado a suprimir los obstáculos
que los instrumentos existentes imponían al comercio electrónico debía tener prio-
ridad sobre los demás temas, en particular sobre la preparación de un nuevo ins-
trumento internacional relativo a la contratación electrónica. Sin embargo,
predominaron las opiniones favorables al orden de prioridades que había recomen-
dado el Grupo de Trabajo. A este respecto, se señaló que la preparación de un ins-
trumento internacional que regulara cuestiones de contratación electrónica y el
examen de modos adecuados para eliminar los obstáculos que imponían al comer-
cio electrónico las convenciones de derecho uniforme y los acuerdos comerciales
existentes no eran tareas que se excluyeran mutuamente. Se recordó a la Comisión
el entendimiento común, al que se había llegado en el 33.º período de sesiones, de
que el Grupo de Trabajo llevara a cabo su labor estudiando paralelamente varios
temas6. A fin de dar a los Estados tiempo suficiente para celebrar consultas inter-
nas, la Comisión aceptó esa sugerencia y decidió que la primera reunión del Grupo
de Trabajo dedicada a cuestiones de contratación electrónica tuviera lugar durante
el primer trimestre de 20027.

25. En su 39.º período de sesiones (Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002), el
Grupo de Trabajo examinó una nota de la Secretaría en que se analizaban diversas
cuestiones relacionadas con la contratación electrónica y en cuyo anexo I figuraba
un anteproyecto provisionalmente titulado “Anteproyecto de convención sobre
contratos [internacionales] celebrados o probados por mensajes de datos” (véase
A/CN.9/WG.IV/WP.95). El Grupo de Trabajo examinó además una nota de la
Secretaría en la que se comunicaban las observaciones formuladas por un grupo
especial de expertos que había establecido la Cámara de Comercio Internacional
con objeto de examinar las cuestiones planteadas en el documento A/CN.9/WG.IV/
WP.95 y los proyectos de disposición enunciados en su anexo I (véase A/CN.9/
WG.IV/WP.96, anexo).

4Publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.95.V.18.
5Ibíd., núm. de venta: S.93.V.6.
6Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo sexto período de sesiones,

Suplemento No. 17 y corrección (A/56/17 y Corr.3), párr. 293.
7Ibíd., párr. 295.
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26. El Grupo de Trabajo examinó en primer lugar la forma y el ámbito de apli-
cación del anteproyecto de convención (véase A/CN.9/509, párrs. 18 a 40). El Grupo
de Trabajo convino en aplazar el debate sobre las exclusiones del ámbito de la con-
vención hasta que hubiera tenido la oportunidad de examinar las disposiciones rela-
cionadas con la ubicación de las partes y la formación de los contratos. En particular,
el Grupo de Trabajo decidió proceder a examinar en primer lugar los artículos 7 y
14, ambos referentes a la cuestión de la ubicación de las partes (véase A/CN.9/509,
párrs. 41 a 65). Una vez concluido el examen inicial de esas disposiciones, el Grupo
de Trabajo pasó a estudiar las disposiciones relativas a la formación de contratos
de los artículos 8 a 13 (A/CN.9/509, párrs. 66 a 121). El Grupo de Trabajo con-
cluyó sus deliberaciones sobre la convención analizando el proyecto de artículo 15
(A/CN.9/509, párrs. 122 a 125). El Grupo de Trabajo convino en que, en su 
40.º período de sesiones, examinaría los artículos 2 a 4, relativos al ámbito de apli-
cación de la convención, así como los artículos 5 (Definiciones) y 6 (Interpretación).
El Grupo de Trabajo pidió a la Secretaría que preparara una versión revisada del
anteproyecto de convención basándose en esas deliberaciones y decisiones, a fin de
que el Grupo pudiera examinarlo en su 40.º período de sesiones.

27. Además, al concluir ese período de sesiones, el Grupo de Trabajo fue infor-
mado de los progresos que había realizado la Secretaría en el estudio de los posi-
bles obstáculos jurídicos impuestos al comercio electrónico por los instrumentos
vigentes en la esfera del comercio. El Grupo de Trabajo señaló que la Secretaría
había iniciado la labor de identificación y examen de los instrumentos relacionados
con el comercio, seleccionándolos entre los numerosos tratados multilaterales
depositados en poder del Secretario General. Así, la Secretaría había encontrado
33 tratados de interés potencial para el estudio y había analizado las cuestiones que
podían plantearse en virtud de esos tratados a la hora de utilizar medios electróni-
cos de comunicación. Las conclusiones preliminares a que llegó la Secretaría en
relación con esos tratados se enunciaron en una nota de la Secretaría (A/CN.9/
WG.IV/WP.94). El Grupo de Trabajo tomó nota de los progresos que había reali-
zado la Secretaría en el estudio, pero no dispuso de tiempo suficiente para exami-
nar las conclusiones preliminares del estudio. El Grupo de Trabajo pidió a la
Secretaría que recabara a los Estados Miembros y observadores sus pareceres sobre
el estudio y las conclusiones preliminares que en él figuraban y que preparara un
informe en que recopilara esa información para que pudiera examinarlo ulterior-
mente. El Grupo de Trabajo pidió a la Secretaría que recabara la opinión de otras
organizaciones internacionales, inclusive de organizaciones del sistema de las
Naciones Unidas y de otras organizaciones intergubernamentales, sobre si había
algún instrumento internacional comercial del que fueran depositarias esas
organizaciones o sus Estados Miembros que desearan ver incluidos en el estudio
realizado por la Secretaría (A/CN.9/509, párr. 16).

28. La Comisión examinó el informe del Grupo de Trabajo en su 35.º período de
sesiones (Nueva York, 17 a 28 de junio de 2002). La Comisión tomó nota con reco-
nocimiento de que el Grupo de Trabajo había iniciado su examen de un posible
instrumento internacional que regulara determinadas cuestiones de la contratación
electrónica. La Comisión reafirmó su convicción de que un instrumento internacio-
nal que regulara determinadas cuestiones de la contratación electrónica podía
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contribuir eficazmente a facilitar la utilización de medios modernos de comunica-
ción en las operaciones comerciales transfronterizas. La Comisión elogió al Grupo
de Trabajo por los progresos realizados al respecto. Sin embargo, la Comisión
también tomó nota de las divergencias que se habían manifestado en el Grupo de
Trabajo con respecto a la forma y el ámbito de aplicación del instrumento, así como
sobre sus principios básicos y algunas de sus características fundamentales. La
Comisión tomó nota, en particular, de la propuesta de que las consideraciones del
Grupo de Trabajo no se limitaran a los contratos electrónicos sino que se aplicaran
a los contratos comerciales en general, independientemente de los medios utilizados
en su negociación. La Comisión estimó que los Estados Miembros y observadores
que participaran en las deliberaciones del Grupo de Trabajo debían disponer de
abundante tiempo para mantener consultas sobre esas importantes cuestiones. Con
este fin, la Comisión estimó que sería preferible que el Grupo de Trabajo aplazara
su examen de un posible instrumento internacional que regulara determinadas
cuestiones de la contratación electrónica hasta su 41.º período de sesiones, que se
celebraría en Nueva York del 5 al 9 de mayo de 20038.

29. Por lo que respecta al examen por el Grupo de Trabajo de los posibles obstá-
culos jurídicos al comercio electrónico impuestos por los instrumentos internacio-
nales de regulación del comercio, la Comisión reiteró su apoyo a los esfuerzos que
realizaban al respecto el Grupo de Trabajo y la Secretaría. La Comisión pidió al
Grupo de Trabajo que dedicara la mayor parte de su tiempo disponible en su
40.º período de sesiones, en octubre de 2002, a un debate sustantivo sobre diver-
sas cuestiones que se habían planteado en el estudio inicial de la Secretaría (véase
A/CN.9/WG.IV/WP.94)9.

30. En su 40.º período de sesiones (Viena, 14 a 18 de octubre de 2002), el Grupo
de Trabajo examinó el estudio de los posibles obstáculos jurídicos al comercio elec-
trónico que figuraba en el documento A/CN.9/WG.IV/WP.94. El Grupo de Trabajo
aprobó en general el análisis e hizo suyas las recomendaciones de la Secretaría de
la CNUDMI (véase A/CN.9/527, párrs. 24 a 71). El Grupo de Trabajo convino en
recomendar que la Secretaría de la CNUDMI estudiara las sugerencias de que
ampliara el alcance del estudio y examinara los posibles obstáculos que impusieran
al comercio electrónico los instrumentos suplementarios que otras organizaciones
hubieran propuesto incluir en el estudio, y que investigara con esas organizaciones
las modalidades para llevar a cabo los estudios necesarios, habida cuenta de las
limitaciones que podría imponer a la Secretaría su actual volumen de trabajo. El
Grupo de Trabajo invitó a los Estados miembros a que prestaran asistencia a la
Secretaría de la CNUDMI en esa tarea, concretamente buscando expertos y fuen-
tes de información apropiados sobre los diversos temas específicos abarcados por
los instrumentos internacionales pertinentes. El Grupo de Trabajo empleó el 
tiempo restante de ese período de sesiones en reanudar sus debates sobre el
anteproyecto de convención (véase A/CN.9/527, párrs. 72 a 126).

8Ibíd., quincuagésimo séptimo período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/57/17), párr. 206.
9Ibíd., párr. 207.
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31. El Grupo de Trabajo reanudó sus deliberaciones sobre el anteproyecto de con-
vención en su 41.º período de sesiones (Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003). El
Grupo de Trabajo tomó nota de que el grupo especial que había establecido la
Cámara de Comercio Internacional había presentado observaciones sobre el alcan-
ce y la finalidad de la convención (A/CN.9/WG.IV/WP.101, anexo). En general, el
Grupo de Trabajo acogió con beneplácito la labor que estaban realizando represen-
tantes del sector privado, como la Cámara de Comercio Internacional, estimándose
que dicha labor era una contribución útil a la labor que había iniciado de elaborar
una convención internacional. Las decisiones y deliberaciones del Grupo de Trabajo
referentes a la convención se recogen en el capítulo IV del informe sobre su 
41.º período de sesiones (véase A/CN.9/528, párrs. 26 a 151). 

32. De conformidad con una decisión adoptada en su 40.º período de sesiones
(véase A/CN.9/527, párr. 93), el Grupo de Trabajo celebró también un debate pre-
liminar sobre la cuestión de la exclusión de los derechos de propiedad intelectual
del ámbito de la convención (véase A/CN.9/528, párrs. 55 a 60). El Grupo de
Trabajo convino en que se pidiera a la Secretaría que solicitara un asesoramiento
especifico a organizaciones internacionales pertinentes, como la Organización
Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y la Organización Internacional del
Comercio, para interrogarlas sobre si la inclusión en el ámbito de la convención de
los contratos que incluyeran la concesión de licencias de derechos de propiedad
intelectual, a fin de reconocer expresamente la utilización de los mensajes de datos
en el contexto de esos contratos, podía ir en perjuicio de las reglas de protección
de los derechos de propiedad intelectual. Se convino en que la necesidad de excluir
o no esos contratos dependería, en última instancia, del alcance sustantivo de la
convención. 

33. En su 36.º período de sesiones (Viena, 30 de junio a 11 de julio de 2003), la
Comisión tomó nota de los progresos realizados por la Secretaría de la CNUDMI
en el estudio de los obstáculos jurídicos que imponían al comercio electrónico los
instrumentos internacionales de regulación del comercio. La Comisión reiteró que
estaba convencida de la importancia del proyecto y destacó una vez más su apoyo
a las esfuerzos que realizaban el Grupo de Trabajo y la Secretaría de la CNUDMI
a ese respecto. La Comisión tomó nota de que el Grupo de Trabajo había recomen-
dado a la Secretaría de la CNUDMI que ampliara el alcance del estudio con miras
a examinar los obstáculos que pudieran imponer al comercio electrónico los instru-
mentos suplementarios que otras organizaciones habían propuesto incluir en el
estudio, y que investigaran con esas organizaciones las modalidades para realizar
los estudios necesarios, teniendo en cuenta las limitaciones que pudiera tener la
Secretaría a causa de su actual volumen de trabajo. La Comisión instó a los Estados
miembros a que prestaran asistencia a la Secretaría de la CNUDMI en este 
cometido invitando a expertos apropiados o buscando fuentes de información refe-
rentes a los diversos campos de especialización que abarcaban los instrumentos
internacionales pertinentes10.

10Ibíd., quincuagésimo octavo período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/58/17), párr. 211.
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34. La Comisión también tomó nota con reconocimiento de que el Grupo de
Trabajo había proseguido su examen del anteproyecto de convención para regular
determinadas cuestiones del comercio electrónico. La Comisión reafirmó su con-
vicción de que el instrumento en preparación sería de gran utilidad para facilitar la
utilización de los medios modernos de comunicación en operaciones comerciales
transfronterizas. La Comisión observó que hasta la fecha el Grupo de Trabajo había
dado al instrumento la forma de una convención internacional como hipótesis de
trabajo, pero que ello no impedía que en ulteriores deliberaciones del Grupo de
Trabajo se diera otra forma al instrumento11. 

35. Se informó a la Comisión de que el Grupo de Trabajo había intercambiado
opiniones sobre la relación entre el anteproyecto de convención y los esfuerzos del
Grupo de Trabajo por eliminar los posibles obstáculos jurídicos que imponían al
comercio electrónico los instrumentos internacionales existentes en materia de
comercio internacional (véase A/CN.9/528, párr. 25). La Comisión manifestó su
apoyo a los esfuerzos del Grupo de Trabajo por llevar adelante simultáneamente
estas dos facetas de su labor12.

36. Se informó a la Comisión de que el Grupo de Trabajo había mantenido un
debate preliminar sobre la cuestión de si los derechos de propiedad intelectual 
debían quedar excluidos de la convención (véase A/CN.9/528, párrs. 55 a 60). La
Comisión observó que el Grupo de Trabajo había decidido que su labor no debía
encaminarse a formular un marco jurídico sustantivo para las operaciones con
“bienes virtuales” y que tampoco se ocuparía de la cuestión de si dichos bienes
estaban o debían estar regulados por la Convención de las Naciones Unidas sobre
la Compraventa y hasta qué punto debían estarlo. La cuestión que debía abordar el
Grupo de Trabajo era la de si las soluciones para la contratación electrónica que se
examinaban en el contexto del anteproyecto de convención podían ser aplicables, y
en qué medida, a las operaciones de concesión de licencias sobre derechos de pro-
piedad intelectual y acuerdos similares. Se pidió a la Secretaría que recabara las
opiniones de otras organizaciones al respecto, en particular de la OMPI13.

37. En su 42.º período de sesiones (Viena, 17 a 21 de noviembre de 2003), el
Grupo de Trabajo inició sus deliberaciones celebrando un debate general sobre el
alcance del anteproyecto de convención. Entre otras cosas, el Grupo de Trabajo
señaló que la Cámara de Comercio Internacional había creado un grupo especial
encargado de formular reglas contractuales y directrices sobre cuestiones jurídicas
relacionadas con el comercio electrónico, que había denominado provisionalmente
“e-Terms 2004”. El Grupo de Trabajo acogió con satisfacción la labor que venía
realizando la Cámara de Comercio Internacional y consideró que esa labor comple-
mentaba útilmente la que había emprendido el Grupo de Trabajo con miras a ela-
borar una convención internacional. En opinión del Grupo de Trabajo, las dos tareas
no se excluían mutuamente, en particular porque la convención regulaba requisitos
que ya solía prever la legislación, y porque los obstáculos jurídicos, al ser de 

11Ibíd., párr. 212.
12Ibíd., párr. 213.
13Ibíd., párr. 214.
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carácter legislativo, no podían anularse con estipulaciones contractuales o normas
no vinculantes. El Grupo de Trabajo expresó su reconocimiento a la Cámara de
Comercio Internacional por el interés que había mostrado en llevar a cabo su labor
en cooperación con la CNUDMI, y confirmó que estaba dispuesto a formular obser-
vaciones sobre los proyectos que preparara la Cámara de Comercio Internacional
(véase A/CN.9/546, párrs. 33 a 38). 

38. El Grupo de Trabajo pasó a examinar los artículos 8 a 15 del anteproyecto de
convención que figuraba en el anexo a la nota de la Secretaría que lleva la signa-
tura A/CN.9/WG.IV/WP.103. El Grupo de Trabajo decidió introducir varias enmien-
das en esas disposiciones y pidió a la Secretaría que preparara una versión revisada
del proyecto para examinarla ulteriormente (véase A/CN.9/546, párrs. 39 a 135).

39. El Grupo de Trabajo prosiguió su labor sobre el anteproyecto de convención
en su 43.º período de sesiones (Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004) basándose
en una nota de la Secretaría que contenía una versión revisada del mismo
(A/CN.9/WG.IV/WP.108). Las deliberaciones del Grupo de Trabajo se centraron en
los proyectos de artículo X, Y y 1 a 4 (véase A/CN.9/548, párrs. 13 a 123). El Grupo
de Trabajo convino en procurar concluir su labor sobre la convención con miras a
que la Comisión pudiera examinarla y adoptarla en 2005.

40. En su 37.º período de sesiones (Nueva York, 14 a 25 de junio de 2004), la
Comisión tomó nota de los informes del Grupo de Trabajo sobre la labor realizada
en sus períodos de sesiones 42.º y 43.º (A/CN.9/546 y A/CN.9/548, respectivamente).
Se informó a la Comisión de que el Grupo de Trabajo, en su 42.º período de 
sesiones, había emprendido el examen de los artículos 8 a 15 del texto revisado del
anteproyecto de convención. La Comisión tomó nota de que el Grupo de Trabajo,
en su 43.º período de sesiones, había examinado los artículos X e Y, así como los
artículos 1 a 4 de la convención y había mantenido un debate general sobre los
proyectos de artículo 5 a 7 bis. La Comisión manifestó su apoyo a los esfuerzos
realizados por el Grupo de Trabajo por incorporar a la convención disposiciones
encaminadas a eliminar los posibles obstáculos jurídicos que pudieran imponer al
comercio electrónico los instrumentos internacionales existentes en materia de comer-
cio. Se informó a la Comisión de que el Grupo de Trabajo había convenido en que
procuraría concluir su labor sobre la convención con miras a someterla al examen y
a la aprobación de la Comisión en 2005. La Comisión expresó su reconocimiento al
Grupo de Trabajo por sus esfuerzos y convino en que era importante que el Grupo
de Trabajo concluyera a tiempo sus deliberaciones sobre la convención14.

41. El Grupo de Trabajo reanudó sus deliberaciones en su 44.º período de sesio-
nes (Viena, 11 a 22 de octubre de 2004) basándose en la nueva revisión del ante-
proyecto de convención que figuraba en el anexo I de la nota de la Secretaría que
lleva la signatura A/CN.9/WG.IV/WP.110. El Grupo de Trabajo examinó y adoptó
los proyectos de artículos 1 a 14, 18 y 19 de la convención. Las decisiones y
deliberaciones pertinentes del Grupo de Trabajo se encuentran en su informe sobre
la labor realizada en el 44.º período de sesiones (A/CN.9/571, párrs. 13 a 206). En

14Ibíd., quincuagésimo noveno período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/59/17), párr. 71.
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aquella ocasión, el Grupo de Trabajo también mantuvo un intercambio inicial de
opiniones sobre el preámbulo y las cláusulas finales de la convención, incluidas las
propuestas de disposiciones adicionales para el capítulo IV. Teniendo en cuenta las
deliberaciones sobre los capítulos I, II y III y sobre los artículos 18 y 19 de la
convención, el Grupo de Trabajo pidió a la Secretaría que introdujera los consi-
guientes cambios en los proyectos de disposiciones finales del capítulo IV. El Grupo
de Trabajo también pidió a la Secretaría que insertara entre corchetes, en el pro-
yecto final que se presentara a la Comisión, los proyectos de disposición que se
había sugerido insertar como complemento del texto examinado por el Grupo de
Trabajo (véase A/CN.9/WG.IV/WP.110). El Grupo de Trabajo pidió a la Secretaría
que distribuyera la versión revisada de la convención entre los gobiernos para que
formularan observaciones y con miras a que la Comisión examinara y adoptara la
convención en su 38.º período de sesiones, en 2005.

42. Una serie de gobiernos y de organizaciones internacionales presentaron obser-
vaciones por escrito sobre la convención (véase A/CN.9/578 y adiciones 1 a 17).
La CNUDMI examinó la convención y las observaciones recibidas en su 38.º perí-
odo de sesiones (Viena, 4 a 15 de julio de 2005). La Comisión convino en intro-
ducir algunas enmiendas sustantivas al proyecto de texto y lo presentó a la Asamblea
General para su adopción. Las deliberaciones de la CNUDMI se han plasmado en
el informe sobre la labor realizada en su 38.º período de sesiones15.

43. El 23 de noviembre de 2005, la Asamblea General adoptó la Convención, que
el Secretario General abrió a la firma desde el 16 de enero de 2006 al 16 de enero
de 2008, en virtud de su resolución 60/21, cuyo texto es el siguiente:

La Asamblea General,

Recordando su resolución 2205 (XXI), de 17 de diciembre de 1966, por
la que estableció la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil
Internacional y le confirió el mandato de promover la armonización y la uni-
ficación progresivas del derecho mercantil internacional y, a ese respecto, tener
presentes los intereses de todos los pueblos, en particular los de los países en
desarrollo, en el progreso amplio del comercio internacional,

Considerando que los problemas creados por la incertidumbre en cuanto
al valor jurídico de las comunicaciones electrónicas intercambiadas en el marco
de los contratos internacionales constituyen un obstáculo para el comercio
internacional,

Convencida de que la adopción de normas uniformes para eliminar los
obstáculos que se oponen al uso de las comunicaciones electrónicas en los
contratos internacionales, incluidos los que pudieran derivarse de la aplicación
de los instrumentos internacionales vigentes de derecho mercantil, aumentaría
la certidumbre jurídica y la previsibilidad comercial de los contratos internacio-
nales y podría ayudar a los Estados a obtener acceso a las rutas comerciales
modernas,

15Ibíd., sexagésimo período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/60/17), párrs. 12 a 167.
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Recordando que, en su 34.º período de sesiones, celebrado en 2001, la
Comisión decidió preparar un instrumento internacional relativo a cuestiones
de la contratación electrónica, que debía tener también por finalidad la elimi-
nación de los obstáculos al comercio electrónico en las convenciones y acuer-
dos comerciales uniformes existentes, y confió a su Grupo de Trabajo IV
(Comercio Electrónico) la preparación de un proyecto16,

Observando que el Grupo de Trabajo dedicó seis períodos de sesiones,
de 2002 a 2004, a la preparación del proyecto de Convención sobre la
Utilización de las Comunicaciones Electrónicas en los Contratos
Internacionales y que la Comisión examinó el proyecto de Convención en su
38.º período de sesiones, celebrado en 200517,

Consciente de que se invitó a todos los Estados y a todas las organiza-
ciones internacionales interesadas a participar en la preparación del proyecto
de Convención en todos los períodos de sesiones del Grupo de Trabajo y en
el 38.º período de sesiones de la Comisión, en calidad de miembros o de obser-
vadores, con pleno derecho a intervenir o hacer propuestas,

Observando con satisfacción que el texto del proyecto de Convención fue
distribuido antes del 38.º período de sesiones a todos los gobiernos y organi-
zaciones internacionales invitados a asistir a las sesiones de la Comisión y el
Grupo de Trabajo en calidad de observadores y que las observaciones recibi-
das fueron presentadas a la Comisión en su 38.º período de sesiones18,

Tomando nota con satisfacción de la decisión adoptada por la Comisión
en su 38.º período de sesiones de presentar el proyecto de Convención a la
Asamblea General para su examen19,

Tomando nota del proyecto de Convención aprobado por la Comisión20,

1. Expresa su agradecimiento a la Comisión de las Naciones Unidas
para el Derecho Mercantil Internacional por haber preparado el proyecto de
Convención sobre la Utilización de las Comunicaciones Electrónicas en los
Contratos Internacionales20;

2. Adopta la Convención de las Naciones Unidas sobre la Utilización
de las Comunicaciones Electrónicas en los Contratos Internacionales, cuyo
texto figura en el anexo de la presente resolución, y pide al Secretario General
que la declare abierta a la firma;

3. Hace un llamamiento a todos los gobiernos para que consideren la
posibilidad de hacerse partes en la Convención.

16Ibíd., quincuagésimo sexto período de sesiones, Suplemento No. 17 y corrección (A/56/17 y
Corr.3), párrs. 291 a 295.

17Ibíd., sexagésimo período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/60/17), cap. III.
18A/CN.9/578 y Add.1 a 17.
19Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento

No. 17 (A/60/17), párr. 167.
20Ibíd., anexo I.
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IV. Observaciones artículo por artículo

PREÁMBULO

1. Objetivos esenciales de la Convención

44. El preámbulo tiene la finalidad de exponer los principios generales en los que
se basa la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas y que, en virtud del
artículo 5, pueden utilizarse para colmar las lagunas que se descubran en ella.

45. El objetivo esencial de la Convención está plasmado en el cuarto párrafo del
Preámbulo y consiste en establecer normas uniformes para eliminar los obstáculos
que se oponen al uso de las comunicaciones electrónicas en los contratos interna-
cionales, incluidos los que deriven de la aplicación de los instrumentos internacio-
nales vigentes de derecho mercantil, con miras a aumentar la certidumbre jurídica
y la previsibilidad comercial.

2. Principios primordiales en que se basa la Convención

46. En el quinto párrafo del Preámbulo se alude a dos principios que han guiado
toda la labor de la CNUDMI en materia de comercio electrónico: la neutralidad
tecnológica y la equivalencia funcional. 

Neutralidad tecnológica

47. El principio de neutralidad tecnológica significa que la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas pretende abarcar todas las situaciones de hecho en que
la información se genera, archiva o transmite en forma de comunicaciones electró-
nicas, independientemente de la tecnología o del medio que se haya utilizado. A
tal efecto, las reglas de la Convención son reglas “neutrales”; es decir, no depen-
den de la utilización de determinados tipos de tecnología ni la presuponen y 
podrían aplicarse a la comunicación y al archivo de cualquier tipo de información.

48. La neutralidad tecnológica es particularmente importante habida cuenta de la
velocidad de la innovación y del desarrollo tecnológicos, y contribuye a asegurar
que la ley dará cabida a las futuras novedades tecnológicas y evitar que caiga rápi-
damente en desuso. Una de las consecuencias del enfoque dado a la Convención,
similar al que se adoptó en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio
Electrónico, que precedió a la Convención, fue la adopción de una terminología
nueva, encaminada a evitar toda referencia a medios técnicos concretos de trans-
misión o archivo de información. En efecto, si el texto excluyera directa o indirec-
tamente alguna forma o algún medio mediante una limitación del alcance de la
Convención, iría en contra del objetivo de establecer reglas tecnológicas verda-
deramente neutrales. Por último, la neutralidad tecnológica abarca también el
concepto de “neutralidad de los medios”, pues la redacción de la Convención se 
ha concebido de manera tal que se faciliten los medios de comunicación “sin 
papel”, previendo criterios para que esos medios puedan equipararse a documentos
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sobre papel, pero la Convención no tiene la finalidad de alterar las reglas tradicio-
nales que rigen las comunicaciones sobre papel ni de crear reglas sustantivas
diferenciadas para las comunicaciones electrónicas.

49. El afán de promover la neutralidad de los medios suscita otras cuestiones
importantes. En el mundo de los documentos sobre papel, es imposible garantizar
la seguridad absoluta frente al fraude y los errores de transmisión. En principio 
existe el mismo riesgo en las comunicaciones electrónicas. Cabía concebir que la
ley tratara de reflejar las estrictas medidas de seguridad que se utilizan en las
comunicaciones entre computadoras. No obstante, podía resultar más apropiado
graduar los requisitos de seguridad dividiéndolos en pasos, siguiendo un modelo
similar a los grados de seguridad jurídica que se encuentran en el mundo del papel,
y respetar la graduación del valor, por ejemplo, de las firmas manuscritas consig-
nadas en los documentos de un simple contrato y de un acta notarial. De ahí el
concepto flexible de fiabilidad “apropiada para los fines para los que se generó la
comunicación electrónica”, tal como se establece en el artículo 9.

Equivalencia funcional

50. La Convención se basa en el reconocimiento de que los requisitos legales que
prescriben la utilización de documentación tradicional en papel constituyen un grave
obstáculo para el desarrollo de los medios modernos de comunicación. Una comu-
nicación electrónica no puede considerarse, de por sí, equivalente a un documento
de papel, porque es de naturaleza distinta y no cumple necesariamente todas las
funciones concebibles de un documento sobre papel. En efecto, mientras que los
documentos sobre papel son legibles por el ojo humano, las comunicaciones elec-
trónicas no lo son, a menos que se impriman sobre papel o se exhiban en una pan-
talla. La Convención aborda los posibles impedimentos a la utilización del comercio
electrónico que crean los requisitos nacionales o internacionales de forma y, para
ello, amplía el alcance de conceptos como los de “escrito”, “firma” y “original” con
miras a abarcar las técnicas informáticas en su ámbito.

51. Con esta finalidad, la Convención sigue el enfoque de “equivalencia funcio-
nal” ya utilizado por la CNUDMI en la Ley Modelo sobre Comercio Electrónico.
El enfoque de la equivalencia funcional se basa en un análisis de los objetivos y
funciones del requisito tradicional de que los documentos se consignen en papel
con miras a determinar cómo podrían cumplirse estos objetivos y funciones con téc-
nicas de comercio electrónico. La Convención no trata de definir un equivalente
informático de cualquier tipo de documento de papel, sino que determina cuáles
son las funciones básicas de los requisitos de forma de los documentos sobre papel,
a fin de establecer los criterios que deberán cumplir las comunicaciones electróni-
cas para gozar del mismo nivel de reconocimiento jurídico que los documentos
correspondientes sobre papel que desempeñen la misma función.

52. La Convención tiene la finalidad de permitir a los Estados adaptar su legisla-
ción interna a la evolución de la tecnología de las comunicaciones aplicable al dere-
cho mercantil sin obligar a eliminar de forma general los requisitos que afectan a
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los documentos sobre papel o alterar los conceptos y enfoques jurídicos en que se
basan esos requisitos.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 160 a 163
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párr. 82
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004)

CAPÍTULO I. ESFERA DE APLICACIÓN

Artículo 1. Ámbito de aplicación

1. Ámbito sustantivo de aplicación

53. El objetivo primordial de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
es facilitar el comercio internacional eliminando los posibles obstáculos jurídicos o
la incertidumbre en la utilización de las comunicaciones electrónicas en relación
con la formación o el cumplimiento de contratos celebrados entre partes situadas
en distintos países. Sin embargo, la Convención no regula cuestiones de derecho
sustantivo relacionadas con la formación de los contratos o los derechos y obliga-
ciones de las partes en un contrato celebrado por medios electrónicos. En general,
los contratos internacionales se rigen por el derecho interno, con la salvedad de los
escasos tipos de contratos a los que se aplica un derecho uniforme, como los con-
tratos de compraventa, que entran en el ámbito de la Convención de las Naciones
Unidas sobre la Compraventa. Por lo tanto, al preparar la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas, la CNUDMI tuvo presente la necesidad de evitar que
hubiera dos regímenes para la formación de contratos: el régimen uniforme de los
contratos electrónicos de la nueva Convención, y un régimen diferente, no armoni-
zado, que rigiera la formación de contratos por cualquier otro medio (véase
A/CN.9/527, párr. 76).

54. No obstante, la CNUDMI reconoció que no siempre era factible o conveniente
establecer una separación estricta entre las cuestiones técnicas y las sustantivas en
el contexto del comercio electrónico. Dado que la Convención tenía por objeto
ofrecer soluciones prácticas para las cuestiones relacionadas con la utilización de
medios electrónicos de comunicación para la contratación comercial, era preciso
introducir en el texto algunas reglas sustantivas que fueran más allá de la mera
reafirmación del principio de equivalencia funcional (véase A/CN.9/527, párr. 81).
Como ejemplo de disposiciones que ponen de relieve la interacción entre las 
reglas técnicas y las sustantivas cabe citar los artículos 6 (Ubicación de las partes),
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9 (Requisitos de forma), 10 (Tiempo y lugar de envío y de recepción de las comu-
nicaciones electrónicas), 11 (Invitaciones para presentar ofertas) y 14 (Error en las
comunicaciones electrónicas). No obstante, estas disposiciones se centran única-
mente, en la medida de lo posible, en problemas específicos suscitados por la
utilización de las comunicaciones electrónicas, y dejan en manos de otros regímenes,
como el de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, las
cuestiones de derecho sustantivo (véase A/CN.9/527, párrs. 77 y 102).

“en relación con la formación o el cumplimiento de un contrato”

55. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se aplica a todo inter-
cambio de comunicaciones electrónicas relacionadas con la formación o el cumpli-
miento de un contrato. Se pretende también que la Convención sea aplicable a las
comunicaciones que se realicen en un momento en que aún no se haya materiali-
zado, o ni siquiera negociado, un contrato (véase A/CN.9/548, párr. 84). El artícu-
lo 11, relativo a las invitaciones para presentar ofertas, es un ejemplo de tal caso.
Sin embargo, la Convención no se limita al contexto de la formación de contratos,
dado que las comunicaciones electrónicas se emplean para ejercer diversos dere-
chos dimanantes del contrato (como las notificaciones de recepción de mercancías,
las notificaciones de demandas por incumplimiento o las notificaciones de resci-
sión) o incluso a efectos del cumplimiento, como en el caso de las transferencias
de fondos por vía electrónica (véase A/CN.9/509, párr. 35).

56. La Convención se centra en las relaciones entre las partes en un contrato exis-
tente o previsto. Así pues, la Convención no tiene la finalidad de aplicarse al inter-
cambio de comunicaciones o avisos entre las partes en un contrato y terceros por
la mera razón de que esas comunicaciones tengan una “conexión” con un contrato
regulado por la Convención, si los tratos entre esas partes no están sujetos a la
Convención. Por ejemplo, si el derecho interno requiere que se notifique a una
autoridad pública un contrato al que se aplica la Convención (por ejemplo, para
obtener una licencia de exportación), ésta no se aplica a la forma en que puede
efectuarse tal notificación a nivel interno (véase A/CN.9/548, párr. 83).

57. En el contexto de la Convención, el término “contrato” debe entenderse en
sentido amplio como un concepto que engloba cualquier tipo de acuerdo jurídica-
mente vinculante entre dos partes que no esté explicita o implícitamente excluido
de la Convención, con independencia de que la palabra “contrato” se utilice en la
ley, o la utilicen las partes, para referirse al acuerdo de que se trate. Así pues, la
Convención es aplicable a un acuerdo de arbitraje en forma electrónica, aun cuando
en la Convención sobre el Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales
Extranjeras (Nueva York, 1958)21 (en adelante “la Convención de Nueva York”) y
en la mayoría de las leyes nacionales no se emplee el término “contrato” para
referirse a él22.

21Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 330, No. 4739.
22Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento

No. 17 (A/60/17), párr. 23.
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“partes” y “establecimientos”

58. Del modo en que se emplea la palabra en la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas, “partes” incluye tanto a personas físicas como a entidades jurídicas.
No obstante, en algunas disposiciones de la Convención se hace específicamente
referencia a las “personas físicas” (por ejemplo, en el artículo 14).

59. La Convención se aplica a los contratos internacionales independientemente
de su naturaleza y del modo en que estén conceptuados en el derecho interno. Sin
embargo, la referencia a “establecimientos” en el artículo 1 da una indicación 
general del carácter comercial de los contratos que pretende regular la Convención
(véanse también los párrafos 70 a 74 infra).

2. Ámbito geográfico de aplicación

60. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se interesa únicamente por
los contratos internacionales, pues no pretende interferir en el derecho interno
(véanse A/CN.9/509, párr. 31 y A/CN.9/528, párr. 33). Para los fines de la Conven-
ción, un contrato se considera internacional cuando las partes tienen sus estableci-
mientos en distintos Estados, pero la Convención no exige que ambos Estados sean
Estados Contratantes de la Convención siempre y cuando sea aplicable a las
negociaciones entre las partes la ley de un Estado Contratante (véase A/CN.9/571,
párr. 19).

61. Por consiguiente, la definición del ámbito geográfico de aplicación de la
Convención difiere de la regla general enunciada en el apartado a) del artículo 1
de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, en virtud de la
cual, si un Estado ha excluido que dicha Convención sea aplicable en virtud de las
reglas del derecho internacional privado, ésta sólo será aplicable cuando ambas par-
tes se encuentren situadas en Estados Contratantes. No obstante, la definición del
ámbito geográfico de aplicación de la Convención no es del todo nueva, pues ya
se utilizó, por ejemplo, en el artículo 1 de la Ley Uniforme sobre la Venta
Internacional de Mercaderías, adoptada como un anexo por la Convención relativa
a una Ley uniforme sobre la venta internacional de mercaderías (La Haya, 1964)23.

62. En el contexto de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa,
el requisito de que ambos países tengan que ser Estados Contratantes se introdujo
para facilitar a las partes la determinación de si la Convención es o no aplicable a
su contrato, sin tener que recurrir a reglas de derecho internacional privado para
determinar la ley aplicable. El ámbito geográfico de aplicación, posiblemente más
restringido, que establece esta opción queda compensado por la ventaja que aporta
la mayor certeza jurídica que ofrece. Inicialmente, la CNUDMI se había planteado,
para la nueva Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, una regla similar al
apartado a) del párrafo 1 del artículo 1 de la Convención de las Naciones Unidas
sobre la Compraventa para asegurar la coherencia entre ambos textos (véase
A/CN.9/509, párrafo 38). Sin embargo, a medida que avanzaban las deliberaciones

23Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 834, No. 11929.
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y que se hacía más patente el impacto de la Convención, se fue cuestionando la
necesidad de paralelismo con la Convención de las Naciones Unidas sobre la
Compraventa, pues se estimó que sus respectivos ámbitos de aplicación eran, en
cualquier caso, independientes el uno del otro (véase A/CN.9/548, párr. 89).

63. Finalmente la CNUDMI decidió prescindir del requisito de doble participación
en la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas por dos razones principales.
En primer lugar, se estimó que se simplificaría la aplicación de la Convención y se
incrementaría sumamente su alcance práctico si se declaraba simplemente aplicable
a los contratos internacionales, es decir, a los contratos entre partes situadas en dis-
tintos Estados, sin el requisito adicional de que los dos Estados tuvieran que ser
también Estados Contratantes de la Convención (véase A/CN.9/548, párr. 87). En
segundo lugar, la CNUDMI consideró que, habida cuenta de que varias disposicio-
nes de la Convención tenían la finalidad de apoyar o facilitar el funcionamiento de
otras leyes en un contexto electrónico (por ejemplo, los artículos 8 y 9), si se
requería que ambas partes estuvieran situadas en Estados Contratantes se podía 
llegar a la situación indeseable de que un tribunal de un Estado Contratante 
tuviera que interpretar las disposiciones de sus propias leyes (por ejemplo, respecto
de los requisitos de forma) de distinto modo según que las partes en un contrato
internacional estuvieran o no situadas en Estados Contratantes de la Convención
(véase A/CN.9/548, párr. 87; véase también A/CN.9/571, párr. 17).

64. Sin embargo, los Estados Contratantes pueden reducir el alcance de la
Convención haciendo declaraciones con arreglo al artículo 19, por ejemplo, en el
sentido de que aplicarán únicamente la Convención a las comunicaciones electró-
nicas intercambiadas entre partes situadas en Estados Contratantes.

3. Relación con el derecho internacional privado

65. La CNUDMI consideró que la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
se aplicaría cuando la ley de un Estado Contratante fuera la ley aplicable a los tratos
entre las partes. La cuestión de si la ley de un Estado Contratante es aplicable a
una operación debe determinarse por la reglas de derecho internacional privado del
Estado del foro, si las partes no han elegido válidamente la ley aplicable24. En con-
secuencia, si una parte recurre al tribunal de un Estado no contratante, el tribunal
aplicará las reglas de derecho internacional privado del Estado en que esté situado,
y si esas reglas designan la ley de un Estado Contratante de la Convención, ésta
última será aplicable como parte del derecho sustantivo de ese Estado, a pesar de
que el Estado del tribunal ante el que se haya recurrido no sea parte en la
Convención. Si una parte recurre al tribunal de un Estado Contratante, ese tribunal
también podrá remitirse a sus propias reglas de derecho internacional privado y, si
éstas designan el derecho sustantivo de ese Estado o de cualquier otro Estado Parte
en la Convención, ésta será aplicable. En ambos casos, el tribunal deberá tener 
en cuenta cualquier posible declaración efectuada con arreglo al artículo 19 o al 
artículo 20 por el Estado Contratante cuya ley resulte aplicable. 

24Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 20.
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66. La Convención establece un régimen de derecho privado para las relaciones
contractuales. Nada de lo dispuesto en la Convención impone obligaciones a los
Estados que no ratifiquen la Convención o que no se adhieran a ella. Los tribunales
de los Estados no contratantes aplicarán las disposiciones de la Convención única-
mente cuando sus propias reglas de derecho internacional privado indiquen que es
aplicable la ley de un Estado Contratante, en cuyo caso la Convención será apli-
cable como parte del ordenamiento jurídico del Estado extranjero. La aplicación de
un derecho extranjero es un resultado común de cualquier sistema de derecho inter-
nacional privado y ha sido aceptado tradicionalmente por la mayoría de los países.
La Convención no ha introducido ningún nuevo elemento en esta situación25.

4. Denegación del carácter internacional
cuando no resulte evidente

67. El párrafo 2 del artículo 1 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
contiene una regla similar al párrafo 2 del artículo 1 de la Convención de las
Naciones Unidas sobre la Compraventa. De acuerdo con esa disposición, la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no será aplicable a un contrato
internacional cuando ello no resulte del contrato ni de los tratos entre las partes que
estén situadas en dos Estados diferentes. En esos casos, la Convención da vía libre
a la aplicación del derecho interno. La incorporación de esta regla a la Convención
tiene la finalidad de proteger las expectativas legítimas de las partes que supongan
que estarán sujetas al derecho interno al no haber ninguna indicación clara en 
sentido contrario (véase A/CN.9/528, párr.45).

5. Irrelevancia del carácter “civil” o “mercantil”, así como
de la nacionalidad de las partes

68. Tal como ocurre en la Convención de las Naciones Unidas sobre la
Compraventa, la aplicación de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
no depende de si las partes son consideradas “civiles” o “mercantiles”. Por consi-
guiente, para determinar el alcance de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas, no importa que una parte sea o no mercader para un determinado orde-
namiento jurídico que aplique reglas especiales a los contratos comerciales, distin-
tas de las reglas generales del derecho de los contratos. La Convención evita los
conflictos que puedan surgir entre los regímenes denominados “dualistas”, que dis-
tinguen entre el carácter civil y mercantil de las partes o de la operación, y los
ordenamientos “monistas”, en que no se hace tal distinción.

69. Tampoco tiene importancia la nacionalidad de las partes. Así pues, la
Convención es aplicable a los nacionales de Estados no contratantes que tengan su
establecimiento en un Estado Contratante e incluso en un Estado no contratante, si
la ley aplicable al contrato es la ley de un Estado Contratante. En ciertas circuns-
tancias, un contrato entre dos nacionales del mismo Estado también puede regirse
por la Convención, por ejemplo, si una de las partes tiene su establecimiento o su
residencia habitual en un país diferente y la otra parte tiene conocimiento de ello.

25Ibíd., párr. 19.
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Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 16 a 24
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 14 a 27
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 71 a 97
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 32 a 48
(Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 40.º período de sesiones A/CN.9/527, párrs. 73 a 81
(Viena, 14 a 18 de octubre de 2002)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 28 a 40
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)

Artículo 2. Exclusiones

1. Contratos con fines personales, familiares o domésticos

70. Al igual que otros instrumentos preparados anteriormente por la CNUDMI, la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no es aplicable a los contratos
celebrados “con fines personales, familiares o domésticos”.

Motivo de la exclusión

71. En la CNUDMI hubo acuerdo general sobre la importancia de que se exclu-
yeran los contratos negociados con fines personales, familiares o domésticos, dado
que varias reglas de la Convención no resultaban apropiadas en su contexto.

72. Por ejemplo, una regla como la enunciada en el párrafo 2 del artículo 10, que
presume la recepción de una comunicación electrónica a partir del momento en que
la comunicación electrónica pueda ser recuperada por el destinatario, puede no resul-
tar apropiada en el contexto de las operaciones con consumidores, ya que no cabe
esperar de éstos que lean regularmente sus correos electrónicos ni que sean capa-
ces de distinguir fácilmente entre mensajes comerciales legítimos y correo no soli-
citado (“spam”). Se consideró que no debía exigirse a las personas que actuaran
con fines personales, familiares o domésticos las mismas normas de diligencia 
que a las entidades o las personas dedicadas a actividades comerciales (véase
A/CN.9/548, párr. 101). 

73. Otro ejemplo de posible tensión es la forma de regular los errores y las con-
secuencias de éstos en la Convención, cuyo nivel de detalle dista mucho del nivel
de detalle que tienen normalmente las reglas de protección del consumidor. Además,
las reglas de protección del consumidor suelen requerir a los vendedores que 
pongan en conocimiento de los consumidores las cláusulas contractuales de forma
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accesible. Además, especifican también las condiciones en que pueden invocarse
las estipulaciones y cláusulas contractuales contra un consumidor y precisan 
cuándo cabe presumir que el consumidor ha aceptado las estipulaciones y cláusu-
las incorporadas al contrato por remisión. La Convención no ofrece a los consumi-
dores, en ninguna de estas cuestiones, el mismo grado de protección que se les da
en varios ordenamientos jurídicos (véase A/CN.9/548, párr. 102).

Exclusión no limitada a los contratos con consumidores

74. En el contexto de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa,
la expresión, “con fines personales, familiares o domésticos” se entiende normal-
mente referida a los contratos con consumidores. No obstante, en el contexto de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, que no se limita a las comunica-
ciones electrónicas relacionadas con operaciones de compra, las palabras del apar-
tado a) del párrafo 1 del artículo 2 tienen un significado más amplio y abarcarían,
por ejemplo, las comunicaciones relacionadas con contratos regidos por el derecho
de familia y el derecho de sucesiones, como las capitulaciones matrimoniales, en
la medida en que se celebren con fines “personales, familiares o domésticos”26.

Carácter absoluto de la exclusión

75. A diferencia de la exclusión correspondiente de la Convención de las Naciones
Unidas sobre la Compraventa, que figura en el apartado a) del artículo 2, en la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas la exclusión de los contratos cele-
brados con fines personales, familiares o domésticos es absoluta, lo cual significa
que la Convención no es aplicable a los contratos concertados con fines personales,
familiares o domésticos, aun cuando los fines del contrato no resulten evidentes
para la otra parte.

76. Según el apartado a) de su artículo 2, la Convención de las Naciones Unidas
sobre la Compraventa no se aplica a las ventas de mercaderías para uso personal,
familiar o doméstico, “salvo que el vendedor, en cualquier momento antes de la
celebración del contrato o en el momento de su celebración, no hubiera tenido ni
debiera haber tenido conocimiento de que las mercaderías se compraban para ese
uso”. Esta reserva tenía la finalidad de promover la certeza jurídica. De no haberse
incluido en la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, la apli-
cabilidad de dicha Convención dependería totalmente de la capacidad del vendedor
para determinar la finalidad con que el comprador había adquirido las mercancías.
Como consecuencia de ello, la finalidad personal, familiar o doméstica de un con-
trato de compraventa no puede invocarse frente al vendedor con el fin de excluir
la aplicabilidad de la Convención sobre la Compraventa si el vendedor no hubiera
tenido ni debiera haber tenido conocimiento (por ejemplo, habida cuenta del 
número o de la naturaleza de las mercancías compradas) que los bienes se adqui-
rían con tales fines. Los redactores de la Convención de las Naciones Unidas sobre
la Compraventa asumieron que podía haber situaciones en que un contrato de

26Ibíd., párr. 29.
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compraventa se regiría por dicha Convención, a pesar de haber sido celebrado, por
ejemplo, por un consumidor. La certeza jurídica que da esta disposición parece haber
tenido más peso que el riesgo de incluir operaciones que se pretendía excluir.
Además, se observó que, como se indicaba en el comentario sobre el proyecto de
la Convención sobre la Compraventa, que redactó en su momento la Secretaría27 el
apartado a) del artículo 2 de dicha Convención se basaba en la asunción de que las
operaciones con consumidores sólo eran operaciones internacionales en casos
“relativamente poco frecuentes” (véase A/CN.9/527, párr. 86).

77. No obstante, en el caso de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas,
la CNUDMI consideró que el enunciado del apartado a) del artículo 2 de la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa podía resultar problemático,
dado que la facilidad de acceso que proporcionaban los sistemas abiertos de comu-
nicación de que no se disponía en el momento en que se redactó la Convención
sobre la Compraventa, como Internet, incrementaba en gran medida la probabilidad
de que consumidores adquirieran mercancías de vendedores establecidos en otro
país (véase A/CN.9/527, párr. 87). Habiendo reconocido que determinadas reglas
de la Convención podían no resultar apropiadas en el contexto de operaciones con
consumidores, la CNUDMI convino en excluir por completo a los consumidores
del ámbito de aplicación de la Convención (véase A/CN.9/548, párrs. 101 y 102).

2. Operaciones financieras específicas

78. En el apartado b) del párrafo 1 del artículo 2 se enumeran una serie de opera-
ciones que quedan excluidas del ámbito de aplicación de la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas. Esas operaciones guardan relación esencialmente con
determinados mercados de servicios financieros que ya se rigen por reglamenta-
ciones normativas o contractuales bien definidas y que ya abordan cuestiones de
comercio electrónico de una manera que permite su funcionamiento eficaz en todo
el mundo. Dado el carácter inherentemente transfronterizo de esos mercados, la
CNUDMI consideró que esta exclusión no debía depender de declaraciones nacio-
nales hechas con arreglo al artículo 19 (véase A/CN.9/527, párr. 95; A/CN.9/528,
párr. 61; A/CN.9/548, párr. 109; y A/CN.9/571, párr. 62).

79. Conviene señalar que esta disposición no prevé una exclusión amplia de los
servicios financieros propiamente dichos sino más bien de operaciones específicas
como los sistemas de pago, los títulos negociables, los derivados, los créditos recí-
procos (swaps), los acuerdos de recompra (repos), las operaciones de cambio de
divisas y los mercados de títulos valores y obligaciones. El criterio de exclusión
seguido en el apartado b) del párrafo 1 del artículo 2 no radica en el tipo de bien
con el que se comercia sino en el método de transferencia empleado. Además, no
se excluye toda operación comercial reglamentada sino las operaciones realizadas
bajo los auspicios de un mercado regulado (por ejemplo, las bolsas de valores, los

27Documentos Oficiales de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Contratos de Compra-
venta Internacional de Mercaderías, Viena, 10 de marzo a 11 de abril de 1980: documentos de la
Conferencia y actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesiones del Comité Plenario (publi-
cación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.81.IV.3), parte I, secc. D, art. 2, comentario.
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mercados de títulos valores y de materias primas, así como los mercados de divi-
sas y de metales preciosos). A consecuencia de ello, la utilización de comunicaciones
electrónicas en el comercio de títulos valores, bienes, divisas o metales preciosos
al margen de un mercado regulado no queda necesariamente excluida por el mero
hecho de que se relacione con el comercio de títulos valores (por ejemplo, un correo
electrónico enviado por un inversionista a su agente dándole instrucciones de
comprar o de vender títulos valores).

3. Títulos negociables, documentos de titularidad
y documentos similares

80. El párrafo 2 del artículo 2 excluye los títulos negociables y los documentos
similares porque las posibles consecuencias de una duplicación no autorizada de
documentos de titularidad y de títulos negociables, y en general de todo título trans-
ferible que dé al tenedor o al beneficiario el derecho a reclamar la entrega de mer-
cancías o el pago de una suma de dinero, hacían necesario establecer mecanismos
para asegurar la singularidad de esos títulos.

81. Las cuestiones planteadas por los títulos negociables y documentos similares,
en particular la necesidad de asegurar su singularidad, van más allá de garantizar
la equivalencia entre las modalidades sobre papel y las electrónicas, lo cual es el
principal objetivo de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas y justifica
la exclusión dispuesta en el párrafo 2 de este artículo. La CNUDMI estimó que
para dar solución a este problema se requería una combinación de soluciones jurí-
dicas, tecnológicas y mercantiles, que aún no se habían desarrollado ni experimen-
tado plenamente (véase A/CN.9/571, párr. 136)28.

4. Exclusiones individuales

82. Durante la preparación de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
se sugirió incluir en la lista de cuestiones excluidas del artículo 2 una serie de
operaciones, como los contratos que crearan o transfirieran derechos sobre bienes
raíces (excepto derechos de alquiler), los contratos que requirieran por ley la inter-
vención de tribunales, autoridades públicas o profesiones que ejercieran una auto-
ridad pública, los contratos de aval sobre garantías accesorias dadas por personas
que actuaran con fines al margen de su actividad mercantil, comercial o profesio-
nal y los contratos regidos por el derecho de familia o el derecho de sucesiones
(véase A/CN.9/548, párr. 110).

83. En la CNUDMI preponderó la opinión contraria a las exclusiones propuestas.
Algunas cuestiones quedarían automáticamente excluidas en virtud del párrafo 1 del
artículo 1 o del apartado a) del párrafo 1 del artículo 2. Otras cuestiones se consi-
deraron específicas de determinados territorios y se estimó que debían regirse por
el derecho interno. La CNUDMI tomó nota del hecho de que algunos Estados ya
admitían la utilización de comunicaciones electrónicas en relación con algunas de

28Ibíd., párr. 27.
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las cuestiones previstas en las exclusiones propuestas, o incluso en todas. Se
consideró que si se adoptaba una lista amplia de exenciones, se impondrían esas
exclusiones incluso a los Estados que no veían ningún motivo para impedir que las
partes en esas operaciones utilizaran comunicaciones electrónicas (véase
A/CN.9/571, párr. 63), una consecuencia que obstaculizaría la adaptación del
derecho a la evolución tecnológica (véase A/CN.9/571, párr. 65). Sin embargo, los
Estados que consideraran que no debían autorizarse las comunicaciones electrónicas
en determinados casos tenían todavía la opción de hacer exclusiones individuales
efectuando declaraciones con arreglo al artículo 19.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 25 a 30
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 59 a 69; 
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004) véase también el párrafo 136

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 98 a 111; 
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004) véanse también los párrafos 112

a 118 (relativos a un proyecto
de artículo posteriormente
suprimido)

Grupo de Trabajo IV, 41.º de sesiones A/CN.9/528, párrs. 49 a 64; 
(Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003) véanse también los párrafos 65

a 69 (relativos a un proyecto
de artículo posteriormente
suprimido)

Grupo de Trabajo IV, 40.º período de sesiones A/CN.9/527, párrs. 82 a 98; 
(Viena, 14 a 18 de octubre de 2002) véanse también los párrafos 99

a 104 (relativos a un proyecto
de artículo posteriormente
suprimido)

Artículo 3. Autonomía de las partes

1. Alcance de la facultad para exceptuar disposiciones

84. Al preparar la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, la CNUDMI
tuvo presente el hecho de que, en la práctica, las soluciones a las dificultades jurí-
dicas que planteaba la utilización de medios modernos de comunicación solían bus-
carse en los contratos. La Convención refleja la opinión de la CNUDMI de que la
autonomía de las partes es de importancia vital en las negociaciones contractuales
y debe gozar de un amplio reconocimiento en la Convención29.

85. Al mismo tiempo se aceptó de forma general que la autonomía de las partes
no llegaba al extremo de permitir que se hiciera abstracción de los requisitos 
legales, que podían imponer, por ejemplo, la utilización de métodos concretos de

29Ibíd., párr. 33.
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autenticación en un determinado contexto. Esto es de particular importancia en lo
que se refiere al artículo 9 de la Convención, que establece los criterios que han
de satisfacer las comunicaciones electrónicas y sus elementos (por ejemplo, las
firmas) para cumplir los requisitos de forma, que normalmente son de carácter impe-
rativo pues derivan de decisiones de orden público. La autonomía de las partes no
permite a éstas rebajar los requisitos legales (por ejemplo, sobre la firma) y favo-
recer métodos de autenticación que resulten menos fiables que las firmas electró-
nicas, que es la norma mínima reconocida por la Convención (véase A/CN.9/527,
párr. 108, véase también A/CN.9/571, párr. 76).

86. Sin embargo, tal como dispone el párrafo 2 del artículo 8, la Convención no
obliga a las partes a aceptar comunicaciones electrónicas si no lo desean. Ello
significa también, por ejemplo, que las partes pueden optar por no aceptar firmas
electrónicas (véase A/CN.9/527, párr. 108).

87. De conformidad con la Convención, la autonomía de las partes sólo se aplica
a las disposiciones que crean derechos y obligaciones para las partes, y no a las
disposiciones de la Convención que van dirigidas a los Estados Contratantes (véase
A/CN.9/571, párr. 75).

2. Forma en que las partes pueden sustraerse a disposiciones

88. El artículo 3 tiene la finalidad de aplicarse no solo en el contexto de las rela-
ciones entre los iniciadores y los destinatarios de mensajes de datos sino también
en el contexto de las relaciones en que intervengan intermediarios. Así pues, las
disposiciones de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas pueden ser modi-
ficadas mediante acuerdos bilaterales o multilaterales entre las partes, o mediante
el régimen de reglas que éstas convengan.

89. La CNUDMI entendió que las excepciones a la Convención no necesitaban
hacerse explícitamente sino que podían también hacerse implícitamente, por
ejemplo, conviniendo las partes cláusulas contractuales que se aparten de las
disposiciones de la Convención (véase A/CN.9/548, párr. 123)30.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI , 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 31 a 34
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 70 a 77
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 119 a 124
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 70 a 75
(Nueva York, 5 a 9 mayo de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 40.º período de sesiones A/CN.9/527, párrs. 105 a 110
(Viena, 14 a 18 octubre de 2002)

30Ibíd., párr. 32.
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CAPÍTULO II. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 4. Definiciones

90. La mayoría de las definiciones que contiene el artículo 4 se basan en defini-
ciones empleadas en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico. 

“comunicación”

91. La definición de “comunicación” tiene por objeto dejar claro que la Convención
sobre Comunicaciones Electrónicas es aplicable a una amplia gama de intercambios
de información entre las partes en un contrato, que van desde la etapa de las
negociaciones hasta la ejecución del contrato y más allá de dicha ejecución. 

“comunicación electrónica” y “mensaje de datos”

92. La definición de “comunicación electrónica” establece un vínculo entre los
motivos por los que pueden utilizarse comunicaciones electrónicas y el concepto de
“mensaje de datos”, que ya figuraba en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre
Comercio Electrónico y que se ha retenido a causa de la amplia gama de técnicas
que engloba, que van más allá de las técnicas puramente “electrónicas” (véase
A/CN.9/571, párr. 80).

93. La finalidad de la definición de “mensaje de datos” es abarcar todos los tipos
de mensajes que se generan, archivan o comunican básicamente en un formato que
no es de papel. Con ese fin, por “medios similares” se entienden todos los medios
de comunicación y archivo de información que quepa utilizar para cumplir funcio-
nes paralelas a las funciones desempeñadas a través de los medios enumerados en
la definición, si bien los medios de comunicación “electrónicos” y “ópticos”, por
ejemplo, tal vez no resulten estrictamente similares. Para los efectos de la
Convención, el término “similar” tiene una connotación de “equivalencia funcio-
nal”. La referencia a “medios similares” indica que la Convención se ha concebido
no solo para aplicarse en el contexto de las técnicas existentes de comunicación
sino también en previsión de la futura evolución de esas técnicas.

94. Los ejemplos mencionados en la definición de “mensaje de datos” ponen de
manifiesto que esta definición no solo abarca el correo electrónico sino también
otras técnicas que aún pueden utilizarse en la cadena de comunicaciones electróni-
cas, aun cuando algunas de ellas (como el télex o la telecopia) no parezcan muy
novedosas (véase A/CN.9/571, párr. 81). En la definición de “mensaje de datos” se
ha mantenido la referencia al intercambio electrónico de datos (EDI) únicamente
con fines ilustrativos, habida cuenta de la amplia difusión de los mensajes de EDI
en las comunicaciones electrónicas de mensajes de computadora a computadora.
Según la definición de EDI adoptada por el Grupo de Trabajo sobre facilitación de
los procedimientos comerciales internacionales de la Comisión Económica para
Europa, que es el órgano de las Naciones Unidas encargado de la elaboración de
las normas técnicas UN/EDIFACT, se entiende por “intercambio electrónico de
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datos” la transferencia electrónica de computadora a computadora de información
mediante la utilización de una norma convenida para estructurar la información.

95. La definición de “mensaje de datos” se centra en la información propiamente
dicha, más que en la forma de su transmisión. Así pues, a los efectos de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas carece de importancia que los men-
sajes de datos se comuniquen electrónicamente de computadora a computadora o
que se comuniquen por medios en que no se utilicen sistemas de telecomunica-
ciones, por ejemplo, los discos magnéticos que contienen mensajes de datos
entregados al destinatario por un mensajero.

96. El concepto de “mensaje de datos” no se limita a la comunicación sino que
pretende también abarcar los documentos generados por computadora que no estén
destinados a la comunicación. Así pues, el concepto de “mensaje” engloba el de
“documentos”. Por último, la definición de “mensaje de datos” tiene también la
finalidad de abarcar el supuesto de una revocación o de una enmienda. Se presume
que un mensaje de datos tiene un contenido fijo en su información, pero en 
realidad puede ser revocado o enmendado por otro mensaje de datos.

“iniciador” y “destinatario”

97. La definición de “iniciador” debe abarcar no solo el supuesto de que la infor-
mación se genere y comunique, sino también el de que la información se genere y
archive pero no se comunique. No obstante, la definición de “iniciador” se ha con-
cebido con el fin de eliminar la posibilidad de que pueda considerarse iniciador un
destinatario que se limite a archivar un mensaje de datos.

98. Según la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, el “destinatario” es
la persona con la que el iniciador pretende comunicarse transmitiendo la comuni-
cación electrónica, diferenciándose así de toda otra persona que pueda recibir, reen-
viar o copiar la comunicación durante la transmisión. El “iniciador” es la persona
que genera la comunicación electrónica, aun cuando ese mensaje sea transmitido
por otra persona. La definición de “destinatario” contrasta con la de “iniciador”,
que no se centra en la intencionalidad. Convendría señalar que, conforme a las defi-
niciones de “iniciador” y de “destinatario” que establece la Convención, el inicia-
dor y el destinatario de una determinada comunicación electrónica pueden ser la
misma persona, por ejemplo, en caso de que el autor de la comunicación electró-
nica pretenda archivarla. No obstante, lo previsto no es que la definición de
“iniciador” abarque al destinatario que archive una comunicación electrónica 
enviada por otro.

99. La Convención se centra en la relación entre el iniciador y el destinatario, y
no en la relación entre el iniciador o el destinatario y cualquier intermediario. El
hecho de que en la Convención no se haga referencia expresa a los intermediarios
(como los servidores o proveedores de Internet) no significa que la Convención no
tenga presente su función de recepción, transmisión y archivo de mensajes de datos
en nombre de otras personas o de prestación de otros “servicios con valor añadido”,
como ocurre cuando los operadores de la red y otros intermediarios dan formato,
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traducen, archivan, autentican, certifican o preservan comunicaciones electrónicas o
prestan servicios de seguridad para las operaciones electrónicas. Sin embargo, como
la Convención no se concibió como un instrumento regulador del comercio
electrónico, no reglamenta los derechos y obligaciones de los intermediarios.

100. Según se utiliza en la Convención, el concepto de “parte” designa a los suje-
tos de derechos y obligaciones y debe entenderse que hace referencia tanto a per-
sonas físicas como a empresas u otras entidades jurídicas. Cuando sólo se pretende
abarcar a las “personas físicas”, la Convención usa expresamente esas palabras.

“sistema de información”

101. La definición de “sistema de información” tiene la finalidad de englobar toda
la gama de medios técnicos empleados para transmitir, recibir y archivar informa-
ción. Por ejemplo, en una situación concreta, el concepto de “sistema de informa-
ción” podría referirse a una red de comunicaciones y, en otros casos, podría incluir
un buzón electrónico o incluso una telecopiadora.

102. Para los fines de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, no
importa que el sistema de información esté situado en los locales del destinatario
o en otros locales, dado que la Convención no ha adoptado como criterio la
ubicación de los sistemas de información.

“sistemas automatizados de mensajes”

103. Con el concepto de “sistema automatizado de mensajes” se hace referencia
esencialmente a un sistema para la negociación y celebración automática de con-
tratos sin la intervención de una persona, al menos en uno de los extremos de la
cadena de negociación. El concepto difiere del de “sistema de información” en que
su utilización primordial es para facilitar los intercambios al término de los cuales
se forme un contrato. Un sistema automatizado de mensajes puede formar parte de
un sistema de información, pero no debe ser necesariamente así (véase A/CN.9/527,
párr. 113).

104. El elemento de importancia crítica en esta definición es la falta de autor
humano en uno o ambos lados de una operación. Por ejemplo, si una parte hace un
pedido de bienes a través de un sitio en Internet, la operación será una operación
automatizada, puesto que el vendedor acepta y confirma el pedido mediante su
máquina. De forma similar, si una fábrica y su proveedor negocian mediante EDI,
la computadora de la fábrica, al recibir una información que entra en determinados
parámetros previamente programados, enviará un pedido electrónico a la computa-
dora del proveedor. Si la computadora del proveedor confirma el pedido y procesa
el envío porque el pedido entra en los parámetros previamente programados en la
computadora del proveedor, esta operación será una operación totalmente automa-
tizada. Si, en cambio, el proveedor cuenta con un empleado que revise, acepte y
procese el pedido de la fábrica, sólo será una operación automatizada por parte de
la fábrica. En ambos casos, toda la operación entra en el ámbito de la definición.
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“establecimiento” 

105. En la definición de “establecimiento” se plasman los elementos esenciales
del concepto de “establecimiento”, tal como se entiende en la práctica comercial
internacional y tal como se utiliza en el apartado f) del artículo 2 de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre la Insolvencia Transfronteriza31 (véase A/CN.9/527, párr. 120).
Esta definición se ha incluido en el artículo para apoyar la aplicación de los artícu-
los 1 y 6 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas y no tiene la finalidad
de afectar a otras reglas de derecho sustantivo relativas a los establecimientos32.

106. El concepto de centro “no temporal” califica a la palabra “establecimiento”,
mientras que las palabras “distinta del suministro transitorio de bienes o servicios”
califican la naturaleza de la “actividad económica” (véase A/CN.9/571, párr. 87).

Referencia a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 35 a 37
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 78 a 89
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 76 a 77
(Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 40.º período de sesiones A/CN.9/527, párrs. 111 a 122
(Viena, 14 a 18 de octubre de 2002)

Artículo 5. Interpretación

107. Los principios enunciados en este artículo se han empleado en la mayoría de
los textos de la CNUDMI y su formulación refleja el artículo 7 de la Convención
de las Naciones Unidas sobre la Compraventa. Esta disposición tiene por objeto
facilitar la interpretación uniforme de las disposiciones de los instrumentos uni-
formes de derecho mercantil. Con ella se ha seguido la práctica de los tratados de
derecho privado, que prevén reglas de interpretación autosuficientes sin las cuales
el lector sería remitido a unas reglas generales del derecho internacional público
sobre la interpretación de los tratados que tal vez no sean del todo adecuadas para
interpretar disposiciones de derecho privado (véase A/CN.9/527, párr. 124).

31Publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.99.V.3.
32Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento

No. 17 (A/60/17), párr. 37. 
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Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 38 y 39
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 90 y 91
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 78 a 80
(Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 40.º período de sesiones A/CN.9/527, párrs. 123 a 126
(Viena, 14 a 18 de octubre de 2002)

Artículo 6. Ubicación de las partes

1. Finalidad del artículo

108. La finalidad del artículo 6 es ofrecer elementos que permitan a las partes
determinar la ubicación de los establecimientos de las otras partes, facilitando así,
entre otros elementos, la determinación del carácter internacional o nacional de una
operación y del lugar de la formación del contrato. Por ello, este artículo es una de
las disposiciones centrales de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas.

109. Actualmente, la dificultad de determinar dónde está ubicada una parte que
realiza una operación informática causa una considerable incertidumbre jurídica. Si
bien ese peligro siempre ha existido, el alcance mundial del comercio electrónico
ha hecho más difícil que nunca la determinación de la ubicación. Esta incertidum-
bre podría tener notables consecuencias jurídicas, dado que la ubicación de las par-
tes es importante para cuestiones como la jurisdicción, el derecho aplicable y la
ejecución. En consecuencia, una gran mayoría de delegaciones de la CNUDMI con-
vinieron en la necesidad de formular disposiciones que facilitaran a las partes la
determinación de la ubicación de los establecimientos de las personas o entidades
con las que tuvieran tratos comerciales (véase A/CN.9/509, párr. 44).

2. Naturaleza de la presunción de ubicación

110. En las fases iniciales de sus deliberaciones, la CNUDMI estudió la posibili-
dad de incluir en el texto la obligación positiva de las partes de revelar la ubica-
ción de sus establecimientos o de proporcionar otra información. No obstante, al
final se convino en que no sería apropiado incluir tal obligación en un instrumen-
to de derecho mercantil habida cuenta de las dificultades que entrañaría la determi-
nación de las consecuencias del incumplimiento de tal obligación33.

111. En consecuencia, el artículo 6 crea meramente una presunción a favor de la
indicación que da una parte sobre su establecimiento, que va acompañada de con-
diciones para poder refutar esa indicación, así como de disposiciones supletorias en

33Ibíd., párr. 43. 
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caso de que no se haya hecho indicación alguna. La intención del artículo no es
permitir que las partes inventen establecimientos ficticios que no cumplan los
requisitos del apartado h) del artículo 434. Por consiguiente, esta presunción no es
absoluta, y la Convención no sostiene la validez de una indicación de la ubicación
de un establecimiento que haya dado una parte, aunque tal indicación sea inexacta
o deliberadamente falsa (véase A/CN.9/509, párr. 47).

112. La presunción rebatible sobre la ubicación que establece el párrafo 1 del
artículo 6 cumple importantes objetivos prácticos y no se pretende que el texto se
aparte del concepto de “establecimiento”, que se utiliza en las operaciones no elec-
trónicas. Por ejemplo, un vendedor en Internet que tenga varios almacenes en dis-
tintos lugares desde los cuales pueda enviar distintas mercancías para servir un único
pedido efectuado por medios electrónicos puede experimentar la necesidad de indi-
car que uno de esos almacenes es su establecimiento a efectos de un determinado
contrato. El artículo 6 reconoce esa posibilidad, con la consecuencia de que tal indi-
cación sólo podrá ser impugnada si el vendedor no tiene un establecimiento en el
lugar indicado. Sin esa posibilidad, las partes podrían tener que investigar, con cada
contrato, cuál de los múltiples establecimientos del vendedor guarda la relación más
estrecha con el contrato pertinente a fin de determinar cuál es el establecimiento
del vendedor para ese contrato (véase A/CN.9/571, párr. 98). Si una parte tiene úni-
camente un establecimiento y no ha hecho ninguna indicación, se considerará que
está ubicado en el lugar que cumple la definición de “establecimiento” en virtud
del apartado h) del artículo 4.

3. Pluralidad de establecimientos

113. El párrafo 2 del artículo 6 se basa en el apartado a) del artículo 10 de la
Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa. Sin embargo, a diferen-
cia de esa disposición, que remite a un establecimiento que “guarde la relación más
estrecha con el contrato y su cumplimiento”, el párrafo 2 del artículo 6 de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se refiere únicamente a la relación
más estrecha con el contrato. En el contexto de la Convención de las Naciones
Unidas sobre la Compraventa, la referencia combinada al contrato y a su cumpli-
miento había creado incertidumbre, pues podían darse situaciones en que un deter-
minado establecimiento de una de las partes guardara una relación más estrecha con
el contrato, pero otro establecimiento de la misma parte tuviera un vínculo más
estrecho con el cumplimiento del contrato. Estas situaciones no son inhabituales en
los contratos celebrados por grandes empresas transnacionales y pueden volverse
incluso más frecuentes a raíz de la actual tendencia a una mayor descentralización
de las actividades mercantiles (véase A/CN.9/509, párr. 51; véase también
A/CN.9/571, párr. 101). Se consideró que esta ligera diferencia con el enunciado
similar de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa no tendría
el inconveniente de generar una dualidad de regímenes, habida cuenta del alcance
limitado de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas (véase A/CN.9/571,
párr. 101).

34Ibíid., párr. 41.
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114. En ausencia de una indicación válida de un establecimiento se aplicará auto-
máticamente el párrafo 2 del artículo 6. La regla supletoria que prevé dicho párrafo
se aplica no solo cuando una parte no indica su establecimiento sino también 
cuando su indicación ha sido refutada con arreglo al párrafo 135.

4. Establecimiento en el caso de las personas físicas

115. Este párrafo no es aplicable a las entidades jurídicas, pues se entiende en
general que únicamente las personas físicas pueden tener una “residencia habitual”.

5. Valor limitado de la tecnología y del equipo de comunicaciones
para determinar el establecimiento

116. La CNUDMI tuvo sumo cuidado en no formular reglas cuyo resultado sea
que se considere que una determinada parte tiene su establecimiento en un país
cuando celebra un contrato por medios electrónicos y en otro país cuando lo hace
por medios más tradicionales (véase A/CN.9/484, párr. 103).

117. Por consiguiente, la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas adopta
un enfoque prudente respecto de la información periférica relacionada con los
mensajes electrónicos, como las direcciones de Internet (IP), los nombres de domi-
nios o la ubicación geográfica de los sistemas de información, que, a pesar de su
aparente objetividad, apenas tienen valor concluyente para determinar la ubicación
física de las partes. El párrafo 4 del artículo 6 refleja este entendimiento disponien-
do que el lugar en que se encuentra el equipo y la tecnología de apoyo de un sis-
tema de información o los lugares desde los que otras partes pueden tener acceso
a dicho sistema de información no constituyen de por sí un establecimiento. Sin
embargo, nada de lo dispuesto en la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas
impide que un tribunal o un árbitro tenga en cuenta la asignación de un nombre 
de dominio como posible elemento, entre otros, para determinar, en su caso, la
ubicación de una parte (véase A/CN.9/571, párr. 113).

118. La CNUDMI reconoció que podía haber entidades jurídicas, como las deno-
minadas “empresas virtuales”, cuyos establecimientos tal vez no cumplieran todos
los requisitos de la definición de “establecimiento” del apartado h) del artículo 4
de la Convención. Se señaló asimismo que algunos sectores comerciales conside-
raban su tecnología y equipo cada vez más importante. No obstante, se estimó que
sería difícil tratar de formular criterios universalmente aceptables para una regla
supletoria sobre la ubicación que abarcara estos supuestos, debido a la diversidad
de opciones disponibles (por ejemplo, el lugar de constitución de una empresa y el
lugar principal de gestión, entre otros), siendo la ubicación del equipo y la tecno-
logía uno de estos factores, y no necesariamente el más importante. En cualquier
caso, si una entidad carece de establecimiento, la Convención no será aplicable a
sus comunicaciones en virtud del artículo 1, que establece la condición de que las

35Ibíd., párr. 46.
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operaciones se realicen entre partes que tengan establecimientos en diferentes
Estados (véase A/CN.9/571, párr. 103).

119. El párrafo 5 del artículo 6 refleja el hecho de que el actual sistema de asigna-
ción de nombres de dominio no se concibió originalmente con criterios geográfi-
cos. Por consiguiente, la conexión aparente entre un nombre de dominio y un país
resulta a menudo insuficiente para determinar que existe un vínculo auténtico y per-
manente entre el usuario del nombre del dominio y el país. Además, las diferen-
cias entre las normas y procedimientos nacionales de asignación de nombres de
dominio hacen que éstos no permitan establecer una presunción, mientras que la
insuficiente transparencia de los procedimientos para asignar nombres de dominio
en algunos Estados hacen que resulte difícil determinar el nivel de fiabilidad de
cada procedimiento nacional (véase A/CN.9/571, párr. 112).

120. No obstante, la CNUDMI reconoció que, en algunos países, la asignación de
nombres de dominio sólo se efectuaba previa verificación de la exactitud de la infor-
mación proporcionada por el solicitante, incluida su ubicación en el país que con-
cedía el nombre de dominio. Para esos países, era apropiado confiar, al menos en
parte, en los nombres de dominio para los fines del artículo 6 (véase A/CN.9/509,
párr. 58; véase también A/CN.9/571, párr. 111). Por consiguiente, el párrafo 5 sólo
impide que un tribunal o un árbitro deduzca la ubicación de una parte basándose
únicamente en el hecho de que ésta utilice un determinado nombre de dominio o
dirección. Nada de lo dispuesto en este párrafo impide a un tribunal o a un árbitro
tener en cuenta la asignación de un nombre de dominio como posible elemento,
entre otros, para determinar, en su caso, la ubicación de una parte (véase
A/CN.9/571, párr. 113).

121. El enunciado del párrafo 5 del artículo 6 no tiene un alcance ilimitado, dado
que la disposición se refiere a determinadas tecnologías existentes respecto de las
cuales la CNUDMI consideró que no ofrecían de por sí una conexión suficiente-
mente fiable con un país que justificara una presunción de la ubicación de una parte.
No habría sido prudente que la CNUDMI descartara la posibilidad de que tecnolo-
gías nuevas aún por descubrir permitan fundamentar una presunción firme de la
ubicación de una parte en un país con el que la tecnología utilizada tenga una cone-
xión estable36.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 40 a 47
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 92 a 114
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 81 a 93
(Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 41 a 59
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)

36Ibíd., párr. 47. 
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Artículo 7. Requisitos de información

1. Requisitos de información en el comercio electrónico

122. El artículo 7 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas recuerda
a las partes la necesidad de cumplir las posibles obligaciones de revelar datos que
imponga el derecho interno. La CNUDMI se ocupó extensamente de diversas
propuestas que preveían la obligación de las partes de revelar la ubicación de sus
establecimientos, entre otros datos (véase A/CN.9/484, párr. 103; véase también
A/CN.9/509, párrs. 60 a 65). La CNUDMI era sensible al posible aumento de la
seguridad jurídica, la transparencia y la confianza en el comercio electrónico que
podría generar el fomento de unas buenas prácticas comerciales, tales como
establecer unos requisitos básicos de revelación de datos (véase A/CN.9/546,
párr. 91).

123. No obstante, el consenso al que finalmente se llegó fue que era preferible
abordar la cuestión desde otro ángulo, a saber, con una disposición que reconocie-
ra la posible existencia de requisitos de revelación de información en el derecho
sustantivo que rigiera el contrato y se recordara a las partes su obligación de 
cumplir esos requisitos37.

124. La CNUDMI reconoció que normalmente las partes comerciales actúan de
buena fe y proporcionan información exacta y veraz sobre la ubicación de sus esta-
blecimientos. Las consecuencias jurídicas de haber hecho declaraciones falsas o
inexactas no eran esencialmente una cuestión relacionada con la formación del con-
trato sino más bien un problema de derecho penal o extracontractual. En la 
medida en que la mayoría de los ordenamientos jurídicos reglamentaban esas
cuestiones, se regirían por el derecho aplicable al margen de la Convención (véase
A/CN.9/509, párr. 48).

125. Se estimó que era más apropiado insertar la obligación de revelar determi-
nada información en normas o directrices industriales internacionales, y no en una
convención internacional sobre la contratación electrónica. Otra posible fuente de
reglas de esa índole podrían ser los regímenes internos que regían la prestación de
servicios por vía informática, especialmente los derivados de las reglamentaciones
de protección del consumidor. Se consideró particularmente problemático incluir en
la Convención requisitos de revelación de datos, dado que la Convención no podía
prever las consecuencias que derivarían del incumplimiento de esa obligación por
una parte. Por un lado, se consideró que declarar inválidos o inejecutables los con-
tratos comerciales que incumplieran la Convención era una solución poco conve-
niente que iba más lejos de lo razonable. Por otro lado, si se hubieran previsto
sanciones de otro tipo, como una responsabilidad extracontractual o sanciones admi-
nistrativas, se habría salido claramente del ámbito de aplicación de la Convención
(véase A/CN.9/509, párr. 63; véase también A/CN.9/546, párrs. 92 y 93).

37Ibíd., párr. 49. 
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126. Otro motivo para remitir al derecho interno esta cuestión era que las opera-
ciones comerciales realizadas en un contexto no electrónico no estaban sujetas a
obligaciones similares, por lo que no se fomentaba el comercio electrónico si se
supeditaba a tales obligaciones especiales. En la mayoría de las circunstancias, las
partes tendrían un interés comercial en revelar sus nombres y la ubicación de sus
establecimientos sin tener que ser requeridas a hacerlo por la ley. No obstante, en
determinadas situaciones, como en ciertos mercados financieros o en modelos
comerciales como las plataformas de subasta en Internet, era habitual que tanto los
vendedores como los compradores se identificaran únicamente con seudónimos o
códigos durante toda la fase de negociación o licitación. Había también sistemas
con intermediarios comerciales en los que no se facilitaba a los posibles compra-
dores la identidad del proveedor propiamente dicho. Las partes en esos casos 
podían tener diversas razones legítimas para no revelar sus identidades ni datos
como su estrategia de negociación (véase A/CN.9/546, párr. 93).

2. Naturaleza de los requisitos legales de información

127. En este artículo la expresión “norma jurídica alguna” tiene el mismo signi-
ficado que “la ley” en el artículo 9. Ambas engloban las leyes dimanantes de los
poderes legislativo, ejecutivo y judicial, así como las leyes procesales, pero no
abarcan las leyes que no se hayan convertido en parte del ordenamiento del 
Estado, como la lex mercatoria, aun cuando a veces se utilice la expresión “reglas
de derecho” en ese sentido más amplio.

128. Dada la naturaleza del artículo 7, que remite al derecho interno los requisitos
de revelación de datos, estos requisitos siguen siendo exigibles aunque las partes
traten de eludirlos excluyendo la aplicación de este artículo (véase A/CN.9/546,
párr. 104).

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 48 a 50
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 115 y 116
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 42.º período de sesiones A/CN.9/546, párrs. 87 a 105
(Viena, 17 a 21 de noviembre de 2003) (en aquel momento, artículo 11)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 60 a 65
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)
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CAPÍTULO III. UTILIZACIÓN DE COMUNICACIONES
ELECTRÓNICAS EN LOS CONTRATOS INTERNACIONALES

Artículo 8. Reconocimiento jurídico de las
comunicaciones electrónicas

1. No discriminación de las comunicaciones electrónicas

129. El párrafo 1 del artículo 8 de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas reafirma el principio general de no discriminación que figura en el artí-
culo 5 de la Ley Modelo de la CNUMDI sobre Comercio Electrónico. Esta dispo-
sición significa que no debe haber disparidades en la forma de tratar las
comunicaciones electrónicas y los documentos sobre papel, pero no tiene la finali-
dad de prevalecer sobre ninguno de los requisitos enunciados en el artículo 9. Al
decir que “no se negará validez ni fuerza ejecutoria . . . por la sola razón de que . . .
esté en forma de comunicación electrónica”, el párrafo 1 del artículo 8 se limita a
indicar que la forma en que se presente o se conserve cierta información no puede
alegarse como único motivo para denegar a esa información eficacia jurídica, vali-
dez o ejecutabilidad. Sin embargo, no debe interpretarse esta disposición dando por
sentado que establece la validez jurídica absoluta de toda comunicación electrónica
o de cualquier información consignada en ella (véase A/CN.9/546, párr. 41).

130. En la presente Convención no se ha incluido ninguna regla específica sobre
el tiempo y el lugar de la formación de los contratos en los casos en que una oferta
o la aceptación de una oferta se expresen por medio de un mensaje en forma de
comunicación electrónica, a fin de no interferir en el derecho interno aplicable a la
formación de los contratos. En opinión de la CNUDMI, tal disposición iría más allá
del objetivo de la Convención, que se limita a establecer que las comunicaciones
electrónicas lograrán el mismo grado de certeza jurídica que las comunicaciones
sobre papel. La combinación de las reglas existentes sobre la formación de los
contratos con las disposiciones enunciadas en el artículo 10 tiene la finalidad de
disipar dudas en cuanto al tiempo y al lugar de la formación de los contratos en
los casos en que la oferta o la aceptación se intercambien por medios electrónicos
(véanse los párrafos 171 a 196 infra).

2. Consentimiento para utilizar comunicaciones electrónicas

131. En varias leyes nacionales que regulan el comercio electrónico se han inclui-
do disposiciones similares al párrafo 2 del artículo 8 a fin de poner de relieve el
principio de autonomía de las partes y de aclarar que el reconocimiento jurídico de
las comunicaciones electrónicas no obliga a una parte a utilizarlas ni a aceptarlas38

(véase también A/CN.9/527, párr. 108).

38Ibíd., párr. 52. 
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132. No obstante, no es preciso que el consentimiento de la utilización de comu-
nicaciones electrónicas se indique expresamente ni que se ofrezca de una determi-
nada forma. Si bien podría lograrse una certeza absoluta mediante la aceptación de
un contrato explícito antes de valerse de las comunicaciones electrónicas, tal con-
trato explícito no debería ser necesario. En efecto, este requisito constituiría en sí
un obstáculo poco razonable para el comercio electrónico. Según la Convención
sobre Comunicaciones Electrónicas, el consentimiento para utilizar comunicaciones
electrónicas se puede deducir de cualquier circunstancia, incluida la conducta de las
partes. Como ejemplos de circunstancias que permiten deducir que una parte ha
convenido realizar operaciones por vía electrónica cabe citar lo siguiente: la entrega
de una tarjeta de negocios con una dirección de correo electrónico, la invitación
hecha a un cliente potencial de visitar el sitio de la empresa en Internet o de entrar
en el sitio de Internet de otra persona a efectos de cursar un pedido; la publicidad
de bienes en Internet o por correo electrónico.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 51 a 53
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 117 a 122
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 42.º período de sesiones A/CN.9/546, párrs. 44 y 45
(Viena, 17 a 21 de noviembre de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 94 a 108; 
(Nueva York, 5 a 9 de mayo de 2003) véanse también los párra-

fos 121 a 131 (relativos a
disposiciones ya suprimidas)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 86 a 92; 
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002) véanse también los párra-

fos 66 a 73 (relativos a 
disposiciones ya suprimidas)

Artículo 9. Requisitos de forma

1. Observaciones generales

133. Al igual que la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, en
la que se basa la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, ésta ha adopta-
do lo que ha dado en conocerse como el “enfoque de la equivalencia funcional”
para determinar de qué modo los propósitos o funciones de los documentos sobre
papel pueden cumplirse mediante técnicas de comercio electrónico. Por ejemplo, un
documento sobre papel puede cumplir las siguientes funciones: asegurar que un
texto resulte legible por cualquiera; evitar que un documento sufra alteraciones con
el tiempo; permitir la reproducción de un documento, de modo que cada parte pueda
disponer de una copia con los mismos datos; permitir la autenticación de datos
mediante una firma; y velar por que los documentos se presenten en una forma
aceptable para las autoridades públicas y los tribunales.
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134. En todas las funciones antes señaladas de los documentos sobre papel, los
documentos electrónicos pueden ofrecer el mismo nivel de seguridad y, en la
mayoría de los casos, un grado de fiabilidad y velocidad mucho mayor, especial-
mente en lo que respecta a la determinación de la fuente y el contenido de los datos,
si se cumplen una serie de requisitos técnicos y jurídicos. Sin embargo, la adop-
ción del criterio de equivalencia funcional no debe tener por consecuencia imponer
a los usuarios del comercio electrónico normas de seguridad más estrictas (con los 
costos que acarrean) que a los usuarios de un documento sobre papel.

135. En el artículo 9 de la Convención se adopta el enfoque de la equivalencia
funcional con respecto a los conceptos de “escrito”, “firma” y “original”, pero no
con respecto a otros conceptos jurídicos regulados por el derecho interno. Por
ejemplo, la Convención no trata de crear un equivalente funcional de los requisitos
de archivo, puesto que los requisitos de archivo de documentos cumplen a menu-
do objetivos administrativos y reglamentarios en áreas no relacionadas directamente
con la formación o la ejecución de contratos privados (como la fiscalidad, la
reglamentación monetaria o los controles de aduanas). Habida cuenta de las
consideraciones de orden público que motivan esos objetivos y de los distintos
niveles de desarrollo tecnológico en los diversos países, se consideró que el 
archivo de documentos debería dejarse al margen del ámbito de aplicación de la
Convención.

2. Libertad de forma

136. El párrafo 1 del artículo 9 de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas refleja el principio general de libertad de forma, enunciado en el artí-
culo 11 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, y pre-
tende aclarar que la remisión a los requisitos de forma que establezcan otras reglas
de derecho no implica que la Convención en sí establezca ningún requisito de forma.

137. No obstante, la Convención reconoce que existen requisitos de forma y que
éstos pueden limitar la capacidad de las partes para elegir los medios de comuni-
cación que van a emplear. La Convención enuncia unos criterios que permiten esta-
blecer si las comunicaciones electrónicas cumplen los requisitos de forma de carácter
general. Sin embargo, nada de lo dispuesto en la Convención implica que las 
partes dispongan de un derecho ilimitado a recurrir a la tecnología o al medio que
deseen para la formación o la ejecución de cualquier tipo de contrato; se pretende
así no interferir en la aplicación de las reglas de derecho que requieran, por ejem-
plo, la utilización de métodos concretos de autenticación para determinados tipos
de contratos (véase A/CN.9/571, párr. 119).

138. La Convención no vincula la validez de una comunicación electrónica o de
un contrato celebrado por medios electrónicos a la utilización de una firma electró-
nica, dado que la mayoría de los ordenamientos jurídicos no imponen un requisito
general de firma como condición para la validez de todos los tipos de contratos
(véase A/CN.9/571, párr. 118).
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3. Concepto de requisito jurídico

139. En ciertos países de derecho anglosajón, las palabras “the law” se inter-
pretarían normalmente como reglas de common law, para diferenciarlas de los
requisitos establecidos por ley, mientras que en algunos ordenamientos de derecho
civil, la expresión “la ley” suele tener un alcance limitado y se entiende por ella la
legislación adoptada por el Parlamento. No obstante, en el contexto de la Conven-
ción, las palabras “the law” aluden a esas diversas fuentes de derecho y pretenden
abarcar no solo las disposiciones legislativas o reglamentarias, inclusive los con-
venios o tratados internacionales ratificados por un Estado Contratante, sino tam-
bién las reglas de derecho creadas por resoluciones judiciales y otras formas de
derecho procesal.

140. Sin embargo, la expresión “the law” no abarca los ámbitos del derecho que
no hayan entrado a formar parte del ordenamiento jurídico de un Estado y que a
veces se conocen por expresiones como “lex mercatoria” o “derecho mercantil”39.
Esto es un corolario del principio de autonomía contractual de las partes. En la
medida en que los usos y prácticas comerciales se desarrollan a través de normas
industriales, contratos modelo y directrices, debe corresponder a los redactores y
usuarios de esos instrumentos examinar en qué casos y circunstancias habrá que
admitir o promover las comunicaciones electrónicas en el contexto de esos instru-
mentos. Las partes que incorporen a sus contratos normas industriales que no pre-
vean expresamente la utilización de comunicaciones electrónicas siguen siendo libres
de adaptar los términos normalizados a sus necesidades concretas.

141. Si bien en el artículo no se hace referencia a la ley “aplicable”, se entiende,
en virtud de los criterios seguidos para definir el ámbito geográfico de la aplica-
ción de la Convención, que “la ley” a que se hace referencia en el presente artículo
es la ley aplicable a los tratos entre las partes de conformidad con las reglas
pertinentes del derecho internacional privado.

4. Relación con el artículo 5

142. Como se indica más arriba, el principio de autonomía de las partes no con-
fiere a éstas el poder de incumplir los requisitos jurídicos de forma conviniendo la
aplicación de normas menos exigentes que las enunciadas en el artículo 9. Las dis-
posiciones de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas relativas a los
requisitos generales de forma sólo tienen una función facilitadora por naturaleza.
Las consecuencias que tendría la utilización de distintos métodos por las partes
serían que no podrían cumplir los requisitos de forma previstos en el artículo 9
(véase A/CN.9/548, párr. 122).

39Ibíd., párr. 58.
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5. Forma escrita

143. En el párrafo 2 del artículo 9 de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas se define la norma básica que deben cumplir las comunicaciones elec-
trónicas para satisfacer el requisito de que una información se conserve o se pre-
sente “por escrito” (o de que la información esté consignada en un “documento” o
en otro instrumento de papel).

144. Durante la preparación de la Convención, la CNUDMI prestó atención a las
funciones que tradicionalmente desempeñan distintos tipos de “escritos” en el con-
texto de los intercambios sobre papel. Las leyes nacionales exigen la utilización de
“escritos” por diversas razones, a saber: a) asegurar que haya una prueba tangible
de la existencia y la naturaleza de la intención de las partes de quedar obligadas;
b) ayudar a las partes a ser conscientes de las consecuencias que entrañaría el hecho
de que celebraran un contrato; c) velar por que los documentos sean legibles por
cualquier persona; d) velar por que los documentos no se vean alterados por el paso
del tiempo y den constancia, de manera permanente, de una operación; e) permitir
la reproducción de un documento a fin de que cada parte pueda disponer de una
copia de los mismos datos; f) permitir la autenticación de datos mediante una firma;
g) velar por que los documentos tengan una forma aceptable para las autoridades
públicas y los tribunales; h) cristalizar la intención del autor del “escrito” y dejar
constancia de dicha intención; i) permitir el archivo fácil de datos en forma tangi-
ble; j) facilitar el control y la subsiguiente auditoría con fines contables, fiscales o
reglamentarios; o k) instituir derechos y obligaciones legales para los casos en que
se requiera un “escrito” a efectos de validez.

145. No obstante, no hubiera sido apropiado aceptar un concepto excesivamente
amplio de las funciones que ha de desempeñar un “escrito”. El requisito de forma
escrita se combina a menudo con otros conceptos distintos, como el de firma y el
de original. Así pues, el requisito de forma escrita debe considerarse el de menor
rango en la jerarquía de los requisitos de forma, que prevé distintos niveles de fia-
bilidad, capacidad de localización e integridad de los documentos sobre papel. El
requisito de que los datos se presenten de forma escrita (lo cual puede describirse
como un “requisito preliminar”) no debe por tanto confundirse con requisitos más
estrictos como los de “escrito firmado”, “original firmado” o “acto legal autentica-
do”. En determinados ordenamientos, por ejemplo, un documento escrito que no
esté datado ni firmado y en el que no se especifique la identidad del autor, o ésta
se identifique con un simple membrete, será considerado no obstante un “escrito”,
si bien es posible que tenga escaso peso probatorio en ausencia de otras pruebas
(como, por ejemplo, testimonios) acerca de la identidad del autor. Además, el con-
cepto de escrito no denota necesariamente inalterabilidad, dado que un “escrito”
hecho a lápiz podrá considerarse no obstante un “escrito” según ciertas definicio-
nes jurídicas existentes. En general, los conceptos de “prueba” e “intención de las
partes de quedar obligadas” deben vincularse con las cuestiones más generales de
fiabilidad y autenticación de los datos, y no deberían incluirse en la definición de
“escrito”.
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146. La finalidad del párrafo 2 del artículo 9 no es establecer el requisito de que,
en todos los casos, las comunicaciones electrónicas cumplan todas las funciones
concebibles de un “escrito”. En vez de centrarse en las funciones específicas que
un “escrito” puede desempeñar en un determinado contexto, el artículo 9 se basa
en el concepto básico de que la información pueda ser reproducida y leída. Este
concepto se enuncia en el artículo 9 de un modo que se consideró que establecía
un criterio objetivo, a saber, que la información consignada en una comunicación
electrónica tenía que ser accesible para su ulterior consulta. Con la palabra “acce-
sible” se intenta dar a entender que la información consignada en forma de datos
informáticos debe ser legible e interpretable y que deben conservarse los programas
informáticos que sean necesarios para dar legibilidad a tal información. En la 
versión inglesa, la palabra “usable” pretende abarcar tanto el uso humano como el
procesamiento electrónico. Se prefirieron las palabras “ulterior consulta” a concep-
tos como el “carácter duradero” o la “inalterabilidad”, que habrían establecido 
pautas excesivamente estrictas, así como a conceptos como los de “legibilidad” o
“inteligibilidad”, que podrían constituir criterios demasiados subjetivos.

6. Requisitos de firma

147. La creciente utilización de técnicas electrónicas de autenticación en lugar de
las firmas manuscritas y otros procedimientos tradicionales de autenticación ha
creado la necesidad de establecer un marco jurídico específico que reduzca la incerti-
dumbre sobre los efectos jurídicos que podrían derivar de la utilización de esas téc-
nicas modernas a las que la Convención denomina “firmas electrónicas”. Ante el
riesgo de que en los distintos países se legisle de forma dispar sobre las firmas elec-
trónicas, resulta necesario adoptar disposiciones legales uniformes que establezcan
las reglas básicas de lo que, inherentemente, es un fenómeno internacional, en cuyo
contexto es conveniente que haya armonía jurídica, así como intercambiabilidad
técnica.

Concepto y tipos de firmas electrónicas

148. En un contexto electrónico, el original de un mensaje no puede distinguirse
de una copia, no lleva firma manuscrita, y no figura sobre papel. El potencial de
fraude es considerable debido a la facilidad con que se pueden interceptar y alterar
informaciones electrónicas sin ser detectadas tales operaciones, y debido a la veloci-
dad con que se procesan las operaciones múltiples. La finalidad de diversas técnicas
disponibles actualmente en el mercado o que aún están en vías de elaboración es
ofrecer medios técnicos que desempeñen, en un contexto electrónico, algunas o todas
las funciones que se identifican como características inherentes a las firmas manus-
critas. Esas técnicas pueden denominarse, en sentido amplio, “firmas electrónicas”.

149. Al estudiar posibles reglas uniformes para las firmas electrónicas, la
CNUDMI examinó diversas técnicas de firma electrónica actualmente empleadas o
que aún están en fase de elaboración. La finalidad común de esas técnicas es 
ofrecer equivalentes funcionales: a) a las firmas manuscritas; y b) a otros tipos de
mecanismos de autenticación utilizados en el contexto de las operaciones sobre papel
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(por ejemplo, sellos o timbres). Las mismas técnicas pueden cumplir funciones
suplementarias en el marco del comercio electrónico que derivan de las funciones
de una firma, pero que no tienen un equivalente estricto en el contexto de los
documentos sobre papel.

150. Las firmas electrónicas pueden adoptar la forma de “firmas numéricas o digi-
tales” basadas en criptografía de clave pública, y a menudo generadas en el marco
de una “infraestructura de clave pública”, en que las funciones de creación y veri-
ficación de una firma digital se apoyan en certificados emitidos por un tercero en
quien se confía 40. No obstante, existen otros diversos mecanismos, que también
están englobados en el concepto amplio de “firma electrónica”, que pueden utili-
zarse actualmente, o cuya utilización futura puede estudiarse, con miras a cumplir
una o más de las funciones de las firmas manuscritas antes mencionadas. Por ejem-
plo, ciertas técnicas se basarían en la autenticación a través de un dispositivo bio-
métrico basado en firmas manuscritas. En ese dispositivo, el signatario firmaría
manualmente utilizando un bolígrafo especial, ya sea en una pantalla de ordenador
o en una carpeta digital. A continuación la firma manuscrita sería analizada por la
computadora y se archivaría como una serie de valores numéricos que podrían
entonces adjuntarse a un mensaje de datos y exhibirse a la parte receptora a fines
de autenticación. Este sistema de autenticación presupondría que se habrían anali-
zado y archivado previamente por el dispositivo biométrico muestras de la firma
manuscrita. En otras técnicas se emplearían los números de identificación personal
(PIN), que son versiones digitalizadas de las firmas manuscritas, y otros métodos,
como pulsar una tecla de un “OK-box”.

Neutralidad tecnológica

151. El párrafo 3 del artículo 9 se basa en el reconocimiento de las funciones que
desempeña una firma en el marco de las comunicaciones sobre papel. Al preparar
la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, se estudiaron las siguientes fun-
ciones de una firma: identificar a la persona; ofrecer certeza sobre la actuación per-
sonal de esa persona en el acto de la firma; y asociar a esa persona con el contenido
del documento. Se observó que, además, una firma podía desempeñar diversas fun-
ciones según la naturaleza del documento firmado. Por ejemplo, una firma podía
certificar la intención de una parte de quedar obligada por el contenido de un con-
trato firmado, de endosar la autoría de un texto, de adherirse al contenido de un
documento escrito por otra persona o de demostrar cuándo y en qué momento una
persona ha estado en un determinado lugar.

152. Además de las firmas manuscritas tradicionales, existen varios procedimien-
tos (por ejemplo, el sellado y la perforación) que a veces también se denominan
“firmas”, y que ofrecen distintos niveles de certeza. Por ejemplo, varios países
requieren que los contratos de compraventa de mercaderías por un valor superior a

40Para una descripción detallada de las firmas digitales y de sus aplicaciones, véase la Guía para
la incorporación al derecho interno de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre las Firmas Electrónicas,
párrs. 31 a 62 (publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.02.V.8).
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una determinada cantidad estén “firmados” a fin de ser ejecutables. No obstante, el
concepto de firma utilizado en ese contexto es tal que un sello o una perforación
o incluso una firma escrita a máquina o un membrete impreso pueden considerarse
suficientes para cumplir el requisito de la firma. Al otro lado del espectro, existen
requisitos que combinan la firma manuscrita tradicional con procedimientos
adicionales de seguridad como la confirmación de la firma por testigos.

153. En teoría, puede parecer conveniente elaborar equivalentes funcionales de los
diversos tipos y niveles de requisitos de firma existentes, de modo que los usuarios
puedan saber exactamente el grado de reconocimiento jurídico que cabe esperar de
la utilización de los diversos medios de autenticación. Sin embargo, todo intento de
formular reglas sobre pautas y procedimientos a seguir para sustituir casos concre-
tos de “firmas” puede tener el riesgo de supeditar el marco jurídico configurado en
la Convención a un determinado estado del desarrollo técnico.

154. Por consiguiente, la Convención no trata de determinar equivalentes tecno-
lógicos específicos para determinadas funciones de las firmas manuscritas. En cam-
bio, fija las condiciones generales en las que las comunicaciones electrónicas se
considerarán autenticadas con suficiente credibilidad y serán ejecutables aunque
existan requisitos de firma. Centrándose en las dos funciones básicas de una firma,
el apartado a) del párrafo 3 del artículo 9 establece el principio de que, en el marco
de las comunicaciones electrónicas, las funciones legales básicas de una firma deben
desempeñarse mediante un método que determine la identidad del iniciador de 
una comunicación electrónica, a saber, la del autor de un documento, y debe indi-
carse la intención del iniciador con respecto a la información consignada en la
comunicación electrónica.

155. Ante el ritmo de las innovaciones tecnológicas, la Convención prevé criterios
para el reconocimiento jurídico de las firmas electrónicas independientemente de la
tecnología empleada, por ejemplo, las firmas digitales o numéricas basadas en cripto-
grafía asimétrica; los dispositivos biométricos (que permiten la identificación de
personas mediante sus características físicas, ya sea manualmente o por la geometría
de la cara, la lectura de huellas digitales, el reconocimiento de la voz o el escáner
de la retina, etc.); la criptografía simétrica, la utilización de PIN (números de identi-
ficación personal); la utilización de “muestras” (“tokens”) con el fin de autenticar
comunicaciones electrónicas mediante una carta inteligente (smart) u otro disposi-
tivo en poder del signatario; versiones digitalizadas de firmas manuscritas; dinámica
de firmas; y otros métodos, como la técnica de pulsar en una “OK-box”.

Alcance del reconocimiento jurídico

156. Las disposiciones del párrafo 3 del artículo 9 tienen la única finalidad de
suprimir los obstáculos que se oponen a la utilización de las firmas electrónicas,
pero no influyen en los demás requisitos para la validez de las comunicaciones
electrónicas a las que se refieren las firmas electrónicas. En virtud de la Conven-
ción, la mera firma de una comunicación electrónica mediante un equivalente
funcional de una firma manuscrita no debe, de por sí, conferir validez jurídica a la
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comunicación electrónica. La validez jurídica de una comunicación electrónica que
cumpla los requisitos de firma debe decidirse en virtud de la ley aplicable al 
margen de la Convención.

157. A los efectos del párrafo 3 del artículo 9, carece de importancia que las partes
estén vinculadas por un acuerdo previo en el que se fijen los procedimientos para
la comunicación electrónica (como los acuerdos de asociación comercial); tampoco
tiene importancia que no haya entre ellas ninguna relación contractual previa sobre
la utilización del comercio electrónico. Así pues, con la Convención se pretende
ofrecer orientación útil tanto en caso de que el derecho interno deje la cuestión de
la autenticación de las comunicaciones electrónicas totalmente a la discreción de
las partes como en caso de que los requisitos de firma, que normalmente son 
fijados por disposiciones imperativas de derecho interno, no puedan ser objeto de
eventuales alteraciones por acuerdo entre las partes.

158. De por sí, el lugar de origen de una firma electrónica no debería ser, en modo
alguno, un factor determinante de que los certificados extranjeros o las firmas elec-
trónicas deban reconocerse susceptibles de tener eficacia jurídica en un Estado
Contratante, y en qué medida. La determinación de si una firma electrónica puede
tener eficacia jurídica, o del grado en que pueda tenerla, no debería depender del
lugar en que se haya creado la firma electrónica o del lugar en que se encuentre la
infraestructura (jurídica o de otro tipo) que respalde la firma electrónica, sino que
debe depender de su fiabilidad técnica. 

Condiciones básicas para la equivalencia funcional

159. De conformidad con el apartado a) del párrafo 3 del artículo 9, una firma
electrónica debe permitir determinar la identidad del signatario e indicar la inten-
ción de éste con respecto a la información consignada en la comunicación
electrónica.

160. La formulación del apartado a) del párrafo 3 difiere ligeramente del enun-
ciado del párrafo 1 del artículo 7 de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio
Electrónico, donde se hace referencia a una indicación de la “aprobación”, por parte
del signatario, de la información consignada en la comunicación electrónica. Se
observó que podía haber casos en los que la ley requiriera una firma, pero esa firma
no tuviera la función de indicar la aprobación, por la parte signataria, de la infor-
mación consignada en la comunicación electrónica. Por ejemplo, muchos países
requerían por ley la protocolización de un documento por un notario o la certi-
ficación jurada de un comisionado. En tales casos, la firma del notario o del comi-
sionado se limitaba a determinar la identidad del notario o del comisionado y
asociaba a ambos con el contenido del documento, pero no indicaba la aprobación,
por parte del notario o del comisionado, de la información consignada en el
documento. Del mismo modo, algunas leyes requerían la presencia de testigos en
la firma de un documento, los cuales podían tener que firmarlo también. Las 
firmas de los testigos simplemente los identificaban y los asociaban con el conte-
nido del documento del que eran testigos, pero no indicaban su aprobación de la



61

información enunciada en el documento41. El enunciado actual del apartado a) del
párrafo 3 fue convenido con el fin de dejar bien claro que el concepto de “firma”
en la Convención no implica necesariamente y en todos los casos la aprobación por
una parte del contenido completo de la comunicación que se rubrica con la firma42.

Fiabilidad del método de la firma

161. El apartado b) del párrafo 3 del artículo 9 establece un enfoque flexible del
nivel de seguridad que debe lograrse mediante el método de identificación utiliza-
do en virtud del apartado a) del párrafo 3. Ese método debe ser tan fiable como
apropiado para los fines para los que se generó o transmitió la comunicación elec-
trónica, atendidas todas las circunstancias del caso, inclusive todo acuerdo entre el
iniciador y el destinatario.

162. Entre los factores jurídicos, técnicos y comerciales que pueden tenerse en
cuenta a la hora de determinar si el método empleado en virtud del apartado a) del
párrafo 3 es apropiado cabe destacar los siguientes: a) el grado de complejidad
técnica del equipo utilizado por cada una de las partes; b) la naturaleza de su activi-
dad comercial; c) la frecuencia con la que tienen lugar operaciones comerciales
entre las partes; d) el tipo de operación y su envergadura; e) la función de los requi-
sitos de firma en un determinado ordenamiento legislativo y reglamentario; f) la
capacidad de los sistemas de comunicación; g) el cumplimiento de los procedi-
mientos de autenticación establecidos por los intermediarios; h) la gama de pro-
cedimientos de autenticación facilitados por cualquier intermediario; i) el cumpli-
miento de los usos y prácticas del comercio; j) la existencia de mecanismos de
cobertura de seguros contra comunicaciones no autorizadas; k) la importancia y el
valor de la información consignada en la comunicación electrónica; l) la existencia
de otros métodos de identificación y el costo de ejecución; m) el grado de acepta-
ción o de no aceptación del método de identificación en la industria o el campo
pertinentes en el momento en que el método fue convenido y el momento en que
la comunicación electrónica fue transmitida; y n) cualquier otro factor pertinente.

163. En el inciso i) del apartado b) del párrafo 3 se explicita la cuestión de la
fiabilidad con miras a asegurar la interpretación correcta del principio de equiva-
lencia funcional en lo que respecta a las firmas electrónicas. El criterio de la fiabi-
lidad, que también se menciona en el apartado b) del parrafo 1 del artículo 7 de la
Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, recuerda a los tribunales
la necesidad de tener en cuenta factores que no sean la tecnología, tales como la
finalidad para la que se generó o transmitió la comunicación electrónica, o un
acuerdo pertinente de las partes, para determinar si la firma electrónica utilizada era
suficiente para determinar la identidad del signatario. De no haberse previsto el
apartado b) del párrafo 3 del artículo 9, los tribunales de algunos Estados podrían
inclinarse por considerar, por ejemplo, que sólo son adecuados para identificar a

41Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 61.

42Ibíd., párrs. 63 y 64.
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una parte los métodos de firma en que se empleen dispositivos de seguridad de alto
nivel, aunque las partes hayan convenido utilizar métodos de firma más sencillos43.

164. No obstante, la CNUDMI consideró que la Convención no debía permitir a
una parte invocar el criterio de fiabilidad para repudiar su firma cuando se pudie-
ra probar la identidad y la voluntad real de la parte44. El requisito de que una firma
electrónica sea “tan fiable como apropiada” no debe inducir a un tribunal o a un
verificador de los hechos a invalidar la totalidad del contrato por estimar que la
firma electrónica no es debidamente fiable si no hay ninguna disputa acerca de la
identidad de la persona firmante o del hecho de que ha firmado o, en resumidas
cuentas, sobre la autenticidad de la firma electrónica. Ese resultado sería particu-
larmente desafortunado, pues permitiría a una parte en una operación para la que
se requiera una firma tratar de eludir sus obligaciones negando que su firma (o que
la firma de la otra parte) sea válida, no por considerar que el presunto firmante no
firmó, o que el documento firmado ha sido alterado, sino sólo por estimar que el
método de firma empleado no es “tan fiable como apropiado” en las circunstancias
del caso. A fin de evitar tales situaciones, el inciso ii) del apartado b) del párra-
fo 3 valida un método de firma, independientemente de que en principio sea fiable,
siempre que se demuestre que el método empleado ha identificado al signatario y
ha indicado la intención de éste con respecto a la información consignada en la
comunicación electrónica45. 

165. En el apartado b) del párrafo 3 del artículo 9 deberá entenderse que el con-
cepto de “acuerdo” abarca no solo los acuerdos bilaterales o multilaterales celebra-
dos entre partes que intercambien directamente comunicaciones electrónicas (por
ejemplo, “acuerdos entre socios comerciales”, “acuerdos de comunicaciones” o
“acuerdos de intercambio”) sino también los acuerdos con intermediarios como las
redes (por ejemplo, “los acuerdos de servicios de terceros”). Los acuerdos celebra-
dos entre usuarios de comercio electrónico y redes pueden incorporar “reglas de
sistemas”, es decir, reglas o procedimientos administrativos y técnicos aplicables
cuando se mantengan comunicaciones electrónicas.

7. Originales electrónicos

166. Si se definiera “original” como un medio en que se consigna información
por primera vez, sería imposible hablar de comunicaciones electrónicas “origina-
les”, dado que el destinatario de una comunicación electrónica siempre recibirá una
copia de la misma. No obstante, los párrafos 4 y 5 deberían verse en un contexto
diferente. El concepto de “original” del párrafo 4 es útil, ya que en la práctica
muchas controversias giran en torno a la originalidad de los documentos, y en el
comercio electrónico el requisito de presentación de originales constituye uno de
los principales obstáculos que la Convención trata de eliminar. Si bien en algunos

43Ibíd., párr. 66. 
44Ibíd., párr. 67. 
45Ibíd., párrs. 65 a 67.
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ordenamientos los conceptos de “escrito”, “original” y “firma” pueden solaparse, la
Convención los aborda por separado como conceptos diferenciados el uno del otro.

167. Los párrafos 4 y 5 del artículo 9 también son útiles para aclarar los concep-
tos de “escrito” y “original”, en particular habida cuenta de su importancia a efec-
tos probatorios. Como ejemplos de documentos que pueden requerir un “original”
cabe citar los documentos comerciales como los certificados de peso, los certifica-
dos agrícolas, los certificados de calidad o cantidad, los informes de inspección, los
certificados de seguros, etc. Aunque esos documentos no sean negociables ni se
utilicen para transferir derechos o títulos de propiedad, es esencial que se trans-
mitan sin cambios, es decir, en su forma “original”, a fin de que otras partes en el
comercio internacional puedan confiar en su contenido. En el marco de las comu-
nicaciones sobre papel, estos tipos de documentos sólo suelen aceptarse cuando son
“originales”, a fin de reducir la posibilidad de que sean alterados, lo cual sería 
difícil de detectar en copias. Existen diversos medios técnicos para certificar el
contenido de una comunicación electrónica para confirmar su “originalidad”. Sin
este equivalente funcional de originalidad, la compraventa de mercancías mediante
el comercio electrónico se vería obstaculizada, dado que se requeriría que los
emisores de tales documentos trasmitieran de nuevo su comunicación electrónica
cada vez que las mercancías fueran vendidas, o bien las partes se verían forzadas
a utilizar documentos de papel como complemento de la operación comercial
electrónica.

168. Debe considerarse que los párrafos 4 y 5 enuncian el requisito de forma acep-
table mínimo que debe cumplir una comunicación electrónica para ser considerada
el equivalente funcional de un original. Estas disposiciones deben considerarse
imperativas, del mismo modo que las disposiciones existentes que regulan el uso
de documentos originales sobre papel se consideran igualmente imperativas. No
obstante, la indicación de que los requisitos de forma enunciados en los párrafos 4
y 5 deben considerase requisitos “mínimos aceptables” no debe interpretarse en el
sentido de que invite a los Estados a fijar requisitos más estrictos que los enunciados
en la Convención efectuando declaraciones con arreglo al párrafo 2 del artículo 19.

169. Los párrafos 4 y 5 ponen de relieve la importancia de la integridad de la
información para que mantenga su carácter original y enuncian los criterios que
deben tenerse en cuenta para evaluar la integridad refiriéndose al registro sistemá-
tico de la información, a la garantía de que la información ha sido registrada sin
lagunas y a que se hayan protegido los datos frente a toda alteración. Establecen
un vínculo entre el concepto de originalidad y un método de autenticación, y se
centran en el método de autenticación que debe seguirse para que se cumpla el
requisito. Se basa en los siguientes elementos: un criterio simple para evaluar la
“integridad” de los datos; una descripción de los elementos que deben tenerse en
cuenta al evaluar la integridad; y un elemento de flexibilidad bajo la forma de una
referencia a las circunstancias de un determinado caso. Por lo que respecta a las
palabras del apartado a) del párrafo 4 “a partir del momento en que se generó por
primera vez en su forma definitiva”, conviene señalar que esta disposición tiene la
finalidad de englobar la situación en que la información fue inicialmente redactada
en un documento de papel y posteriormente fue transferida a una computadora. En
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tal situación, debe interpretarse que el apartado a) requiere la seguridad de que la
información ha permanecido completa y sin alteraciones a partir del momento en
que fue redactada sobre papel y en adelante, y no sólo a partir del momento en que
fue traspasada a un formato electrónico. No obstante, cuando se redacten varios
borradores y se archiven antes de que se componga el mensaje definitivo, no con-
viene malinterpretar el apartado a) y considerar que requiere seguridad de la
integridad de los borradores.

170. En el párrafo 5 del artículo 9 se enuncian los criterios para evaluar la inte-
gridad, distinguiendo explícitamente las adiciones necesarias a la primera comuni-
cación electrónica (o a la “original”), tales como los endosos, certificaciones,
notarizaciones, etc., de las demás alteraciones. Mientras el contenido de la comu-
nicación electrónica siga completo y sin alteraciones, las adiciones necesarias a esa
comunicación electrónica no influirán en su carácter “original”. Así pues, si al final
de una comunicación electrónica “original” se agrega un certificado electrónico para
dar fe de la “originalidad” de esa comunicación electrónica, o cuando sistemas
electrónicos agreguen automáticamente datos al principio o al final de la comuni-
cación electrónica a fin de transmitirla, se estimará que esas adiciones son como
papeles suplementarios que acompañan a un documento de papel “original”, o como
si fueran el sobre y el sello empleados para enviar el papel “original”.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 54 a 76
(Viena, 4 a 15 julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 123 a 139
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 120 a 122
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004) (sobre la relación entre los

artículos 3 y 9)

Grupo de Trabajo IV, 42.º período de sesiones A/CN.9/546, párrs. 46 a 58
(Viena, 17 a 21 de noviembre de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 112 a 121
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)

Artículo 10. Tiempo y lugar de envío y de recepción
de las comunicaciones electrónicas

1. Finalidad del artículo

171. Cuando las partes utilizan en sus tratos medios más tradicionales, la eficacia
de las comunicaciones que intercambian dependerá de diversos factores, entre ellos,
el momento en que fueron recibidas o expedidas, según el caso. Si bien algunos
ordenamientos jurídicos contienen reglas generales sobre la eficacia de las comuni-
caciones en un contexto contractual, en muchos ordenamientos las reglas generales
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derivan de las reglas específicas que rigen la eficacia de la oferta y de la acepta-
ción a efectos de la formación del contrato. La cuestión esencial que se planteaba
a la CNUDMI era cómo formular reglas sobre el momento de recepción y expedi-
ción de comunicaciones electrónicas que transpusieran adecuadamente al contexto
de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas las reglas aplicables a otros
medios de comunicación.

172. En las reglas nacionales sobre formación de los contratos se distingue a
menudo entre comunicaciones “instantáneas” y “no instantáneas” de la oferta y de
la aceptación o entre comunicaciones intercambiadas entre partes presentes en el
mismo lugar y en el mismo momento (inter praesentes) o comunicaciones inter-
cambiadas a distancia (inter absentes). Lo habitual es que, a menos que las partes
entablen comunicaciones “instantáneas” o negocien cara a cara, un contrato se
formará cuando una “oferta” de celebrar el contrato haya sido expresa o tácitamente
“aceptada” por la parte o las partes a las que vaya dirigida la oferta. 

173. Al margen de la posibilidad de formación de los contratos mediante la firma
u otros medios que impliquen aceptación, que generalmente entrañan una verifi-
cación, el factor determinante para la formación del contrato, cuando una comuni-
cación no es “instantánea”, es el momento en que la aceptación de la oferta adquiere
eficacia. Actualmente, existen cuatro teorías principales para determinar en qué
momento una aceptación adquiere eficacia en virtud del derecho general de los
contratos, si bien raras veces se aplican en forma pura a todas las situaciones. 

174. De conformidad con la teoría de la “declaración”, un contrato queda formado
una vez que el receptor de la oferta emite señales externas de su intención de acep-
tar la oferta, aunque el ofertante aún no tenga conocimiento de ello. Según la “regla
del buzón”, que se aplica tradicionalmente en la mayoría de los Estados con derecho
anglosajón, pero también en algunos países con ordenamientos de tradición roma-
nística, la aceptación de una oferta adquiere eficacia al ser expedida por el recep-
tor de la oferta (por ejemplo, cuando éste echa una carta en un buzón). En cambio,
según la teoría de la “recepción”, que se ha adoptado en diversos ordenamientos
de tradición romanística, la aceptación adquiere eficacia cuando llega al ofertante.
Por último, la teoría de la “información” requiere que, para formarse un contrato,
se tenga conocimiento de la aceptación. De todas estas teorías, las dos que se apli-
can con mayor frecuencia en las operaciones comerciales son la “regla del buzón”
y la teoría de la recepción.

175. Al preparar el artículo 10, la CNUDMI reconoció que los contratos distintos
de los contratos de compraventa regidos por las reglas de formación de contratos
de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa no estaban suje-
tos, en su gran mayoría, a un régimen internacional uniforme. En los distintos orde-
namientos jurídicos se seguían diversos criterios para determinar el momento en
que se formaba un contrato, y la CNUDMI estimó en su momento que no debía
tratar de formular una regla sobre el momento de la formación de los contratos que
pudiera entrar en conflicto con las reglas correspondientes del derecho aplicable a
un determinado contrato (véase A/CN.9/528, párr. 103; véase también A/CN.9/546,
párrs. 119 a 121). En vez de ello, la Convención ofrece orientación que permite
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aplicar, en el contexto de la contratación electrónica, los conceptos tradicionalmente
empleados en las convenciones internacionales y en el derecho interno, tales como
“envío” y “recepción” de comunicaciones. En la medida en que esos conceptos
tradicionales son esenciales para la aplicación de las reglas de formación de con-
tratos en virtud del derecho interno o de un derecho uniforme, la CNUDMI consi-
deró que era muy importante enunciar conceptos funcionalmente equivalentes para
las comunicaciones realizadas por vía electrónica (véase A/CN.9/528, párr. 137).

176. Sin embargo, el párrafo 2 del artículo 10 no regula la eficacia de las comu-
nicaciones electrónicas expedidas o recibidas. El hecho de que una comunicación
no sea inteligible ni utilizable por parte del receptor es una cuestión que no tiene
nada que ver, por lo tanto, con la de que una comunicación haya sido expedida 
o recibida. La eficacia de una comunicación ilegible, o la cuestión de si tal
comunicación obliga a una parte, se dejan en manos de otras reglas de derecho.

2. “Expedición” de comunicaciones electrónicas

177. El párrafo 1 del artículo 10 de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas sigue en principio la regla enunciada en el artículo 15 de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, si bien dispone que se tendrá por
expedida una comunicación electrónica cuando ésta salga de un sistema de infor-
mación que esté bajo el control del iniciador, y no cuando la comunicación elec-
trónica entre en un sistema de información ajeno al control del iniciador46. Se eligió
la definición de “expedición” como el momento en que una comunicación electró-
nica sale de un sistema de información que está bajo el control del iniciador, por
oposición al momento en que la comunicación entra en otro sistema de informa-
ción, pues se consideró que la primera opción se ajustaba más al concepto de “expe-
dición” en el marco de las comunicaciones no electrónicas (véase A/CN.9/571,
párr. 142), que en la mayoría de los ordenamientos jurídicos se entiende como el
momento en que una comunicación sale del ámbito de control del iniciador. En la
práctica, el resultado debería ser el mismo que el del párrafo 1 del artículo 15 de
la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, puesto que la prueba
más fácilmente accesible de que una comunicación ha salido de un sistema de infor-
mación que está bajo el control del iniciador es la indicación, en el protocolo de
transmisión pertinente, de la fecha y hora en que la comunicación fue entregada al
sistema de información de destino o a los sistemas intermediarios de transmisión.

178. El artículo 10 engloba también las situaciones en que una comunicación
electrónica no sale de un sistema de información que esté bajo el control del
iniciador. Este supuesto, que no está previsto en el artículo 15 de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, puede darse, por ejemplo, cuando las
partes intercambian comunicaciones a través del mismo sistema o red de informa-
ción, de modo que la comunicación electrónica nunca llega a entrar en realidad en
un sistema que esté bajo el control de otra parte. En tales casos, la expedición y la
recepción de la comunicación electrónica coinciden.

46Ibíd., párr. 78.
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3. “Recepción” de comunicaciones electrónicas

179. El momento de la recepción de una comunicación electrónica es el momen-
to en que ésta pasa a ser recuperable por el destinatario en una dirección electró-
nica designada por éste. Se presume que se da este caso cuando la comunicación
electrónica llega a la dirección electrónica del destinatario. El párrafo 2 del artícu-
lo 10 se basa en una regla similar al párrafo 2 del artículo 15 de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, aunque con un enunciado diferente.

“Que pueda ser recuperada”

180. El párrafo 2 del artículo 10 se ha concebido como una serie de presunciones,
más que como una regla firme sobre la recepción de las comunicaciones electróni-
cas. El párrafo 2 tiene la finalidad de lograr una atribución equitativa del riesgo de
pérdida de comunicaciones electrónicas. Se tiene en cuenta la necesidad de ofrecer
al iniciador una regla supletoria objetiva que permita establecer si se puede estimar
que un mensaje ha sido recibido o no. No obstante, al mismo tiempo, el párrafo 2
reconoce que la preocupación por la seguridad de la información y de las comuni-
caciones en el mundo comercial ha propiciado cada vez más la utilización de medi-
das de seguridad, como filtros o pantallas “antiincendios”, que podrían impedir que
las comunicaciones electrónicas llegaran a sus destinatarios. Recurriendo a un con-
cepto común en muchos ordenamientos y reflejado en las leyes nacionales basadas
en la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, este párrafo requie-
re que, para tenerse por recibida por el destinatario, la comunicación electrónica sea
susceptible de ser recuperada. Este requisito no figura en la Ley Modelo, que se
centra en el criterio temporal y remite al derecho interno la cuestión de si las comu-
nicaciones electrónicas deben cumplir otros requisitos (como la “procesabilidad”) a
fin de tenerse por recibidas47.

181. El efecto jurídico de la recuperación de una comunicación no entra en el
ámbito de la Convención y se deja en manos del derecho aplicable. Al igual que
el artículo 24 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, el
párrafo 2 no entra a regular los días feriados nacionales ni los horarios de trabajo
habituales, pues estos elementos pueden plantear problemas y dar lugar a incerti-
dumbre jurídica en un instrumento que es aplicable a operaciones internacionales
(véase A/CN.9/571, párr. 159).

182. Del mismo modo, la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no pre-
tende prevalecer sobre la legislación interna que establezca que la recepción de una
comunicación electrónica se produce en el momento en que la comunicación entra
en el ámbito de control del destinatario, independientemente de si la comunicación
es inteligible o utilizable por el destinatario. La Convención tampoco pretende con-
tradecir los usos comerciales, conforme a los cuales se tienen por recibidos ciertos

47Sobre esta cuestión particular véase un estudio comparativo realizado por la Secretaría y 
recogido en los párrafos 10 a 31 del documento A/CN.9/WG.IV/WP.104/Add.2, que se puede consul-
tar en el sitio de Internet http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/LTD/V03/879/00/PDF/ V0387900.pdf?
OpenElement.
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mensajes codificados incluso antes de que sean utilizables por el destinatario o de
que sean inteligibles para el mismo. Se estimó que la Convención no debía 
imponer un requisito más estricto del ya existente en el contexto de las comunica-
ciones sobre papel, en el que un mensaje puede tenerse por recibido aun cuando
no sea inteligible para el destinatario ni pretenda serlo (por ejemplo, cuando se
transmiten datos codificados a un depositario con el único fin de que lo retenga en
el contexto de la protección de los derechos de propiedad intelectual).

183. A pesar de la distinta terminología empleada, el efecto de las reglas sobre
recepción de comunicaciones electrónicas de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas se ajusta a lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley Modelo de la
CNUDMI sobre Comercio Electrónico. Tal como ocurre con arreglo al artículo 15
de la Ley Modelo, la Convención adopta el criterio objetivo de la entrada de una
comunicación en un sistema de información para determinar en qué momento cabe
presumir que una comunicación electrónica “puede ser recuperada” y, por tanto,
“recibida”. El requisito de que una comunicación electrónica deba poder recuperar-
se, lo cual se presume que ocurre cuando la comunicación llega a la dirección elec-
trónica del destinatario, no debe verse como un intento de agregar un elemento
subjetivo nuevo a la regla enunciada en el artículo 15 de la Ley Modelo. De hecho,
en virtud de ese artículo, se entiende que una comunicación electrónica “entra” en
un sistema de información cuando dicha comunicación “puede ser procesada en ese
sistema de información”48 que, según cabe argumentar, es también el momento en
que la comunicación “puede ser recuperada” por el destinatario.

184. El hecho de que una comunicación electrónica pueda efectivamente “ser recu-
perable” es una cuestión de hecho que no entra en el marco de la Convención. La
CNUDMI tomó nota de la creciente utilización de filtros de seguridad (como los
filtros de “spam”) y de otras tecnologías que restringen la recepción de comunica-
ciones no deseadas o potencialmente peligrosas (como las comunicaciones de las
que se sospecha que puedan contener algún virus informático). La presunción de
que una comunicación electrónica puede ser recuperada por el destinatario en 
cuanto llegue a la dirección electrónica de éste puede refutarse mediante pruebas
que demuestren que el destinatario no dispone, de hecho, de ningún medio para
recuperar la comunicación49 (véase también A/CN.9/571, párrs. 149 y 160).

“Dirección electrónica”

185. Al igual que muchas leyes nacionales, la Convención utiliza la expresión
“dirección electrónica”, en vez de “sistema de información”, que es la expresión
empleada en la Ley Modelo. En la práctica, la nueva terminología, que aparece en
otros instrumentos internacionales, como las Reglas y Usos Uniformes relativos a
los Créditos Documentarios (las “RUU 500”) (Suplemento para la presentación

48Véase Guía para la incorporación al derecho interno de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre
Comercio Electrónico (publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.99.V.4), párr. 103.

49Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 80. 
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electrónica—“eUCP”)50, no debería suponer ninguna diferencia sustancial. Efectiva-
mente, la expresión “dirección electrónica” puede referirse, según la terminología
empleada, a una red de comunicaciones y, en otros casos, puede incluir un buzón
electrónico, un dispositivo de telecopia o cualquier “parte o ubicación específica en
un sistema de información que una persona utilice para recibir mensajes electrónicos”
(véase A/CN.9/571, párr. 157).

186. No debe confundirse el concepto de “dirección electrónica”, al igual que el
concepto de “sistema de información”, con el de proveedores de servicios informá-
ticos o transmisores de telecomunicaciones que ofrezcan servicios de intermediario
o una infraestructura de apoyo técnico para el intercambio de comunicaciones
electrónicas (véase A/CN.9/528, párr. 149).

Direcciones electrónicas “designadas” y “no designadas”

187. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas mantiene la distinción que
se hace en el artículo 15 de la Ley Modelo entre la entrega de mensajes a direc-
ciones electrónicas específicamente designadas y la entrega de mensajes a una direc-
ción no específicamente designada. En el primer caso, la regla de la recepción es
básicamente la misma que en virtud del inciso i) del apartado a) del párrafo 2 del
artículo 15, de la Ley Modelo, lo que quiere decir que un mensaje se tiene por
recibido cuando llega a la dirección electrónica del destinatario (o cuando “entra”
en el “sistema de información” del destinatario, conforme a la terminología de la
Ley Modelo). La Convención no contiene ninguna disposición concreta sobre el
modo en que debe designarse un sistema de información ni sobre la posibilidad de
que el destinatario efectúe un cambio tras tal designación.

188. Al distinguir entre direcciones electrónicas designadas y no designadas, el
párrafo 2 tiene la finalidad de lograr un reparto equitativo de riesgos y responsabi-
lidades entre el iniciador y el destinatario. En los tratos comerciales normales, se
espera que las partes que tienen más de una dirección electrónica se tomarán la
molestia de especificar cuál es la dirección designada para la recepción de mensa-
jes de determinada índole y se abstendrán de dar direcciones electrónicas que uti-
licen raras veces con fines comerciales. Por la misma razón, no obstante, cabe
esperar que las partes no enviarán comunicaciones electrónicas con información de
carácter particularmente comercial (por ejemplo, la aceptación de una oferta de con-
trato) a una dirección electrónica de la que sepan o debieran saber que no se utili-
zará para procesar comunicaciones de esa índole (por ejemplo, una dirección
electrónica empleada para tramitar quejas de consumidores). No sería razonable
esperar que el destinatario, en particular tratándose de grandes entidades mercanti-
les, prestara el mismo grado de atención a todas las direcciones electrónicas que
poseyera (A/CN.9/528, párr. 145).

50Véase James E. Byrne y Dan Taylor, ICC Guide to the eUCP: Understanding the Electronic
Suplement to the UCP 500, (París, ICC Publishing S.A., 2002) (publicación de la CCI, No. 639), 
pág. 54.
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189. No obstante, una notable diferencia entre la Convención sobre Comuni-
caciones Electrónicas y la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico
son las reglas para la recepción de comunicaciones electrónicas enviadas a una direc-
ción no designada. La Ley Modelo distingue entre las comunicaciones enviadas a
un sistema de información que no sea el designado y las comunicaciones enviadas
a cualquier sistema de información del destinatario, si no se ha hecho una designa-
ción particular. En el primer caso, según la Ley Modelo, el mensaje no se tendrá
por recibido hasta que el destinatario realmente lo recupere. La razón en que se
fundamenta esta regla es que en caso de que el iniciador opte por hacer caso omiso
de las instrucciones del destinatario y envíe la comunicación electrónica a un 
sistema de información que no sea el designado, no es razonable tener por entre-
gada al destinatario la comunicación hasta que éste no la haya recuperado realmen-
te. En el segundo caso, sin embargo, el fundamento de la disposición de la Ley
Modelo es que para el destinatario carece de importancia a qué sistema de comu-
nicación electrónica se envía el mensaje, en cuyo caso cabe presumir que el desti-
natario aceptará las comunicaciones electrónicas que lleguen a cualquiera de sus
sistemas de información.

190. En esta situación concreta, la Convención sigue el criterio adoptado en una
serie de legislaciones nacionales basadas en la Ley Modelo y regula del mismo
modo ambas situaciones. Así pues, en todos los casos en que el mensaje no sea
entregado en una dirección electrónica designada, sólo se tendrá por recibida la
comunicación electrónica según la Convención cuando a) ésta pueda ser recuperada
por el destinatario (al llegar a una dirección electrónica de éste) y b) el destinatario
llegue a tener conocimiento de que la comunicación fue enviada a esa determinada
dirección.

191. En los casos en que el destinatario haya designado una dirección electrónica
pero la comunicación se haya enviado a otra, la regla de la Convención no difiere
del efecto que tendría tal situación en virtud del inciso ii) del apartado a) del párra-
fo 2 del artículo 15 de la Ley Modelo, el cual requiere que, en esos casos, el desti-
natario recupere el mensaje (lo cual sería, en la mayoría de los casos, la prueba
inmediata de que el destinatario tenía conocimiento de que la comunicación
electrónica fue enviada a esa dirección).

192. La única diferencia sustancial entre la Convención y la Ley Modelo radica,
por tanto, en el concepto de recepción de las comunicaciones en ausencia de una
dirección designada. En este caso concreto, la CNUDMI convino en que la evolu-
ción de la práctica que se había registrado desde la adopción de la Ley Modelo jus-
tificaba que se apartara de la regla original. También consideró, por ejemplo, que
muchas personas tenían más de una dirección electrónica, por lo que no era razo-
nable esperar que previeran recibir comunicaciones jurídicamente vinculantes en
todas sus direcciones51.

51Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 82. 
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Conocimiento de la entrega

193. El hecho de que el destinatario ha tenido conocimiento de que se ha enviado
una comunicación electrónica a una de sus direcciones no designadas puede consta-
tarse con pruebas objetivas, como el recibo de una notificación enviada al destina-
tario por otros medios, o un protocolo de transmisión u otro mensaje automático
de entrega en el que se declare que la comunicación electrónica se ha recuperado
o ha aparecido en la pantalla del destinatario.

4. Lugar de expedición y recepción

194. La finalidad de los párrafos 3 y 4 del artículo 10 es regular el lugar de recep-
ción de las comunicaciones electrónicas. La principal razón para incluir esas reglas
en la Convención fue tener en cuenta una característica del comercio electrónico
que tal vez no estuviera debidamente reglamentada en el derecho aplicable, a saber,
que era muy frecuente que el sistema de información del destinatario donde se reci-
bía la comunicación electrónica o del que se recuperaba dicha comunicación se
encontrara en un Estado distinto del Estado en que se encontraba el propio desti-
natario. Así pues, el objeto de esta disposición es asegurar que la ubicación del sis-
tema de información no será el elemento determinante, y que habrá alguna conexión
razonable entre el destinatario y lo que se considere el lugar de recepción, y que
dicho lugar podrá ser comprobado fácilmente por el iniciador.

195. El párrafo 3 establece una regla firme, y no meramente una presunción. De
acuerdo con su objetivo de evitar una dualidad de regímenes para las operaciones
informáticas y no informáticas y, teniendo en cuenta como precedente la Convención
de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, donde el criterio central es el esta-
blecimiento verdadero de la parte, se ha optado intencionadamente por la expresión
“se tenga por recibida”, con miras a evitar que se atribuya significado jurídico al
empleo de un servidor situado en un país distinto del país donde esté situado el
establecimiento por el mero hecho de que sea ése el lugar en que una comunicación
electrónica llega al sistema de información que alberga la dirección electrónica del
destinatario52.

196. Por lo tanto, el efecto del párrafo 3 es introducir una distinción entre el lugar
de recepción esperado y el lugar al que realmente haya llegado una comunicación
electrónica en el momento de su recepción conforme al párrafo 2. No debe inter-
pretarse esta distinción como una distribución de riesgos entre el iniciador y el des-
tinatario en caso de que se dañe la comunicación electrónica o de que se pierda
entre el momento de su recepción conforme al párrafo 2 y el momento en que lle-
gue a su lugar de recepción con arreglo al párrafo 3. El párrafo 3 establece una
regla sobre la ubicación a la que deberá recurrirse cuando alguna otra rama del
derecho (por ejemplo, la relativa a la formación de los contratos o a los conflictos
de leyes) requiera la determinación del lugar de recepción de una comunicación
electrónica.

52Ibíd., párr. 83. 
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(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)

Artículo 11. Invitaciones para presentar ofertas

1. Finalidad del artículo

197. El artículo 11 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas está
inspirado en el párrafo 1 del artículo 14 de la Convención de las Naciones Unidas
sobre la Compraventa. Su finalidad es aclarar una cuestión que ha generado inten-
sos debates desde el advenimiento de Internet, a saber, la cuestión de si las partes
que ofrecen bienes o servicios a través de sistemas de comunicación de acceso
público general, como los sitios en la red de Internet, quedan obligadas por los
anuncios que publican en sus páginas electrónicas (véase A/CN.9/509, párr. 75).

198. En los medios sobre papel, los anuncios en periódicos, emisoras de radio,
canales de televisión, catálogos, prospectos, listas de precios y otros medios no diri-
gidos a una o varias personas determinadas, sino de acceso público general, son
considerados invitaciones a presentar ofertas (según algunos juristas, también lo son
cuando van dirigidos a un grupo específico de clientes), dado que en esos casos se
considera que no hay intención de quedar vinculado. Por la misma razón, la mera
exposición de mercancías en los escaparates o en las estanterías de comercios de
autoservicio suele verse como invitaciones a presentar ofertas. Esa interpretación es
coherente con el párrafo 2 del artículo 14 de la Convención de las Naciones Unidas
sobre la Compraventa en virtud del cual toda propuesta no dirigida a una o varias
personas determinadas será tenida por una simple invitación a hacer ofertas, a menos
que la persona que haga la propuesta indique claramente lo contrario (véase
A/CN.9/509, párr. 76).

199. De conformidad con el principio de neutralidad respecto de los medios téc-
nicos utilizables, la CNUDMI estimó que la solución para las operaciones electró-
nicas no debía diferir de la solución aplicada a situaciones equivalentes en el
contexto de los documentos sobre papel. Por consiguiente, la CNUDMI convino en
que, por regla general, debe considerarse que toda empresa que anuncie sus pro-
ductos o servicios por algún sitio en Internet, o en alguna otra red abierta, está úni-
camente invitando a quienes tengan acceso a dicho sitio a presentar sus ofertas. Por
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ello, ninguna oferta de productos o servicios por Internet constituirá, en principio,
una oferta vinculante para el ofertante (véase A/CN.9/509, párr. 77).

2. Fundamento de la regla

200. Si se traslada el concepto de “oferta” de la Convención de las Naciones
Unidas sobre la Compraventa a un entorno electrónico, deberá considerarse que toda
empresa que anuncie sus productos o servicios por algún sitio en Internet, o en
alguna otra red abierta, estará únicamente invitando a quienes tengan acceso a dicho
sitio a presentar sus ofertas. Por ello, ninguna oferta de productos o servicios por
Internet constituiría, en principio, una oferta vinculante.

201. La dificultad en este contexto está en lograr un equilibrio entre la posible
intención (o falta de intención) de un comerciante de quedar obligado por su oferta,
por una parte, y la protección de las partes que se fíen de dicha oferta y la acep-
ten de buena fe, por otra. Internet permite dirigir información personalizada y deta-
llada a un número virtualmente ilimitado de personas y la tecnología actual permite
que los contratos se celebren casi instantáneamente, o al menos crea la impresión
de que se ha celebrado así un contrato.

202. En la doctrina jurídica se ha señalado que el modelo “invitación a presentar
ofertas o a negociar” puede no resultar adecuado para su transposición sin reservas
al contexto de Internet (véase A/CN.9/WG.IV/WP.104/Add.1, párrs. 4 a 7). Uno de
los criterios posibles para distinguir entre una oferta vinculante y una oferta publi-
citaria o invitación a negociar podría basarse en la naturaleza de las solicitudes uti-
lizadas por las partes. En la doctrina jurídica sobre la contratación electrónica se ha
propuesto una distinción entre los sitios informáticos que ofrecen bienes o servicios
por conducto de programas o aplicaciones interactivas y los que usan aplicaciones
no interactivas. Si en un sitio informático se presenta únicamente información sobre
una empresa y sus productos, y si todo contacto con los posibles clientes ha de
establecerse por un conducto ajeno al medio electrónico utilizado, en dicho caso
apenas habría diferencia alguna respecto de un anuncio convencional. Sin embargo, un
sitio informático en Internet dotado de aplicaciones interactivas permitiría, en prin-
cipio, entablar negociaciones y celebrar de inmediato el contrato (y si se trata de
mercancías virtuales, incluso darle cumplimiento inmediato). En la doctrina jurídica
sobre el comercio electrónico se ha propuesto que una oferta presentada por
conducto de una aplicación interactiva sea tenida por una oferta “abierta a la acep-
tación mientras duren las existencias”, por oposición a una “invitación a negociar”.
Esta propuesta es, por lo menos a simple vista, compatible con la doctrina jurídica
relativa a las operaciones tradicionales. Es un hecho cierto que el concepto de oferta
al público que sea vinculante para el ofertante “mientras duren las existencias”
también está reconocido en el marco de las operaciones de compraventa
internacional.

203. En favor de ese enfoque se ha sostenido que las partes que aceptan ofertas
de bienes o servicios efectuadas a través de aplicaciones interactivas pueden verse
inducidas a presuponer que las ofertas efectuadas a través de esos sistemas son
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firmes y de que, al hacer un pedido, están concertando válidamente un contrato vin-
culante en ese momento. Se ha argumentado que esas partes deben poder invocar
esta presunción razonable, dadas las notables consecuencias económicas que puede
tener la frustración de un contrato, en particular en el caso de compras de produc-
tos básicos u otros bienes con precios muy fluctuantes. Se ha sostenido, además,
que si la utilización de aplicaciones interactivas entraña determinadas consecuen-
cias jurídicas, habrá más transparencia en las prácticas comerciales, alentándose así
a las entidades mercantiles a declarar expresamente si están o no dispuestas a 
quedar vinculadas por la aceptación de ofertas de bienes o servicios o si tan sólo
invitan a hacer ofertas (véase A/CN.9/509, párr. 81).

204. La CNUDMI examinó esos argumentos detenidamente. El consenso final fue
que el alcance potencialmente ilimitado de Internet exigía proceder con cautela a
la hora de establecer el valor jurídico de esas “ofertas”. Se sostuvo que el hecho
de asociar una presunción de intención irrevocable a la utilización de aplicaciones
interactivas podría perjudicar al vendedor que sólo dispusiera de existencias limita-
das de las mercancías ofrecidas, si se veía obligado a atender todos los pedidos
recibidos de un número potencialmente ilimitado de compradores. (A/CN.9/546,
párr. 107). A fin de evitar ese riesgo, las entidades que ofrecen bienes o servicios
a través de un sitio de Internet dotado de una aplicación interactiva que permita
negociar y tramitar de forma inmediata los pedidos de bienes o servicios, suelen
indicar en el mismo sitio que no quedan obligadas por dicha oferta. La CNUDMI
estimó que si ésa era la práctica comercial corriente, la Convención no debía
cambiarla radicalmente (véase A/CN.9/509, párr. 82; véase también A/CN.9/528,
párr. 116).

3. Concepto de aplicación interactiva e intención de quedar
obligado en caso de aceptación

205. El principio general de que las ofertas de bienes y servicios accesibles a un
número ilimitado de personas no son vinculantes se aplica incluso cuando la oferta
se hace a través de una aplicación interactiva. Una “aplicación interactiva” suele
ser una combinación de equipo y programas informáticos con los que se transmiten
ofertas de bienes y servicios de tal manera que las partes intercambian información
de forma estructurada con miras a celebrar automáticamente un contrato. La expre-
sión “aplicación interactiva” describe una situación evidente para cualquier persona
que tenga acceso al sistema, a saber, que se le insta a intercambiar información a
través de ese sistema siguiendo instrucciones y dando respuestas inmediatas que
parecen pasos totalmente automatizados53 . Poco importa la manera en que el sis-
tema funcione internamente y el grado efectivo de automaticidad que tenga (por
ejemplo, si se requieren otras acciones, ejecutadas por un ser humano o por una
máquina, a fin de que la celebración de un contrato o la tramitación de un pedido
se concreten efectivamente) (véase A/CN.9/546, párr.114).

53Ibíd., párr. 87.
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206. La CNUDMI reconoció que en algunas situaciones tal vez fuera apropiado
considerar que una propuesta de celebración de un contrato transmitida por aplica-
ciones interactivas demostraba la intención de la parte de quedar obligada en caso
de aceptación. De hecho, algunos modelos comerciales se basaban en la regla de
que las ofertas realizadas mediante aplicaciones interactivas tenían carácter vincu-
lante. En esos casos, el posible problema de las limitadas existencias de un producto
o de la oferta limitada de un servicio pertinente se resolvía especificando que las
ofertas estaban limitadas por las cantidades disponibles y registrando automática-
mente los pedidos en el orden cronológico en que se recibían (A/CN.9/546,
párr. 112). La CNUDMI observó también que en algunos casos la jurisprudencia
parecía apoyar la opinión de que las ofertas realizadas mediante los denominados
acuerdos de “pulsar y comprar” (click-wrap) y en subastas por Internet podían
considerarse vinculantes (véase A/CN.9/546, párr. 109, véase también A/CN.9/WG.IV/
WP.104/Add.1, párrs. 11 a 17). No obstante, el grado en que efectivamente se tenía
esa intención era algo que tenía que analizarse a la luz de todas las circunstancias
del caso (por ejemplo, las autoexoneraciones de responsabilidad del vendedor o las
cláusulas y condiciones generales de la plataforma de subasta). Como regla gene-
ral, la CNUDMI estimó que era desaconsejable suponer que toda persona que hace
ofertas mediante aplicaciones interactivas tiene siempre la intención de que sean
vinculantes, ya que tal suposición no reflejaba la práctica habitual en el mercado
(véase A/CN.9/546, párr. 112). 

207. Cabe señalar que la propuesta de celebrar un contrato sólo constituye una
oferta si se cumplen varias condiciones. En un contrato de compraventa regido por
la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, por ejemplo, la pro-
puesta constituirá una oferta si es suficientemente precisa, lo que implica que han
de indicarse las mercaderías y señalarse, expresa o tácitamente, la cantidad y el
precio o preverse un medio para determinarlos54. La finalidad del artículo 11 de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no es establecer reglas especiales
que regulen la formación de un contrato en el comercio electrónico. Por consiguiente,
la intención de una parte de quedar obligada no será suficiente para que una
propuesta constituya una oferta si no se cumplen los demás requisitos (véase
A/CN.9/546, párr. 111).

Referencias a la labor preparatoria
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Grupo de Trabajo IV, 42.º período de sesiones A/CN.9/546, párrs. 106 a 116
(Viena, 17 a 21 de noviembre de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 41.º período de sesiones A/CN.9/528, párrs. 109 a 120
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54Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, artículo 14, párrafo 1.
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Artículo 12. Empleo de sistemas automatizados de mensajes
para la formación de un contrato

1. Finalidad del artículo

208. La utilización cada vez más frecuente en el comercio electrónico de sistemas
automatizados de mensajes, denominados a veces “agentes electrónicos”, ha indu-
cido a especialistas en algunos ordenamientos a revisar la doctrina jurídica tradi-
cional sobre formación de los contratos a fin de determinar su aplicabilidad a los
contratos que se establecen sin intervención de una persona física.

209. Los instrumentos de derecho uniforme vigentes no excluyen de ningún modo
la utilización de sistemas automatizados de mensajes, por ejemplo, para la emisión
de órdenes de compra o la tramitación de pedidos. Tal parece ser el caso de la
Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa, que faculta a las partes
para que establezcan sus propias reglas, por ejemplo, a través de un acuerdo de aso-
ciación comercial con intercambio electrónico de datos (EDI) que regule la utiliza-
ción de “agentes electrónicos”. La Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio
Electrónico carece también de una disposición concreta sobre la materia. Aunque
nada parece obstaculizar el empleo de sistemas totalmente automatizados de men-
sajes, la Ley Modelo no los regula específicamente, salvo la disposición general
enunciada en el apartado b) del párrafo 2 del artículo 13 sobre la atribución de los
mensajes de datos.

210. La CNUDMI estimó que, aunque no pareciera necesario modificar los prin-
cipios generales del derecho de los contratos, sería útil que la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas contuviera disposiciones que favorecieran la utiliza-
ción de sistemas automatizados de mensajes en el comercio electrónico. Varios
países habían considerado necesario, o al menos útil, incorporar disposiciones
similares a sus respectivas legislaciones sobre el comercio electrónico (véase
A/CN.9/546, párrs. 124 a 126). El artículo 12 de la Convención enuncia una norma
no discriminatoria cuya finalidad es precisar que el hecho en sí de que ninguna per-
sona física dé origen a una operación determinada ni revise los actos realizados no
es óbice para la formación del contrato. Por consiguiente, si bien un contrato puede
quedar invalidado por varios motivos previstos en el derecho interno, el simple
hecho de que se haya utilizado un sistema automatizado de mensajes a efectos de
la formación de un contrato no privará a éste de eficacia, validez o fuerza ejecutoria.

2. Atribución de las acciones ejecutadas por
un sistema automatizado de mensajes

211. En la actualidad, la atribución a una persona física o jurídica de las acciones
ejecutadas por un sistema automatizado de mensajes se basa en la idea de que los
parámetros técnicos con que se programa un sistema circunscriben su capacidad de
funcionamiento. No obstante, cabe la posibilidad, al menos en teoría, de que se con-
ciban futuras generaciones de sistemas automatizados de información con capaci-
dad de funcionamiento autónomo, no simplemente automático. En otras palabras,
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es posible que, gracias a la evolución de la inteligencia artificial, una computadora
pueda aprender de la experiencia, modificar las instrucciones que componen sus
propios programas e incluso formular nuevas instrucciones.

212. Ya durante la preparación de la Ley Modelo sobre Comercio Electrónico, la
CNUDMI había considerado que, si bien se había utilizado la expresión “agente
electrónico” por razones de conveniencia, la analogía entre un sistema automatiza-
do de mensajes y un agente de ventas no era adecuada. Los principios generales
del derecho aplicables a los agentes (por ejemplo, los principios relativos a la limi-
tación de la responsabilidad por conducta errónea del agente) no eran aplicables al
funcionamiento de tales sistemas. La CNUDMI consideró asimismo que, como prin-
cipio general, la persona (ya sea física o jurídica) en cuyo nombre se programaba
una computadora debía ser en definitiva responsable de todo mensaje generado por
la máquina (véase A/CN.9/484, párrs. 106 y 107).

213. El artículo 12 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas es una
disposición habilitante y no debe entenderse erróneamente que transforma en sujeto
de derechos y deberes un sistema automatizado de mensajes o una computadora.
Debe interpretarse que las comunicaciones electrónicas que son generadas automá-
ticamente por un sistema de mensajes o una computadora sin intervención humana
“proceden” de la entidad jurídica en nombre de la cual funciona el sistema de men-
sajes o la computadora. Las cuestiones relativas al sujeto de la acción que podrían
plantearse en ese contexto han de ser zanjadas con arreglo a normas al margen de
la Convención.

3. Medios de indicar el consentimiento y
grado de intervención humana

214. Cuando un contrato se forma mediante la interacción de un sistema auto-
matizado de mensajes y una persona física, o por la interacción de sistemas
automatizados de mensajes, el consentimiento de las partes contratantes puede indi-
carse de varias formas. Las computadoras pueden intercambiar mensajes automáti-
camente según una norma establecida; una persona puede tocar o pulsar un icono
o un lugar designado en una pantalla de computadora. En el artículo 12 de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no se pretende enumerar las distin-
tas formas de manifestar el consentimiento por coherencia con el principio de neu-
tralidad respecto de los medios técnicos utilizables y por el riesgo de que una lista
ilustrativa resulte incompleta o no esté actualizada, pues es posible que se estén
utilizando ya, o se utilicen ampliamente en el futuro, otros medios no expresamente
mencionados en el texto para indicar el consentimiento (véase A/CN.9/509, párr. 89).

215. La norma central del artículo es que la validez de un contrato no exige 
que una persona física haya revisado cada uno de los distintos actos realizados a
través del sistema automatizado de mensajes o el contrato resultante de tales actos.
Para los fines del artículo 12, no tiene importancia que todos los sistemas de
mensajes utilizados sean totalmente automatizados o sólo semiautomatizados (por
ejemplo, cuando algunas de las acciones sólo pueden realizarse tras alguna forma



78

de intervención de una persona física), siempre que uno de ellos como mínimo
ejecute los distintos actos sin necesidad de que una persona física los “revise o
intervenga” (véase A/CN.9/527, párr. 114).

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 89 a 92
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 173 y 174
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 99 a 103
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)

Artículo 13. Disponibilidad de las condiciones contractuales

1. Condiciones contractuales en el comercio electrónico

216. Salvo en el caso de las transacciones puramente verbales, la mayoría de los
contratos negociados por medios corrientes se hacen constar en algún tipo de regis-
tro tangible, al que las partes pueden remitirse en caso de duda o controversia. En
la contratación electrónica es posible que ese registro, que tal vez consista en un
mensaje de datos, se conserve únicamente de forma provisional o pueda ser con-
sultado únicamente por la parte cuyo sistema de información sirvió para celebrar el
contrato. Así se explica que en algunas leyes recientes de comercio electrónico la
persona que ofrece bienes o servicios mediante sistemas de información de acceso
público esté obligada a prever medios para archivar o imprimir las condiciones
contractuales.

217. Cabe suponer que la imposición de tales obligaciones obedece al interés por
fortalecer la seguridad jurídica, la transparencia y la previsibilidad de las operacio-
nes internacionales realizadas por vía electrónica. Puede observarse que algunas
legislaciones nacionales exigen que se proporcionen ciertas informaciones o que se
disponga de ciertos medios técnicos que den acceso a las condiciones contractuales,
de modo que éstas puedan archivarse y reproducirse, cuando no exista un acuerdo
previo entre las partes, como sería un contrato de asociación comercial o de otra
índole. 

218. En el ámbito interno se prevé una amplia gama de consecuencias jurídicas
si no se cumple el requisito de dar acceso a las condiciones contractuales negocia-
das por vía electrónica. En algunos ordenamientos jurídicos tal incumplimiento
constituye un delito administrativo y se impone el pago de una multa al infractor.
En otros, la ley faculta al cliente para que solicite de cualquier tribunal con com-
petencia en el contrato una orden judicial que exija al proveedor del servicio que
cumpla el requisito. En otros ordenamientos, la consecuencia consiste en prorrogar
el plazo durante el cual el consumidor puede resolver el contrato, que sólo empe-
zará a surtir efectos a partir del momento en que el comerciante ha cumplido sus
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obligaciones. En la mayoría de los casos, las sanciones enumeradas no excluyen
otras consecuencias que puedan contemplarse en otras normativas, como las
sanciones impuestas en virtud de la legislación sobre competencia desleal.

2. No interferencia en los requisitos establecidos
en el derecho interno

219. La CNUDMI examinó detenidamente la conveniencia de incluir disposiciones
que obligaran a una parte a permitir el acceso a las condiciones contractuales nego-
ciadas por vía electrónica. Se puntualizó asimismo que ni la Convención de las
Naciones Unidas sobre la Compraventa ni la mayoría de los instrumentos interna-
cionales que regulaban los contratos comerciales prescribían obligaciones de ese
tipo. Así pues, la CNUDMI se encontraba ante la disyuntiva de decidir, como
cuestión de principio, si proponía que se impusieran obligaciones a las partes que
comerciaban por vía electrónica a las que no estarían sometidas si el contrato se
celebrara por medios más tradicionales.

220. La CNUDMI reconoció que, cuando las partes negociaban a través de redes
abiertas, como Internet, existía el riesgo concreto de que se les pidiera que acepta-
ran determinadas condiciones y requisitos fijados por el vendedor, a los que tal vez
no tuvieran acceso ulteriormente. Esta situación, muy corriente tratándose de con-
sumidores, aunque también se daba en las negociaciones entre entidades mercanti-
les o comerciantes profesionales, podía ser desfavorable para la parte que aceptara
las condiciones contractuales de la otra parte. Se sostuvo que el problema descrito
no tenía la misma magnitud en las comunicaciones realizadas por medios no elec-
trónicos, ya que, salvo en los contratos puramente verbales, en la mayoría de los
casos las partes tendrían acceso a un documento tangible o material en el que figu-
rarían las condiciones que regirían su contrato (véase A/CN.9/546, párr. 134). Se
sostuvo, además, que la obligación de dar acceso a las condiciones contractuales
negociadas por vía electrónica, y posiblemente también a las modificaciones subsi-
guientes de las condiciones contractuales modelo, promovería las buenas prácticas
comerciales y sería igualmente provechosa para el comercio entre empresas y para
el comercio de éstas con los consumidores (véase A/CN.9/571, párr. 178).

221. Sin embargo, en última instancia se decidió no introducir la obligación de
dar acceso a las condiciones contractuales porque, de hacerlo, se impondrían reglas
que no tendrían equivalente en el contexto de las operaciones consignadas sobre
papel, lo que equivaldría a apartarse de la política seguida en la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas de no crear una dualidad de regímenes para los con-
tratos consignados sobre papel, por una parte, y para las operaciones realizadas por
medios electrónicos, por otra (véase A/CN.9/509, párr. 123). Se consideró también
que no era viable establecer un repertorio de las posibles consecuencias jurídicas
que entrañaría el incumplimiento del requisito de poner a disposición de la otra
parte las condiciones contractuales y que era absurdo prever ese tipo de deber en
la Convención si a la vez no se imponían sanciones (véase A/CN.9/571, párr. 179).
Por ejemplo, la CNUDMI descartó la posibilidad de que el incumplimiento de tal
requisito invalidara un contrato comercial por considerar que se trataba de una
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solución inédita dado que en otros instrumentos, como la Convención de las
Naciones Unidas sobre la Compraventa, no se había tratado el tema de la validez
de los contratos. Por otra parte, prever otro tipo de sanciones, como la responsa-
bilidad civil o extracontractual o sanciones administrativas, excedía del alcance de
un instrumento uniforme de derecho mercantil (véase A/CN.9/571, párr. 177).

222. El artículo 13 se mantuvo en el texto como recordatorio a las partes de que
las disposiciones habilitantes de la Convención no las eximen de la obligación de
poner a disposición de la otra parte las condiciones contractuales que les puedan
imponer los reglamentos internos aplicables a la prestación de servicios por medios
electrónicos, en particular los regímenes de protección del consumidor (véase
A/CN.9/509, párr. 63).

3. Carácter de las normas jurídicas que regulan la disponibilidad
de las condiciones contractuales

223. La expresión “regla de derecho alguna” empleada en este artículo tiene el
mismo sentido que las palabras “la ley” del artículo 9. La primera denota normas
de origen legislativo, reglamentario y jurisprudencial, así como de origen procesal
pero no comprende, en cambio, las normas jurídicas que no hayan pasado a formar
parte del derecho interno del Estado, como la lex mercatoria, pese a que en
ocasiones se utilice la expresión “regla de derecho” en ese sentido amplio55.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 93 y 94
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 175 a 181
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 42.º período de sesiones A/CN.9/546, párrs. 130 a 135
(Viena, 17 a 21 de noviembre de 2003)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 122 a 125
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002)

Artículo 14. Error en las comunicaciones electrónicas

1. El comercio electrónico y la comisión de errores

224. La comisión de equivocaciones y errores tiene una estrecha relación con la
utilización de sistemas de mensajes automatizados en el comercio electrónico. Los
errores pueden deberse a la acción de una persona (por ejemplo, los errores meca-
nográficos) u obedecer al mal funcionamiento del sistema de mensajes en uso. 

55Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 94.
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225. Alguna legislación reciente sobre comercio electrónico, incluida alguna que
incorpora la Ley Modelo de la CNUDMI al derecho interno, contiene disposicio-
nes que regulan los errores cometidos por una persona física al utilizar el sistema
informático automatizado de otra persona y en las que suelen establecerse las con-
diciones en que una persona física no quedará obligada por un contrato en caso de
cometer un error en la comunicación electrónica. El fundamento de ese tipo de dis-
posiciones parece ser el riesgo relativamente más elevado de que los errores que se
cometan en las operaciones en las que interviene una persona física, por una parte,
y un sistema informático automatizado, por la otra, pasen más desapercibidos que
los que se cometan en operaciones en las que intervienen únicamente personas
físicas. Los errores cometidos por la persona física en una situación de esa índole
pueden resultar irreversibles una vez que se envía la aceptación. De hecho, en una
operación entre personas físicas hay más posibilidades de rectificar el error antes
de que las partes hayan obrado en consecuencia. En cambio, cuando una persona
física comete un error al operar con el sistema automatizado de mensajes de la otra
parte, tal vez no sea factible corregirlo antes de que ésta haya despachado el 
pedido o procedido a cumplir lo que se solicitaba en la comunicación errónea.

226. La CNUDMI examinó detenidamente la conveniencia de regular los errores
en la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas. Se observó que la Ley
Modelo de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, que no se interesaba por las
cuestiones sustantivas que planteaba la formación de los contratos, no abordaba las
consecuencias jurídicas derivadas de las equivocaciones y errores cometidos en la
contratación electrónica. Además, en el apartado a) del artículo 4 de la Convención
de las Naciones Unidas sobre la Compraventa se establecía expresamente que las
cuestiones relativas a la validez de un contrato de compraventa quedaban excluidas
de su ámbito de aplicación; en cambio, otros textos internacionales, como los
Principios del Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado
(UNIDROIT) relativos a los contratos mercantiles internacionales, se ocupaban de
las consecuencias de los errores en la validez del contrato, aunque de forma
restrictiva56.

227. La CNUDMI era consciente de que debía evitar interferencias innecesarias
con los principios consagrados del derecho de los contratos y establecer disposicio-
nes especiales para las operaciones electrónicas que pudieran apartarse de las nor-
mas aplicables a otros modos de negociación. Con todo, estimó que era necesario
incluir una disposición dedicada específicamente a ciertos tipos de errores, defini-
dos estrictamente, debido al riesgo relativamente mayor de que se produjeran erro-
res humanos cuando se negociaba electrónicamente a través de sistemas informáticos
automatizados que cuando se negociaba por medios más tradicionales (véase
A/CN.9/509, párr. 105). El régimen jurídico de los contratos de algunos países con-
firma la necesidad de incluir el artículo, teniendo en cuenta, por ejemplo, que algu-
nas reglas exigen que la parte que invoca el error demuestre que la otra parte sabía,
o debió haber sabido, que se había cometido un error. Si bien tal demostración es

56Principios del UNIDROIT relativos a los contratos mercantiles internacionales, artículos 3.5
y 3.6.
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posible cuando en cada extremo de la operación hay una persona, demostrar que
se sabía que se había cometido un error cuando en el extremo de una relación se
encuentra, en vez de una persona, un sistema automatizado puede ser prácticamente
imposible (véase A/CN.9/548, párr. 18).

2. Alcance y finalidad del artículo

228. El artículo 14 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se refiere
a una situación muy concreta: los errores que ocurren en las transmisiones entre
una persona física y un sistema automatizado de mensajes cuando éste no ofrece a
la persona la posibilidad de rectificar el error. Los requisitos para retirar o anular
la comunicación electrónica viciada por un error, en cambio, han de regirse por el
derecho interno57.

229. El artículo regula únicamente los errores cometidos por una persona física,
no por una computadora u otra máquina. Sin embargo, el derecho de anular una
parte de la comunicación electrónica no corresponde a esa persona física sino a la
parte en cuyo nombre esa persona haya obrado (véase A/CN.9/548, párr. 22).

230. En general, los errores generados por cualquier sistema automatizado deben
ser atribuidos en última instancia a la persona en cuyo nombre funcionen. No obs-
tante, ya durante la preparación de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Comercio
Electrónico se sostuvo que quizá hubiera circunstancias que justificaran la mitiga-
ción de ese principio, como en caso de que el sistema automatizado generara men-
sajes erróneos de manera razonablemente imprevisible para la persona en cuyo
nombre funcionara el sistema. En la práctica, el grado en que una parte en cuyo
nombre funcione un sistema automatizado de mensajes es responsable de todas sus
operaciones dependerá de varios factores, como hasta qué punto esa parte tiene el
control del programa informático o de otros aspectos técnicos de la programación
de dicho sistema automatizado (véase A/CN.9/484, párr. 108). Ante la complejidad
de esas cuestiones, a las que los diferentes ordenamientos internos podían dar 
distinta respuesta en función de las circunstancias de cada caso, se consideró que
no era adecuado tratar de establecer normas uniformes por el momento; más valía
esperar a que la jurisprudencia evolucionara.

3. “Oportunidad de corregir el error”

231. El artículo 14 faculta a una parte que cometa un error para que retire la parte
de la comunicación electrónica en que se produjo dicho error si el sistema automa-
tizado de mensajes no le brinda la oportunidad de corregirlo. También se obliga a
la parte en cuyo nombre el sistema automatizado de mensajes funciona a que ofrez-
ca medios que permitan detectar y corregir un error cuando se negocia un contra-
to por vía electrónica.

57Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 96.
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232. La CNUDMI examinó la conveniencia de introducir una obligación general
de ese tipo, como posible enfoque de los derechos que corresponden a las partes
tras la comisión de un error. Si bien algunos ordenamientos internos prevén tal obli-
gación, las consecuencias jurídicas que entrañaría el incumplimiento por una parte
de la obligación de ofrecer medios de detección y corrección de errores cuando se
negocie un contrato por vía electrónica difieren mucho de un país a otro. En algu-
nos, el incumplimiento constituye un delito administrativo y el infractor debe pagar
una multa. En otros países, la consecuencia consiste en facultar a un cliente para
que rescinda el contrato o prorrogar el plazo en que el consumidor puede anular
unilateralmente un pedido. El tipo de consecuencia que se prevé en cada caso
depende del criterio con que se regule el comercio electrónico. Durante la prepara-
ción de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se consideró que, inde-
pendientemente de lo conveniente que fuera imponer ese tipo de obligación para
fomentar las buenas prácticas comerciales, dicha Convención no era el instrumento
indicado para hacerlo habida cuenta de que en ella no se preveía un repertorio com-
pleto de sanciones adecuadas para todas las circunstancias (véase A/CN.9/509,
párr. 108). Respecto de este punto finalmente se convino que la Convención, en
vez de exigir, en general, que se ofreciera al usuario la posibilidad de rectificar sus
errores, debía limitarse a ofrecer un recurso a la persona que cometiera el error
(véase A/CN.9/548, párr. 19).

233. En el artículo 14 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas se
aborda de forma equitativa y razonable la atribución de los riesgos que pueden
entrañar los errores en las comunicaciones electrónicas. Una comunicación electró-
nica podrá retirarse sólo si el sistema automatizado de mensajes no ha brindado al
iniciador de la comunicación electrónica la oportunidad de corregirla antes de enviar-
la. Si no se dispone de un mecanismo para hacerlo, el riesgo por los errores que
puedan sobrevenir habrá de ser asumido por la parte en cuyo nombre el sistema
automatizado de mensajes funcione. Así pues, el artículo prevé un incentivo para
que toda parte que actúe a través de un sistema automatizado de mensajes incor-
pore salvaguardias que eviten que la otra parte en el contrato envíe una comunica-
ción errónea, o que permita a ésta última corregir el error después de haberlo
enviado. Por ejemplo, al programarse el sistema automatizado de mensajes puede
incluirse el envío a la persona de una “página de confirmación” en la que se con-
signe toda la información que inicialmente aprobó. De esa forma, la persona será
capaz de impedir el envío de la comunicación errónea. De forma análoga, el sistema
automatizado de mensajes, tras recibir la comunicación enviada por la persona,
puede transmitirle un mensaje para que confirme la aceptación de la operación antes
de que ésta se dé por concluida. Esos mecanismos permiten corregir la comuni-
cación errónea. En cualquiera de los dos ejemplos, el sistema automatizado de
mensajes “[brinda] la oportunidad de corregir el error,” y el artículo 14 no será apli-
cable. Al contrario, corresponde a otra ley regular el efecto jurídico de todo error
que se cometa.

4. Concepto y prueba de “error al introducir los datos” 

234. El artículo 14 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas trata úni-
camente de los errores que se producen “al introducir los datos”, es decir, errores
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derivados de colocar información equivocada en comunicaciones que se inter-
cambian con un sistema automatizado de mensajes. Esos errores suelen consistir en
la pulsación involuntaria de una tecla equivocada, error que tiende a ocurrir con
más frecuencia cuando se conciertan operaciones a través de sistemas automatiza-
dos de información, en vez de mediante formas más tradicionales de negociar un
contrato. Por ejemplo, si bien sería improbable que una persona entregara por error
un documento en una oficina postal, en la práctica cabe señalar precedentes de per-
sonas que han declarado no haber tenido la intención de confirmar un contrato al
pulsar la tecla “Intro” (“Enter”) en un teclado de computadora o al pulsar un icono
“Acepto” (“I agree”) en una pantalla de computadora.

235. No se pretende que el artículo 14 sea neutral con respecto al medio utiliza-
do, puesto que trata de resolver cuestiones concretas que afectan a ciertas formas
de comunicaciones electrónicas. Ahora bien, al hacerlo, el artículo 14 no trata de
modificar el derecho interno aplicable en materia de errores, sino que trata única-
mente de establecer una regla adicional que insiste en la importancia de facilitar al
usuario algún medio para rectificar errores (véase A/CN.9/548, párr. 17). Otros tipos
de errores se rigen por la doctrina general de derecho interno sobre el error (véase
A/CN.9/571, párr. 190).

236. Como ya ocurre en los casos en que se utiliza el soporte de papel, la deter-
minación de si se ha cometido efectivamente o no un error al introducir datos es
una cuestión que los tribunales han de investigar cuidadosamente a la luz de las
pruebas y las circunstancias del caso, entre ellas, la credibilidad general de las afir-
maciones de una parte (véase A/CN.9/571, para.186). El derecho a retirar una comu-
nicación electrónica es un recurso excepcional para proteger a la parte que ha
cometido un error al introducir datos, no una oportunidad ilimitada para que las
partes se nieguen a reconocer operaciones desventajosas o anulen compromisos jurí-
dicos libremente contraídos que por lo demás serían válidos. La justificación de ese
derecho es considerar que cualquier persona razonable que hubiera estado en la
posición del iniciador no habría emitido la comunicación electrónica si en aquel
momento hubiera sido consciente del error. No obstante, el artículo 14 no exige que
se determine la intención de la parte que manda el mensaje supuestamente erróneo.
Si quien opera el sistema automatizado de mensajes no ofrece los medios para
corregir errores, pese al claro incentivo previsto a tal efecto en el artículo 14, es
razonable hacer soportar a dicha parte el riesgo de los errores que puedan come-
terse en el intercambio de comunicaciones electrónicas a través del sistema auto-
matizado de mensajes. Si el derecho que corresponde a la parte que haya cometido
el error se limitara a retirar los mensajes, no se fomentaría la consecución del obje-
tivo previsto de la disposición, es decir, alentar a las partes a prever un método
para la corrección de errores en los sistemas automatizados de mensajes58.

5. “Retirar” 

237. El artículo 14 no invalida una comunicación electrónica en la que se hayan
cometido errores al introducir datos. Meramente faculta a la persona que los ha

58Ibíd., párr. 97. 
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cometido para que “retire” la parte de la comunicación electrónica viciada por los
errores. Se empleó deliberadamente el término “retirar”, en vez de otras expresiones,
como “evitar las consecuencias” de la comunicación electrónica o expresiones
similares, que podrían interpretarse como referidas a la propia validez del acto, y
suscitarían la cuestión de si dicho acto es nulo de pleno derecho o simplemente
anulable a instancia de la parte interesada.

238. Además, el artículo 14 no prevé el derecho de “corregir” el error cometido.
Durante la preparación de la Convención se adujo que el recurso debía circunscri-
birse a la corrección del error cometido al introducir datos, a fin de disminuir el
riesgo de que una parte invocara el hecho de haber cometido un error como excusa
para retirarse de un contrato desfavorable. Otra propuesta fue que la persona que
cometiera un error al introducir datos tuviera la posibilidad de “corregir o retirar”
la comunicación electrónica viciada por ese error. Se sostuvo que esa posibilidad
abarcaría tanto las situaciones en que la corrección era la manera apropiada de
rectificar el error (por ejemplo, una cantidad en un pedido) como las situaciones en
que era mejor retirar la comunicación (por ejemplo, cuando la persona, por error,
hubiera pulsado una tecla o elegido una opción de aceptación y hubiese cursado un
mensaje sin proponérselo) (véase A/CN.9/571, párr. 193).

239. Tras un extenso examen de las opciones descritas, la CNUDMI convino en
que la persona que cometiera el error debía estar facultada únicamente para retirar
la parte de la comunicación electrónica viciada por el error. En la mayoría de los
ordenamientos jurídicos, lo más habitual era que la parte que hubiera cometido el
error pudiera anular el efecto de la operación atribuible a dicho error, pero no nece-
sariamente que renunciara a la finalidad inicial y concertara una nueva operación.
Si bien en la mayoría de los casos el hecho de retirar una comunicación equivalía
a su anulación, su corrección requería la posibilidad de modificar la comunicación
anterior. La CNUDMI no estaba dispuesta a crear el derecho general de “corregir”
comunicaciones erróneas, habida cuenta de que una disposición que prescribiera ese
derecho introduciría costos suplementarios para los proveedores del sistema y ofre-
cería recursos a los que no se tenía acceso en las comunicaciones sobre papel, y
ése era un resultado que el Grupo de Trabajo había convenido previamente evitar.
El derecho a corregir comunicaciones electrónicas planteaba también dificultades
prácticas, ya que quienes operaran sistemas automatizados de mensajes serían pro-
bablemente más proclives a ofrecer la posibilidad de anular una comunicación ya
registrada que a dar la oportunidad de corregir errores una vez concertada una
operación. Además, el derecho de corregir errores podía entrañar el hecho de que
si un ofertante recibiera una comunicación electrónica que luego resultara que
contenía errores debería mantener su oferta inicial, puesto que la otra parte habría
reemplazado de hecho la comunicación retirada59.

59Ibíd., párr. 98. 
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6. La “parte de la comunicación electrónica en
que se produjo dicho error” 

240. El derecho de retirar consiste en quitar sólo la parte de la comunicación elec-
trónica viciada por el error, si el sistema de información así lo permite. Esa dispo-
sición tiene la doble finalidad de ofrecer a las partes la posibilidad de rectificar
errores en las comunicaciones electrónicas cuando no se ofrecen medios para hacerlo
y de preservar, en lo posible, la validez del contrato rectificando únicamente la parte
viciada por el error, en consonancia con el principio general de salvaguardia de la
validez de los contratos (véase A/CN.9/571, párr. 195).

241. En el artículo 14 no se establecen explícitamente las consecuencias del ejer-
cicio del derecho a retirar una parte de la comunicación electrónica viciada por un
error. Se sobreentiende que, según las circunstancias del caso, ese acto podrá inva-
lidar la totalidad de la comunicación o dejarla sin efecto para fines de la formación
del contrato60. Por ejemplo, si en la parte retirada se describen las mercaderías que
se han pedido, se considerará que la comunicación electrónica no es lo “suficiente-
mente precisa” para permitir la formación del contrato, como dispone el párrafo 1
del artículo 14 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa. La
misma conclusión es válida si en la parte retirada se señala el precio o la cantidad
de las mercaderías y no queda en la comunicación electrónica ningún otro elemento
que permita determinarlos. En cambio, si se retira una parte de la comunicación
electrónica que contiene cuestiones que no constituyen, de por sí o en relación con
la intención de las partes, elementos esenciales del contrato, el acto no privará
forzosamente a la comunicación electrónica de su eficacia.

7. Circunstancias en que podrá ejercerse el derecho de retirar
una comunicación electrónica

242. Los apartados a) y b) del párrafo 1 del artículo 14 establecen dos condicio-
nes que una persona ha de cumplir para ejercer su derecho a retirar una parte de
una comunicación electrónica: notificar a la otra parte el error tan pronto como sea
posible y no haber utilizado los bienes o servicios ni haber obtenido ningún bene-
ficio material o valor de los bienes o servicios, si los hubiere, que haya recibido
de la otra parte. 

243. La CNUDMI examinó extensamente si el derecho a retirar una parte de la
comunicación electrónica debía limitarse de algún modo, en particular ante el hecho
de que las condiciones enumeradas en el artículo 14 podían diferir de las conse-
cuencias jurídicas de la resolución de un contrato que preveían algunos ordena-
mientos (véase A/CN.9/548, párr. 23). No obstante, se estimó que las condiciones
establecidas en los apartados a) y b) del párrafo 1 constituían un recurso útil en 
los casos en que el sistema automatizado de mensajes procediera a entregar bienes
o servicios, físicos o virtuales, inmediatamente después de la celebración del
contrato, sin posibilidad de detener el proceso. La CNUDMI consideró que esos

60Ibíd., párr. 100. 
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apartados servían de base para ejercer el derecho a retirar la comunicación y 
también contribuían a poner coto a los abusos de las partes que actuaran de mala
fe (véase A/CN.9/571, párr. 203).

a) Notificación de error y plazo para retirar una
comunicación electrónica

244. El apartado a) del párrafo 1 del artículo 14 dispone que una persona física,
o la parte en cuyo nombre haya actuado esa persona, obre de inmediato para noti-
ficar el error a la otra parte y comunicarle que no quiso transmitir la comunicación
electrónica. Si se ha obrado o no con prontitud ha de determinarse a partir de todas
las circunstancias del caso, incluida la capacidad de la persona para contactar a la
otra parte. La persona física, o la parte en cuyo nombre haya actuado esa persona,
deberá notificar a la otra parte tanto el error como su intención de no quedar obli-
gada por (es decir, resolver) la parte de la comunicación electrónica en que se pro-
dujo el error. En cambio, la parte que reciba el mensaje deberá poderse fiar de su
contenido, pese al error cometido, hasta el momento en que reciba una notificación
del error (véase A/CN.9/548, párr. 24).

245. En algunos ordenamientos internos que exigen, a quien opera un sistema auto-
matizado de mensajes para la formación de contratos, que brinde la oportunidad de
corregir errores, el derecho a retirar o anular una comunicación debe ejercerse en
el momento en que se revisa el contenido de la comunicación, antes de despachar-
la. En virtud de esos ordenamientos, la parte que comete un error no puede retirar
la comunicación después de haberla confirmado. En el artículo 14 no se limita de
ese modo el derecho a retirar la comunicación habida cuenta de que, en la práctica,
tal vez la parte se dé cuenta de su equivocación más adelante, por ejemplo, cuando
reciba una clase o una cantidad de mercancías diferentes de las que se proponía
encargar originalmente (véase A/CN.9/571, párr. 191).

246. Además, en el artículo 14 no se prescribe ningún plazo para ejercer el 
derecho a retirar una comunicación en caso de que se cometan errores al introducir
los datos, debido a que la fijación de plazos es un asunto de orden público en
muchos ordenamientos jurídicos. Sin embargo, las partes no han de esperar indefi-
nidamente. Gracias al efecto combinado de los apartados a) y b) del párrafo 1 se
limita el período durante el cual puede retirarse una comunicación electrónica, pues
ésta deberá retirarse “tan pronto como sea posible”, pero en todo caso antes de que
la parte interesada haya utilizado los bienes o servicios recibidos de la otra parte y
antes de que haya obtenido beneficios materiales o valor de ellos61.

b) Pérdida del derecho a retirar una comunicación electrónica

247. Cabe observar que tal vez los bienes y servicios se hayan suministrado, en
repuesta a una comunicación supuestamente errónea, antes de la recepción de la
notificación prevista en el apartado a) del párrafo 1. Para evitar que una persona

61Ibíd., párr. 103. 
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física, o la parte en cuyo nombre haya actuado esa persona, obtenga una ganancia
injustificada, en el apartado b) del párrafo 1 se exige a la parte que cometió el error
que cumpla condiciones estrictas antes de pasar a ejercer el derecho a retirar la
comunicación prevista en el párrafo 1. En virtud de esta disposición una parte 
pierde ese derecho cuando ya ha obtenido beneficios materiales o valor de la
comunicación viciada62 .

248. La CNUDMI reconoció que la limitación del derecho a invocar la comisión
de un error para eludir las consecuencias de un acto jurídico tal vez no estuviera
reconocido en el régimen general de los contratos de todos los ordenamientos. El
riesgo de que quien lograra anular un contrato pudiera obtener una ganancia ilegí-
tima solía tratarse a través de las figuras jurídicas de la restitución o el enriqueci-
miento injusto. No obstante, se consideró que en el contexto particular del comercio
electrónico se justificaba incluir una disposición especial destinada a evitarlo. 

249. Son varias las operaciones de comercio electrónico que pueden realizarse casi
instantáneamente y generar un valor o beneficio material para la parte que adquiere
los bienes o servicios correspondientes. En muchos casos puede ser imposible resta-
blecer las condiciones que existían antes de la operación. Por ejemplo, si la contra-
prestación recibida es información, tal vez no sea posible anular el beneficio
concedido. Si bien podría devolverse la información en sí, el hecho de que se haya
tenido conocimiento de ella o la capacidad de difundirla constituiría un beneficio
irrestituible. Puede ocurrir asimismo que la parte que se equivocó haya recibido una
contraprestación cuyo valor cambie entre el momento de su recepción y la primera
oportunidad de devolución. En ese caso, la restitución no podrá hacerse de forma
adecuada. En todos los supuestos enumerados no sería equitativo permitir que, al
retirar la parte de la comunicación electrónica viciada por un error, una parte pueda
anular toda la operación y al mismo tiempo retener efectivamente el beneficio deri-
vado de ella. Esta limitación cobra más importancia ante el gran número de opera-
ciones electrónicas en que intervienen intermediarios, ya que pueden verse
perjudicados por la imposibilidad de deshacer las operaciones.

8. Relación con el régimen general de derecho interno
en materia de errores

250. La finalidad subyacente del artículo 14 es instituir un recurso concreto que
pueda invocarse cuando se cometan errores al introducir datos en ciertas situacio-
nes particulares, y no interferir en la aplicación del régimen general de derecho
interno en materia de errores63. Si las condiciones establecidas en el párrafo 1 no
se cumplen (es decir, si no se trata de un error cometido “al introducir los datos”
por una persona física, o si el sistema automatizado de mensajes ofrece a esa per-
sona la posibilidad de corregir el error), las consecuencias jurídicas del error serán
las previstas en toda otra norma aplicable, particularmente el régimen de derecho
interno en materia de errores, o las estipuladas entre las partes (véase A/CN.9/548,
párr. 20).

62Ibíd., párr. 102.
63Ibíd., párr. 104. 
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Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 95 a 103
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 182
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004) a 206

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 14 a 26
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 39.º período de sesiones A/CN.9/509, párrs. 99 y
(Nueva York, 11 a 15 de marzo de 2002) 104 a 111

CAPÍTULO IV. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 15. Depositario

251. Los artículos 15 a 25 forman el capítulo dedicado a las disposiciones finales
de la presente Convención sobre Comunicaciones Electrónicas. En su mayoría son
cláusulas que se incluyen habitualmente al final de los tratados multilaterales y que
no tienen por objeto crear ningún derecho u obligación entre las partes privadas.
Ahora bien, dado que en ellas se regula hasta qué punto un Estado Contratante
quedará vinculado por la Convención, así como el momento en que entrará en vigor
la Convención o toda declaración que un Estado efectúe en el marco de lo en 
ella previsto, lo en ellas dispuesto determinará la confianza depositada en la
aplicabilidad de su régimen por las partes.

252. En el artículo 15 se designa al Secretario General de las Naciones Unidas
como depositario de la Convención. El depositario tiene encomendada la custodia
de los textos auténticos de la Convención y goza en su plenitud de todo poder
conferido al depositario. Deberá asimismo cumplir una serie de cometidos adminis-
trativos que suelen serle encomendados, tales como la preparación de todo 
ejemplar certificado del texto original, la recepción de toda nueva firma del texto
de la Convención, así como la recepción y custodia de todo instrumento, notifi-
cación o comunicación referente a la Convención que le sea entregada, y deberá
además informar a los Estados Contratantes y a todo Estado que prevea convertirse
en Estado Contratante de todo acto, notificación o comunicación concerniente a la
Convención.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 106 y 107
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)
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Artículo 16. Firma, ratificación, aceptación o aprobación

1. Fórmula “todos los Estados”

253. Valiéndose de una fórmula frecuentemente utilizada en los tratados multi-
laterales para promover una adhesión lo más amplia posible, el artículo 16 declara
que la Convención estará abierta a la firma de “todos los Estados”.

254. Cabe observar, no obstante, que el Secretario General, hablando a título de
depositario, declaró en diversas ocasiones que no le competía a él determinar si
algún territorio u otra entidad de esa índole está englobado en la fórmula “todos
los Estados”. A raíz de un entendimiento general al que se llegó en la Asamblea
General el 14 de diciembre de 1973, el Secretario General deberá observar, en el
cumplimiento de toda función que le sea asignada y que esté referida a “todos los
Estados”, la práctica que esté siendo seguida al respecto por la Asamblea General,
y deberá, siempre que proceda, recabar el parecer de la Asamblea antes de admitir
una nueva firma de un tratado, o un instrumento de ratificación o de adhesión de
algún Estado64.

2. Consentimiento en quedar obligado por una ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión

255. Si bien algunos tratados disponen que todo Estado podrá consentir en quedar
jurídicamente vinculado mediante la mera firma de su texto, la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas, al igual que la mayoría de los tratados multilaterales,
dispone que su firma estará sujeta a ratificación, aceptación o aprobación por los
Estados signatarios. Al supeditar la validez de la firma a su ratificación, o a la
aceptación o aprobación del tratado, se da margen para que cada Estado pueda
recabar toda aprobación interna que proceda de la Convención y promulgue toda
ley que sea necesaria para darle curso en su propio derecho interno, antes de que
dicho Estado quede jurídicamente obligado en el ámbito internacional. A raíz de su
ratificación, la Convención será jurídicamente vinculante para todo Estado
signatario.

256. La aceptación o aprobación de un tratado a raíz de su firma surtirá el mismo
efecto jurídico que su ratificación, y serán aplicables las mismas reglas. La adhe-
sión surtirá, a su vez, el mismo efecto jurídico que la ratificación, aceptación o
aprobación. Ahora bien, a diferencia de la ratificación, aceptación o aprobación, que
han de ir precedidas por la firma, la adhesión sólo requiere que sea depositado un
instrumento de adhesión. La adhesión es la vía que ha de utilizar, para ser parte en
un tratado, todo Estado que desee expresar su consentimiento en quedar vinculado
por un tratado que, por algún motivo, no pueda firmar. Eso puede suceder por haber

64Véase United Nations Yearbook, 1973 (publicación de las Naciones Unidas núm. de venta:
S.75.V.1), (versión inglesa, pág. 79, nota 9) e ibíd., 1974 (publicación de las Naciones Unidas, núm.
de venta: S.76.V.1), versión inglesa, parte II, cap. VI, secc. A.9 (págs. 157 a 159).
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vencido el plazo para la firma del texto del tratado o porque alguna circunstancia
interna impida que un Estado firme el tratado.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 108 a 110
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Artículo 17. Participación de organizaciones regionales
de integración económica

1. Noción de “organización regional de integración económica”

257. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas está abierta a la partici-
pación no sólo de los “Estados” sino también de cierto tipo de organizaciones inter-
nacionales que suelen designarse con el nombre de “organización regional de
integración económica”. Al introducir este artículo, que no aparece en otros textos
anteriores, la CNUDMI está reconociendo la creciente importancia de estas organi-
zaciones regionales, a las que se ha autorizado ya a participar en varios tratados de
índole comercial y particularmente en algunos convenios internacionales recientes
de derecho mercantil internacional tales como el Convenio relativo a garantías inter-
nacionales sobre elementos de equipo móvil (Ciudad de El Cabo 2001)65, (el
“Convenio de Ciudad de El Cabo”).

258. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no define las denomina-
das “organizaciones regionales de integración económica”. Cabe no obstante decir
que la noción de “organización regional de integración económica” que se utiliza
en el artículo 17 responde a dos puntos esenciales: la de ser una agrupación de
Estados de determinada región para el logro de una meta común, y la de que 
sus miembros transfieren a la organización así formada ciertas competencias al
servicio de dicha meta. 

259. Pese a la flexibilidad de esta noción de “organización regional de integra-
ción económica” no cabe decir que se haya abierto la Convención a toda organiza-
ción internacional en cuanto tal. Conforme se observó, la mayoría de las
organizaciones internacionales no están facultadas para establecer regímenes que
sean jurídicamente vinculantes para sus miembros y que surtan directamente efecto
sobre los contratos privados, dado que dicha función supone el ejercicio de ciertos
atributos de todo Estado soberano que sólo un reducido número de organizaciones
regionales de integración económica han recibido de sus Estados miembros66.

65Disponible en http://www.unidroit.org/english/conventions/mobile-equipment/main.htm.
66Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento

No. 17 (A/60/17), párr. 113.
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2. Alcance de la competencia transferida a la organización
regional de integración económica

260. La Convención sobre Comunicaciones Electrónicas no se ocupa de los pro-
cedimientos internos conducentes a la firma, aceptación, aprobación o adhesión por
una organización regional de integración económica. La Convención no exige que
cada Estado confiera por separado poderes a la organización y no se pronuncia en
modo alguno sobre la cuestión de si una organización regional de integración
económica puede ratificar la Convención en el supuesto de que ninguno de sus
Estados miembros decida hacerlo. Para la Convención, el alcance de las facultades
conferidas a la organización regional de integración económica es un asunto inter-
no de la organización y de sus relaciones con sus Estados miembros. El artículo 17
no prescribe en modo alguno cuál ha de ser la distribución de las competencias y
poderes entre la organización regional de integración económica y sus Estados
miembros67.

261. Pese a la neutralidad de su enfoque de la estructura o funcionamiento interno
de estas organizaciones regionales de integración económica, la Convención sólo
autoriza la ratificación de su texto por una organización que “ejerza competencia
sobre ciertos asuntos que se rijan por la presente Convención”, como dice textual-
mente el artículo 17 en su párrafo 1. Con arreglo al párrafo 2 de este mismo artí-
culo deberá hacerse además constar, en una declaración ante el depositario, cuáles
son los asuntos regidos por la Convención respecto de los cuales sus Estados miem-
bros han transferido su competencia a la organización. El artículo 17 no autoriza
en modo alguno la ratificación del texto de la Convención por una organización
regional de integración económica que no goce de competencia sobre los asuntos
que se rijan por su régimen68.

262. Ahora bien, no es preciso que la organización regional de integración
económica goce de competencia sobre todos los asuntos regidos por la Convención,
ya que ésta admite que esa competencia sea parcial o compartida. Por razón de 
su índole, una organización regional de integración económica gozará únicamente
de aquellas competencias que sus Estados miembros le hayan transferido explícita
o implícitamente. Varias de las disposiciones de la Convención, particularmente 
las de su capítulo IV, suponen un acto de pleno ejercicio de la soberanía estatal,
por lo que el régimen de la Convención no podrá ser aplicado en su totalidad 
por una organización regional de integración económica. Además, cabe que la
potestad para legislar sobre los asuntos de derecho sustantivo que se rijan por la
Convención esté repartida hasta cierto punto entre la organización y sus 
Estados miembros69.

67Ibíd., párr. 114. 
68Ibíd., párr. 116.
69Ibíd., párr. 116. 
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3. Coordinación entre las organizaciones regionales
de integración económica y sus Estados miembros

263. Al dar su adhesión a la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, una
organización regional de integración económica pasa a ser, en su condición de tal,
Parte Contratante, lo que la facultará para presentar declaraciones por las que, a
tenor de lo previsto en los artículos 19 y 20, incluya o excluya determinadas 
materias del ámbito de aplicación de la Convención. La Convención no ha previsto
en su texto ningún mecanismo que vele por la coherencia entre las declaraciones
efectuadas por una organización regional de integración económica y las efectuadas
por sus Estados miembros. 

264. Cualquier incoherencia eventual entre una declaración presentada por una
organización regional de integración económica y la declaración presentada por
alguno de sus Estados miembros suscitaría notable incertidumbre en cuanto a la
aplicación en ese Estado del régimen de la Convención, privando así a cualquier
contratante privado de la posibilidad de determinar por adelantado cuáles son las
materias a las que la Convención será aplicable en cada Estado miembro. Debe por
ello evitarse toda incoherencia de esa índole70.

265. Ahora bien, en la práctica cabe prever que no se darán conflictos entre lo
declarado por una organización regional de integración económica y lo declarado
por cada uno de sus Estados miembros. El párrafo 2 del artículo 17 impone, de
hecho, una norma de coordinación muy estricta, al exigir que toda organización
regional de integración económica declare cuáles son los asuntos o materias sobre
los que goza de competencia. En un supuesto normal, cabe prever que, si una 
de estas organizaciones estima necesario hacer una declaración con arreglo al artí-
culo 19 ó 20 se entablarán consultas pormenorizadas entre sus Estados miembros
que darán lugar a un juego de declaraciones comunes respecto de aquellas 
materias sobre las que la organización regional de integración económica gozará de
competencia para obligar con carácter imperativo a todo Estado miembro de la
misma. Así pues, toda declaración divergente de un Estado miembro de una de estas
organizaciones quedará limitada a cuestiones que no sean objeto de la competencia
exclusiva transferida por los Estados miembros a la organización regional de inte-
gración económica de la que ese Estado forme parte, así como a cuestiones que
sean de interés para un Estado particular, como sucedería, por ejemplo en el 
supuesto de una declaración efectuada a tenor de los párrafos 2 a 4 del artículo 20,
dado que los Estados miembros de una organización regional de integración
económica no son necesariamente parte en los mismos tratados o convenios
internacionales71.

266. En todo caso, es sin duda necesario velar por la coherencia entre las decla-
raciones de una organización regional de integración económica y las declaracio-
nes de sus Estados miembros. Todo contratante que sea ciudadano de un país ajeno

70Ibíd., párr. 115. 
71Ibíd., párr. 117.
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a dicha organización debe poder determinar sin dificultad excesiva cuándo una
organización regional goza de competencia para efectuar una declaración que sea
vinculante para sus Estados miembros72. La CNUDMI llegó sin dificultad al con-
senso de que todo Estado que vaya a ser parte en la Convención deberá en la prác-
tica poder confiar en que toda organización regional de integración económica que
ratifique la Convención, así como sus Estados miembros, adoptarán todas las
medidas que sean necesarias para evitar conflictos en la forma en que aplican la
Convención73.

4. Relación entre el régimen de la Convención y
la normativa interna de una organización regional
de integración económica

267. El párrafo 4 del artículo 17 regula la relación entre la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas y toda reglamentación interna aplicable en el seno de
una organización regional de integración económica. Su texto dispone que su régi-
men no prevalecerá sobre ninguna norma interna de una organización regional de
integración económica que sea aplicable a partes contratantes privadas que tengan
su establecimiento respectivo en algún Estado miembro de dicha organización, con-
forme a lo indicado en una declaración efectuada con arreglo a lo previsto en el
artículo 21 de la Convención.

268. La finalidad de esta excepción es la de evitar todo conflicto eventual entre
el régimen de la Convención y la normativa que se promulgue en el seno de una
organización regional de integración económica para armonizar la legislación mer-
cantil privada a fin de establecer un mercado único entre sus Estados miembros. Al
dar prelación a toda regla eventualmente conflictiva que esté vigente en el seno de
una organización regional de integración económica, la CNUDMI reconoció que el
proceso de armonización legislativa en el seno de una organización regional puede
crear supuestos en gran parte análogos a los que se dan en países que han confe-
rido a ciertos territorios, tales como sus Estados internos federados o sus regiones
autónomas, cierta potestad legislativa en el campo del derecho privado. Se estimó
que en lo referente a toda materia que fuera objeto de armonización legislativa en
el ámbito regional, la totalidad del territorio de una organización regional de inte-
gración económica debía ser tenida por un único ordenamiento jurídico interno y
ser tratada como tal74.

269. Si bien el párrafo 4 del artículo 17 enuncia una regla que no tiene preceden-
tes en los instrumentos preparados por la CNUDMI, el principio en ella enunciado
de dar prelación a determinados regímenes de ámbito regional no es enteramente
nuevo. El artículo 94 de la Convención de las Naciones Unidas sobre la
Compraventa reconoce, en el ámbito nacional, el derecho de todo Estado que
disponga de un régimen similar al de dicha Convención a declarar que su derecho

72Ibíd., párr. 115. 
73Ibíd., párr. 118. 
74Ibíd., párr. 119. 
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interno prevalecerá sobre el régimen de la misma respecto de todo contrato que sea
concertado entre partes ubicadas en su territorio.

270. Dado que la armonización jurídica promovida por una organización regional
de integración económica determinada no tiene por qué versar sobre la totalidad de
las cuestiones reguladas por la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, la
excepción prevista en el párrafo 4 del artículo 17 no opera de modo automático.
Por ello, toda prelación otorgada a un régimen regional deberá ser notificada en
una declaración presentada con arreglo al artículo 21. La declaración prevista en el
párrafo 4 del artículo 17 habrá de ser presentada por la propia organización regio-
nal de integración económica sin que quepa confundirla con las declaraciones que
efectúen los Estados miembros de la misma con arreglo al párrafo 2 del artículo 19,
que no se verán en modo alguno menoscabadas por dicha declaración de ámbito
regional. Dada la amplitud de la regla enunciada para los Estados en el párrafo 2
del artículo 19, de no ser una de esas organizaciones parte en la Convención, todo
Estado miembro de la misma que lo desee podrá hacer la declaración prevista en
el párrafo 4 del artículo 17, junto con cualquier otra declaración que desee hacer.
Se dio por entendido que, en ausencia de esa declaración explícita, la regla del
párrafo 4 del artículo 17 no surtiría efecto automático alguno en el territorio de
dicho Estado75.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 111 a 123
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Artículo 18. Aplicación a las unidades territoriales

1. La “cláusula federal”

271. Este artículo faculta a todo Estado Contratante para declarar, en el momento
de dar su firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, que la Convención
será aplicable a todas sus unidades territoriales, o sólo a una o varias de ellas, facul-
tándole además para sustituir en cualquier momento por otra su declaración origi-
nal. Este artículo, que enuncia la denominada “cláusula federal”, interesa a un
número relativamente reducido de Estados cuyo régimen federal no reconoce a la
administración central del Estado la facultad de establecer una normativa legal uni-
forme sobre las materias reguladas por la Convención. El artículo 18 resuelve este
problema al facultar a dichos Estados para declarar que el régimen de la Convención
será únicamente aplicable “a una o varias” de sus unidades territoriales particulares,
lo que les permitirá adoptar el régimen de la Convención para aquellas unidades
(por ejemplo, regiones autónomas) que hayan promulgado leyes por las que se dé
curso en su territorio al régimen de la Convención.

75Ibíd., pár. 122.
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272. Esta disposición tiene por objeto facultar a todo Estado federal para introdu-
cir progresivamente el régimen de la Convención en algunas de sus unidades terri-
toriales, al tiempo que faculta también a aquellos Estados que lo deseen para
extender desde un principio el régimen de la Convención a todas y cada una de 
sus unidades territoriales. El párrafo 2 prescribe que dichas declaraciones deberán
notificarse al depositario haciendo constar explícitamente cuáles son las unidades
territoriales a las que la Convención será aplicable. De no presentarse declaración
alguna a este respecto, la Convención será aplicable a todas las unidades territoriales
de un Estado conforme a lo dispuesto en el párrafo 4 de este artículo.

273. Cabe observar no obstante que un Estado que esté formado por dos o más
unidades territoriales estará únicamente facultado para efectuar una declaración con
arreglo a lo previsto en el artículo 18 cuando los asuntos regulados por la presente
Convención se rijan por normas distintas en alguna de esas unidades. A diferencia
de textos anteriores en los que se enunciaba esta cláusula, el párrafo 1 del artí-
culo 18 no hace referencia alguna a la constitución del Estado Contratante como
fundamento de la diversidad de regímenes legales aplicables en su territorio. Esta
ligera modificación, que sigue una práctica recientemente adoptada por otros
instrumentos de derecho internacional uniforme76, no debe alterar en nada el
funcionamiento de la “cláusula federal”.

2. Modo de aplicarse esta cláusula

274. El párrafo 3 del artículo 18 dispone claramente que para los fines de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, el establecimiento de una de las
partes no estará ubicado en un Estado Contratante cuando ese establecimiento esté
ubicado en una unidad territorial a la que dicho Estado no haya extendido el 
régimen de la Convención. Las consecuencias del párrafo 3 dependerán de que el
Estado Contratante cuyo derecho interno sea aplicable al intercambio de comunica-
ciones electrónicas haya efectuado o no una declaración con arreglo a lo previsto
en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 19. De haberse efectuado esa declara-
ción, la Convención no será aplicable en ninguna unidad territorial a la que dicho
Estado no haya extendido su régimen. Ahora bien, si la ley aplicable es la de un
Estado Contratante que no ha efectuado esta declaración, la Convención será apli-
cable a pesar de todo al no exigir el párrafo 1 del artículo 1 que las dos partes en
un contrato estén ubicadas en Estados Contratantes (véase supra, párrs. 60 a 64).

275. El enunciado negativo de la regla del párrafo 3, condicionado por la salve-
dad “a menos que [dicho establecimiento] se encuentre en una unidad territorial a
la que se haga aplicable la Convención”, fue adoptado a fin de no dar la impresión
errónea de que la Convención puede ser aplicable a un contrato concertado entre
partes cuyos establecimientos se encuentren en unidades territoriales distintas de un
mismo Estado Contratante a las que ese Estado hubiera extendido la aplicabilidad
de la Convención.

76Ibíd., párr. 125.
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276. El artículo 18 debe leerse a la luz del párrafo 2 del artículo 6. Por ejemplo,
si una gran empresa tiene establecimientos en más de una unidad territorial de un
Estado federal, y sucede que no todos esos establecimientos están ubicados en uni-
dades a las que sea aplicable la Convención, el factor de conexión decisivo, en
ausencia de una indicación explícita del establecimiento involucrado, será el de la
ubicación del establecimiento que guarde una relación más estrecha con el contra-
to negociado por vía electrónica.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 124 y 125
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Artículo 19. Declaraciones sobre el ámbito de aplicación

1. Índole de las declaraciones

277. En los convenios de derecho internacional privado y de derecho mercantil es
frecuente que se ofrezca a los Estados Contratantes la posibilidad de efectuar alguna
declaración por la que se condicione de algún modo el ámbito de aplicación de su
régimen. Conforme a esta práctica de los tratados, esas declaraciones no se tienen
por reservas —que no están permitidas por la Convención— y sus consecuencias
son distintas de las que tendría una reserva en el marco del derecho internacional
público (véase infra párrs. 311 a 317).

2. Declaraciones concernientes al ámbito geográfico de aplicación
de la Convención

278. Conforme se observó anteriormente, a tenor del párrafo 1 del artículo 1, la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas será aplicable en todo supuesto en
el que las partes que estén intercambiando comunicaciones electrónicas tengan sus
establecimientos en distintos Estados, aun cuando esos Estados no sean partes en
la Convención, con tal de que la ley aplicable al contrato sea la de un Estado
Contratante. El apartado a) del párrafo 1 del artículo 19 faculta a los Estados con-
tratantes para declarar que, pese a lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 1, en su
territorio sólo se aplicará el régimen de la Convención cuando los dos Estados donde
las partes tengan su respectivo establecimiento sean Estados Contratantes. Una
declaración de esta índole surtirá en la práctica las siguientes consecuencias:

a) De ser el Estado del foro un Estado Contratante que haya efectuado una
declaración conforme a lo indicado en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 19.
La aplicación de la Convención será “autónoma” por lo que será aplicable a todo
intercambio de comunicaciones electrónicas entre partes situadas en distintos Estados
Contratantes, aun en el supuesto de que las reglas de derecho internacional privado
del Estado del foro declaren aplicable la ley de algún otro Estado;
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b) De ser el Estado del foro un Estado Contratante que no haya efectuado
una declaración conforme a lo indicado en el apartado a) del párrafo 1 del artí-
culo 19. La aplicabilidad de la Convención dependerá de tres factores: i) del hecho
de que las reglas de derecho internacional privado designen o no como ley aplica-
ble la del Estado del foro, la de algún otro Estado Contratante o la de un Estado
que no sea contratante; ii) del hecho de que el Estado cuya ley sea aplicable con
arreglo al derecho internacional privado sea o no un Estado que haya efectuado una
declaración conforme a lo indicado en el apartado a) del párrafo 1 del artículo 19;
y iii) del hecho de que ambas partes tengan o no sus establecimientos en distintos
Estados Contratantes. Por ello, de ser aplicable la ley de un Estado Contratante que
ha efectuado dicha declaración, la Convención será únicamente aplicable en el
supuesto de que las dos partes tengan su respectivo establecimiento en distintos
Estados Contratantes. Si la ley aplicable es la del Estado del foro o la de algún otro
Estado Contratante que no haya efectuado esta declaración, la Convención será apli-
cable aun en el supuesto de que los establecimientos de una y otra parte no estén
ubicados en distintos Estados Contratantes. De ser aplicable la ley de un Estado
que no sea Contratante, el régimen de la Convención no será aplicable;

c) De ser el Estado del foro un Estado no contratante. El régimen de la
Convención será aplicable, con toda modificación que sea del caso, en iguales
condiciones a las descritas en el anterior apartado b).

279. Se ha facultado a los Estados Contratantes para efectuar esta declaración a
fin de facilitar la adhesión a la Convención de aquellos Estados que prefieran la
seguridad jurídica dimanante de una aplicabilidad autónoma de su régimen, que
permite que cualquier Contratante sepa por adelantado que la Convención será
aplicable a su contrato con independencia de las reglas de derecho internacional
privado de la ley del foro.

3. Limitación basada en la autonomía contractual

280. El apartado b) del párrafo 1 del artículo 19 prevé una limitación eventual del
ámbito de aplicación de la Convención. Con arreglo a esta disposición, todo Estado
podrá declarar que sólo aplicará la Convención a determinado contrato si las 
partes en dicho contrato han convenido que su régimen será aplicable a las comuni-
caciones electrónicas que vayan a intercambiar. Al introducir esta posibilidad, la
CNUDMI era consciente de que con ella se reducía, en la práctica, la aplicabilidad
de la Convención y se privaba a todo Estado que se valiera de ella de un régimen
supletorio uniforme aplicable a las comunicaciones electrónicas intercambiadas entre
partes en un contrato internacional cuyo texto no prevea todos los pormenores que
están resueltos en el régimen de la Convención.

281. Otro argumento que se adujo entonces contra la admisión de esta declara-
ción fue la de que restaría seguridad a la aplicabilidad de la Convención en el terri-
torio de Estados que no fueran partes en la misma y cuyas reglas de derecho
internacional privado designaran como aplicable la ley de un Estado Contratante
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que hubiera efectuado esa declaración77. Algunos ordenamientos jurídicos admitían
la validez de una cláusula contractual que sometiera un contrato al derecho interno
de un Estado Contratante, pero no reconocían que las partes pudieran incorporar a
su contrato el régimen de la Convención en cuanto tal, aduciendo que un convenio
internacional que regule cuestiones de derecho privado sólo será aplicable entre las
partes en la medida en que ese régimen internacional haya sido incorporado al
derecho interno. Por ello, toda cláusula contractual por la que se designe como ley
aplicable el régimen de un convenio internacional será aplicable normalmente en
esos países a título de norma legal extranjera aplicable pero no a título del 
convenio internacional en cuanto tal (véase A/CN.9/548, párr. 95).

282. En sentido contrario se dijo que muchos ordenamientos no se oponían a la
aplicabilidad de una cláusula que designara el régimen de un convenio internacio-
nal como ley aplicable al contrato. Además, las controversias concernientes a con-
tratos internacionales no se dirimían únicamente ante los tribunales de un Estado
sino que en la práctica del comercio internacional se recurría cada vez más al
arbitraje. Los tribunales arbitrales no estaban vinculados a ninguna jurisdicción terri-
torial en particular y solían dirimir las controversias a la luz de la ley que las partes
hubieran designado como aplicable. En la práctica, las cláusulas de selección de la
ley aplicable rara vez remitían al derecho interno de algún lugar, sino que las partes
solían someter su contrato a algún convenio internacional al margen de toda
normativa del derecho interno (véase A/CN.9/548, párr. 96).

283. La CNUDMI convino en que se retuviera la posibilidad de que un Estado
presentara una declaración en el marco del apartado b) del párrafo 1 del artículo 19,
a fin de facilitar la adopción del régimen de la Convención. Se opinó que el apar-
tado b) ofrecía a todo Estado que tuviera dificultad en aceptar la aplicabilidad
general de la Convención con arreglo al párrafo 1 de su artículo 1, la posibilidad
de facultar a sus ciudadanos para acogerse a su régimen a título de ley aplicable a
su contrato78.

4. Exclusión de determinadas materias con arreglo al párrafo 2

284. Al prepararse la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas, se siguió
el criterio de dotarla de la mayor aplicabilidad posible. Se trató por ello de reducir
al mínimo toda exclusión general que fuera aplicable, a tenor del artículo 2, a todos
los Estados Contratantes. Se reconoció, al mismo tiempo, que el grado de admisi-
bilidad de las comunicaciones electrónicas variaba todavía mucho de un ordena-
miento jurídico a otro, ya que algunos ordenamientos seguían excluyendo ciertas
materias o categorías de operaciones del ámbito de sus normas legales destinadas
a facilitar el empleo de la vía electrónica. Se reconoció también que algunos
ordenamientos que aceptaban el recurso a la vía electrónica en el marco de ciertas
categorías de operaciones, imponían a veces requisitos especiales para su empleo,
como pudiera ser el tipo de firma electrónica utilizada, mientras que otros países

77Ibíd., párr. 128.
78Ibíd. 
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adoptaban un enfoque más liberal, por razón de lo cual sucedía que ciertas 
materias podían estar sujetas a requisitos especiales o incluso excluidas en algunos
países mientras que en otros no lo estaban.

285. En vista de esa diversidad de enfoques, la CNUDMI convino en que se diera
a todo Estado Contratante la posibilidad de excluir, por medio de una declaración
presentada con arreglo al artículo 21, determinadas materias del ámbito de aplica-
ción del régimen de la Convención. La CNUDMI era consciente, al adoptar este
enfoque, de que toda exclusión unilateral por vía de una declaración con arreglo al
artículo 21 menoscabaría la seguridad jurídica que se deseaba alcanzar. No obstante,
se opinó que este dispositivo permitiría que todo Estado limitara la aplicación del
régimen de la Convención conforme deseara, mientras que la adopción de una lista
general de exclusiones impondría éstas incluso a Estados que no tuvieran motivo
alguno para excluir el empleo de la vía electrónica en el marco de esas operaciones
(véase A/CN.9/571, párr. 63).

286. Entre las materias excluibles cabe incluir todas aquellas que algún Estado
excluya actualmente del ámbito de aplicación de su normativa interna de fomento
del comercio electrónico (véanse algunos ejemplos en el párrafo 82 supra). Cabe
también formular una declaración por la que se limite la aplicabilidad del régimen
de la Convención al uso de comunicaciones electrónicas al servicio de contratos
que se rijan por convenios internacionales que figuren en la lista del párrafo 1 del
artículo 20, aun cuando la CNUDMI opinara que dicha declaración, pese a ser
posible a tenor del párrafo 2 del artículo 19, no favorecía la consecución del 
objetivo previsto de lograr la mayor difusión posible del régimen de la Convención
y no era recomendable79.

Referencias de la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 126 a 130
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 28 a 46
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 27 a 37
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004)

Artículo 20. Comunicaciones intercambiadas en el marco
de otros instrumentos internacionales

1. Origen y finalidad de este artículo

287. La Comisión, al examinar por primera vez la posibilidad de proseguir su
labor en el campo del comercio electrónico a raíz de la aprobación de la Ley Modelo
de la CNUDMI sobre Comercio Electrónico, examinó, entre otras cuestiones, un

79Ibíd., párr. 129. 
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tema descrito a grandes rasgos como la “contratación electrónica” y las medidas
que podrían ser necesarias para eliminar los obstáculos jurídicos que el texto actual
de los convenios internacionales pudiera imponer al comercio electrónico. Tras haber
examinado el Grupo de Trabajo IV (Comercio Electrónico), en su 39º período de
sesiones (véase A/CN.9/509, párrs. 18 a 125), el proyecto inicial de lo que pasó a
ser el texto de la Convención y, en su 40º período de sesiones (véase A/CN.9/527,
párrs. 24 a 71), un estudio de la Secretaría sobre los obstáculos jurídicos que el
texto actual de los convenios internacionales podía imponer al comercio electróni-
co (véase A/CN.9/509, párrs. 18 a 125), se convino en que la CNUDMI tratara de
definir el terreno común existente entre la eliminación de las barreras jurídicas que
el texto actual de los convenios internacionales impusiera al desarrollo del comer-
cio electrónico y la preparación de una convención internacional que regulara la
contratación por vía electrónica, a fin de que ambos proyectos se llevaran a cabo,
a ser posible, simultáneamente80 (véase A/CN.9/527, párr. 30 y A/CN.9/546,
párr. 34). Finalmente se convino en que el texto de la futura convención incorpo-
rara disposiciones destinadas a eliminar los posibles obstáculos jurídicos que el texto
actual de los instrumentos mercantiles internacionales impusiera al desarrollo del
comercio electrónico81.

288. En su labor para eliminar los obstáculos al desarrollo del comercio 
electrónico que impusiera el texto actual de los instrumentos internacionales, la
CNUDMI adoptó como objetivo buscar soluciones que obviaran la necesidad de
enmendar el texto de cada uno de esos instrumentos internacionales. El artículo 20
ofrece, por ello, una solución común para algunos de los obstáculos jurídicos que
impone al desarrollo de dicho comercio el texto actual de los instrumentos interna-
cionales examinados en el estudio efectuado por la Secretaría (véase A/CN.9/527,
párrs. 33 a 48).

289. La solución buscada por la Convención para el empleo de la vía electrónica
en la negociación de contratos no se centró únicamente en la interpretación de los
términos utilizados en otros instrumentos sino que trató de enunciar reglas de
derecho sustantivo que permitieran una aplicación eficaz de esas convenciones en
un entorno electrónico (véase A/CN.9/548, párr. 51). Ahora bien, el artículo 20 no
trata de enmendar ningún convenio, tratado o acuerdo internacional, con indepen-
dencia de si figura o no en la lista del párrafo 1, ni trata tampoco de dar una
interpretación auténtica del texto de ninguno de esos instrumentos.

2. Relación entre la Convención y otros convenios,
tratados o acuerdos internacionales

290. Una aplicación conjunta de los párrafos 1 y 2 del artículo 20 de la Convención
sobre Comunicaciones Electrónicas da lugar a que, salvo declaración explícita en
contrario, todo Estado que ratifique la nueva Convención se compromete auto-
máticamente a aplicar su régimen a las comunicaciones electrónicas que se

80Ibíd., quincuagésimo octavo período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/58/17), párr. 213.
81Ibíd., quincuagésimo noveno período de sesiones, Suplemento No. 17 (A/59/17), párr. 71.
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intercambien en el marco de cualquiera de los instrumentos enumerados en el
párrafo 1 o en el marco de cualquier otro convenio, tratado o acuerdo internacio-
nal en el que sea o pueda llegar a ser parte Contratante. Dichos párrafos tienen por
objeto ofrecer una solución de derecho interno a los problemas dimanantes de los
instrumentos internacionales ya existentes. Parten, por ello, del reconocimiento de
que los tribunales internos ya interpretan así el texto de los instrumentos mercan-
tiles internacionales. Los párrafos 1 y 2 presuponen que todo Estado Contratante
incorporará a su derecho interno una disposición que ordene a sus órganos judicia-
les que recurran al régimen de la Convención para resolver toda cuestión jurídica
suscitada por el empleo de mensajes de datos en el contexto de otros convenios
internacionales (véase A/CN.9/548, párr. 49).

291. El artículo 20 no enumera las disposiciones de la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas que puedan o deban ser aplicadas a las comunica-
ciones electrónicas intercambiadas en el marco de contratos que se rijan por otros
convenios, tratados o acuerdos internacionales. Por muy valiosa que pudiera parecer,
esa lista hubiera sido sumamente difícil de confeccionar debido a la gran diversi-
dad de las materias contractuales reguladas en los convenios ya existentes. La
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas deja, por ello, que sea el propio
órgano que la aplique el que determine cuáles de sus disposiciones son aplicables
al intercambio de comunicaciones electrónicas en el marco de otros instrumentos
internacionales. Cabe prever que si alguna disposición del régimen de la Convención
sobre Comunicaciones Electrónicas no resulta apropiada para determinada opera-
ción, esa circunstancia será claramente discernible para toda persona que haya de
aplicar su régimen (véase A/CN.9/548, párr. 55).

3. Lista de instrumentos internacionales enumerados
en el párrafo 1

292. La lista del párrafo 1 del artículo 20 se ha incluido meramente por motivos
de claridad. Toda parte en un contrato al que sea aplicable a la vez el régimen de
la Convención y el de alguno de esos instrumentos sabrá de antemano que las comu-
nicaciones electrónicas cursadas entre las partes están amparadas por el régimen
favorable de la Convención.

293. Cinco de los instrumentos enumerados en el párrafo 1 son fruto de la labor
de la CNUDMI: la Convención sobre la prescripción en materia de compraventa
internacional de mercaderías (la “Convención sobre la Prescripción”)82; la Conven-
ción de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa Internacional de
Mercaderías (la “Convención de las Naciones sobre la Compraventa”)83; el Convenio
de las Naciones Unidas sobre la responsabilidad de los empresarios de terminales
de transporte en el comercio internacional (“Convenio sobre las Terminales de
Transporte”)84; la Convención de las Naciones Unidas sobre Garantías Indepen-
dientes y Cartas de Crédito Contingente (la “Convención sobre las Garantías”)85; y

82Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1511, No. 26119.
83Ibíd., vol. 1489, No. 25567.
84Publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.95.V.15.
85Resolución 50/48 de la Asamblea General, anexo.
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la Convención de las Naciones Unidas sobre la cesión de créditos en el comercio
internacional (la “Convención sobre la Cesión de Créditos por Cobrar”)86. La Con-
vención sobre el Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras
(la “Convención de Nueva York”)87 no fue preparada por la CNUDMI, pero 
guarda una relación directa con el mandato que le fue otorgado. 

294. El hecho de que dos de estos instrumentos, el Convenio sobre Terminales de
Transporte y la Convención sobre la Cesión de Créditos por Cobrar, no hayan
entrado aún en vigor no ha sido obstáculo para su inclusión en esta lista, dado que
existen precedentes de que un instrumento internacional haga referencia a otros
instrumentos que no habían entrado aún en vigor en el momento de prepararse el
nuevo instrumento. Como ejemplo tomado de la propia labor de la CNUDMI cabe
citar que, al ultimarse en 1980 el texto de la Convención de las Naciones Unidas
sobre la Compraventa, se preparó un Protocolo para adaptar el texto de la
Convención sobre la prescripción de 1974, que aún no había entrado en vigor, al
régimen de la nueva Convención (véase A/CN.9/548, párr. 57).

295. Dos de los instrumentos internacionales preparados por la CNUDMI no figu-
ran en la lista: la Convención de las Naciones Unidas sobre letras de cambio inter-
nacionales y pagarés internacionales (Nueva York, 9 de diciembre de 1988)88; y el
Convenio de las Naciones Unidas sobre el Transporte Marítimo de Mercancías
(Hamburgo, 31 de marzo de 1978)89. La CNUDMI consideró que el empleo de las
comunicaciones electrónicas en el marco de esos dos textos, así como en el marco
de otros instrumentos internacionales en los que se regulaba la utilización de títu-
los negociables o de títulos de transporte, podía suscitar problemas que requirieran
un trato específico, razón por la que tal vez no procediera regularlo en el marco
general de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas (véase A/CN.9/527,
párr. 29; véase también párrs. 24 a 71). 

4. Aplicabilidad general a las comunicaciones electrónicas
intercambiadas en contratos que se rijan por otros convenios,
tratados o acuerdos internacionales

296. La aplicabilidad del régimen de la Convención sobre Comunicaciones Elec-
trónicas a las comunicaciones electrónicas intercambiadas en la negociación de con-
tratos regulados por otros convenios, tratados o acuerdos internacionales se limitaba
inicialmente a las comunicaciones intercambiadas en el marco de contratos que estu-
vieran regulados por alguno de los instrumentos enumerados en el párrafo 1. Ahora
bien, se estimó que el régimen de la Convención era aplicable en muchos sistemas
jurídicos a las comunicaciones electrónicas intercambiadas en la negociación de con-
tratos regulados por otros instrumentos internacionales en virtud simplemente de lo
dispuesto en el artículo 1, sin necesidad de una mención explícita en el artículo 20
del instrumento internacional por el que se rija el contrato en cuestión.

86Resolución 56/81de la Asamblea General, anexo.
87Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 330, No. 4739.
88Resolución 43/165 de la Asamblea General, anexo.
89Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1695, No. 29215.
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297. Se incluyó, por ello, el párrafo 2 del artículo 20, cuyo objetivo es ampliar el
ámbito de aplicación de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas a fin de
que las partes en un contrato al que sea aplicable otro instrumento internacional
puedan beneficiarse automáticamente de la seguridad jurídica que el régimen de la
Convención supone para el intercambio de comunicaciones electrónicas. Dada la
índole habilitadora del régimen de la Convención, se opinó que lo más probable
era que los Estados se sintieran más inclinados a extender su régimen a otros
instrumentos reguladores del comercio que a excluir dichos instrumentos de su
ámbito de aplicación. Con arreglo al párrafo 2, esa extensión de su régimen opera
automáticamente, sin necesidad de que cada Estado Contratante presente un buen
número de declaraciones de inclusión para lograr ese mismo resultado (véase
A/CN.9/571, párr. 25).

298. Por ello, además de los convenios que, para mayor certeza, figuran en la lista
del párrafo 1, el régimen de la Convención será también aplicable, en virtud del
párrafo 2, a las comunicaciones electrónicas intercambiadas para la formación o el
cumplimiento de contratos que se rijan por otros convenios, tratados o acuerdos
internacionales, salvo que su aplicación haya sido excluida por un Estado
Contratante.

299. El párrafo 2 del artículo 20 no indica cuál ha de ser la índole de los demás
convenios, tratados o acuerdos a los que quepa extender el régimen de la Convención
sobre Comunicaciones Electrónicas, pero el alcance de esta disposición ha sido en
cierto modo restringido por la referencia a las comunicaciones electrónicas inter-
cambiadas en “la formación o el cumplimiento de un contrato”. Pese a que se dio
en general por supuesto que esos otros convenios, tratados o acuerdos eran básica-
mente convenios o acuerdos internacionales sobre materias de derecho mercantil,
prevaleció el parecer de que no se hiciera esa aclaración adicional, dado que
restringiría sin necesidad alguna el alcance eventual del párrafo 2. La CNUDMI
estimó que el régimen de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas podía
resultar valioso para muchos Estados en el marco de otras relaciones contractuales
no estrictamente concernientes a cuestiones de derecho mercantil privado (véase
A/CN.9/548, párr. 60).

300. La salvedad enunciada al final del párrafo 2 faculta a todo Estado Contratante
para excluir esta vía de extensión automática del ámbito de aplicación del régimen
de la Convención. Se ofrece esta posibilidad para dar margen a que todo Estado
que lo desee pueda cerciorarse por adelantado de que el régimen de la Convención
es compatible con alguna de sus obligaciones internacionales ya existentes (véase
A/CN.9/548, párr. 61).

5. Exclusión e inclusión por declaración explícita
de un Estado Contratante

301. El párrafo 3 del artículo 20 amplía el margen de flexibilidad ofrecido a todo
Estado Contratante al permitirle insertar otros instrumentos internacionales en la
lista de instrumentos a los que será aplicable el régimen de la Convención, aun en
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el supuesto de que dicho Estado haya presentado una declaración general con 
arreglo a la regla del párrafo 2 de este artículo.

302. El párrafo 4 del artículo 20 obra, a su vez, en sentido contrario y permite
que un Estado excluya cualquier instrumento internacional que consigne en su decla-
ración. Toda declaración con arreglo al párrafo 4 excluirá del ámbito de la
Convención el empleo de comunicaciones electrónicas respecto de contratos a los
que sea aplicable el convenio o los convenios indicados. Esta disposición no prevé
la posibilidad de que un Estado Contratante limite su exclusión a algunos tipos 
o categorías de contrato regulados por otro convenio internacional (véase
A/CN.9/571, párr. 56).

303. Una declaración efectuada con arreglo al párrafo 3 del artículo 20 extenderá
el ámbito de aplicación del régimen de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas en su totalidad, según proceda (véase el anterior párr. 291), para abar-
car las comunicaciones electrónicas intercambiadas en el marco de contratos que se
rijan por cualquiera de los convenios, tratados o acuerdos explícitamente indicados
en la declaración de un Estado. No se permite que el Estado que haga dicha decla-
ración elija las disposiciones de la Convención que desee declarar aplicables, ya
que se estimó que de darse esa facultad se menoscabaría la certeza jurídica 
respecto de cuáles de las disposiciones del régimen de la Convención serán o no
aplicables en el territorio de éste o de aquel Estado Contratante (véase A/CN.9/548,
párr. 64).

Referencias de la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 131 y 132
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párrs. 23 a 27 y
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004) 47 a 58

Grupo de Trabajo IV, 43.º período de sesiones A/CN.9/548, párrs. 38 a 70
(Nueva York, 15 a 19 de marzo de 2004)

Artículo 21. Procedimiento y efectos de las declaraciones

1. Momento y forma de efectuarse la declaración

304. El artículo 21 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas define
la manera en que se habrá de hacer y, en su caso, retirar cualquiera de las decla-
raciones previstas en la Convención, así como el momento en que surtirá efecto el
acto por el que se haga o se retire una declaración.

305. Toda declaración prevista en el párrafo 4 del artículo 17, los párrafos 1 y 2
del artículo 19 o en los párrafos 2, 3 y 4 del artículo 20 podrá hacerse en cualquier
momento. Otras declaraciones, como las previstas en el párrafo 2 del artículo 17 o
en el párrafo 1 del artículo 18 (pero no una enmienda ulterior de la misma), deberán
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hacerse en el momento de la firma o de la ratificación, aceptación o aprobación.
Toda declaración efectuada en el momento de la firma deberá ser confirmada al
depositarse la ratificación, aceptación o aprobación. En ausencia de esa confirmación,
dicha declaración dejaría de ser válida.

306. Varios tratados internacionales, en particular algunos tratados de derecho mer-
cantil uniforme como la Convención de las Naciones Unidas sobre la Compraventa90,
sólo facultan a los Estados parte para hacer sus declaraciones en el momento en
que depositen su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. Se
dice que esta limitación simplifica los trámites, refuerza la seguridad jurídica y favo-
rece la uniformidad en la aplicación del tratado, que podrían verse perjudicadas por
una flexibilidad excesiva en la presentación, enmienda o retirada de las declara-
ciones. En el caso de la presente Convención sobre Comunicaciones Electrónicas,
se estimó no obstante que dada la índole sumamente evolutiva de la tecnología elec-
trónica, cuyos avances modifican sin cesar las pautas y prácticas del comercio
electrónico, era esencial dejar a los Estados un mayor margen de flexibilidad en su
aplicación del régimen de la Convención. Todo régimen de declaraciones demasiado
rígido, que exigiera que los Estados decidieran si procedía efectuar una declaración
con anterioridad al acto de depositar sus instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión, podría disuadir a más de un Estado de adherirse al régimen
de la Convención o impulsarle a actuar con excesiva cautela, excluyendo de su régi-
men diversas materias, que se verían así privadas del marco favorable que ofrece
para el desarrollo del comercio electrónico.

307. A tenor del párrafo 2, toda declaración y toda confirmación de una declara-
ción deberá hacerse por escrito y ser oficialmente notificada al depositario. Esta dis-
posición será igualmente aplicable a toda declaración que se haga al depositarse un
instrumento de adhesión, acto del que no se habla en el párrafo 1 de ese artículo,
por presuponer la ausencia de firma.

2. Momento en que surtirá efecto una declaración

308. El párrafo 3 del artículo 21 enuncia dos reglas de aplicación general. La
enunciada en su primera oración, que dispone que toda declaración surtirá efecto
en la fecha de entrada en vigor de la Convención respecto del Estado declarante,
será aplicable al supuesto normal de una declaración efectuada en el momento de
la firma de la Convención por dicho Estado, o en el momento en que deposite su
ratificación, aceptación o adhesión, acto que ha de preceder a la entrada en vigor
de la Convención respecto de dicho Estado.

309. A tenor de la segunda oración del párrafo 3 del artículo 21, toda declaración
que sea notificada al depositario tras la entrada en vigor de la Convención respec-
to del Estado declarante surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expira-
ción de un plazo de seis meses contado a partir de la fecha de su recepción por el

90A excepción de las declaraciones previstas en su artículo 94, párr. 1 o en su art. 96, que podrán
hacerse en cualquier momento.
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depositario. Con esta segunda regla se da margen para que los demás Estados
Contratantes tomen nota del cambio introducido por el Estado declarante en el ámbi-
to de su derecho interno. La CNUDMI no aceptó la propuesta de que se redujera
dicho plazo a tres meses, al estimar que un plazo así de breve no daba margen sufi-
ciente para que se ajustara toda práctica comercial que pudiera verse afectada 91.

310. El párrafo 4 del artículo 21 complementa lo dispuesto en el párrafo 2 y en
la segunda oración del párrafo 3, al permitir que todo Estado retire en cualquier
momento una declaración mediante un aviso formal dado por escrito al depositario,
que surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo de
seis meses contado a partir de la fecha de recepción del aviso por el depositario.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 137 a 141
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10 
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Artículo 22. Reservas

1. Exclusión de todo derecho a formular reservas

311. El artículo 22 de la Convención sobre Comunicaciones Electrónicas excluye
que un Estado Contratante tenga derecho a formular reservas al régimen de la
Convención. La finalidad de esta regla es privar a los Estados de toda posibilidad
de excluir la aplicación del régimen de la Convención mediante reservas distintas
de las declaraciones explícitamente previstas en los artículos 17 a 20.

312. Aun cuando quepa argüir que esta regla está implícita en el texto de la
Convención, por lo que no haría falta enunciarla explícitamente, no cabe duda de
que su presencia en el texto excluye cualquier ambigüedad que pudiera por lo demás
darse a la luz de lo dispuesto en el artículo 19 de la Convención de las Naciones
Unidas sobre el Derecho de los Tratados92 que faculta a todo Estado para formular
reservas, salvo que: a) la reserva esté prohibida por el tratado; b) el tratado disponga
que únicamente pueden hacerse determinadas reservas, entre las cuales no figure la
reserva de que se trate; o c) en los casos no previstos en los apartados a) y b), la
reserva sea incompatible con el objeto y fin del tratado.

313. Cabe decir por ello que el artículo 22 de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas hace extensiva, a toda reserva que se haga al régimen de la Convención,
la prohibición prevista en el apartado a) del artículo 19 de la Convención de las
Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados, privando así a los Estados de

91Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 140. 

92Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 1155, No. 18232.
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la posibilidad, ofrecida por el apartado c) del artículo 19, de formular una reserva
que no sea “incompatible con el objeto y fin del tratado”. Por ello, toda reserva
que un Estado Contratante de la nueva Convención desee formular deberá ser 
tenida por inválida.

2. Distinción entre reservas y declaraciones

314. Conforme ya se indicó, el artículo 22 de la Convención sobre Comunicaciones
Electrónicas excluye toda reserva de la Convención. Ahora bien, no menoscaba el
derecho reconocido a todo Estado de efectuar cualquiera de las declaraciones autori-
zadas por la Convención cuyo efecto no sea el de una reserva. Pese a que no se
haga siempre esta distinción en la práctica general de los tratados, cabe decir que
en los convenios de derecho internacional privado y de derecho mercantil es hoy
en día usual hacer una distinción entre declaraciones y reservas.

315. A diferencia de la mayoría de los tratados multilaterales negociados en el
seno de las Naciones Unidas, que suelen ocuparse de relaciones entre Estados o de
otros asuntos de derecho internacional público, los convenios sobre derecho inter-
nacional privado o derecho mercantil se ocupan del derecho aplicable a las opera-
ciones comerciales de carácter privado, y no a actos de los Estados, y normalmente
se supone que serán incorporados al derecho interno de los países. A fin de facili-
tar la coordinación entre el derecho interno vigente y las disposiciones de un
convenio internacional sobre derecho mercantil o asuntos conexos, suele reconocerse
a los Estados cierto derecho a formular declaraciones, por ejemplo, para excluir
ciertas materias del ámbito de aplicación del nuevo texto.

316. Ciertas disposiciones de los instrumentos de la CNUDMI confirman esta prác-
tica, tales como los artículos 25 y 26 de la Convención de las Naciones Unidas
sobre las Garantías y los artículos 35 a 43 (salvo el artículo 38) de la Convención
de las Naciones Unidas sobre la Cesión de Créditos por Cobrar, al igual que las
cláusulas finales que aparecen en los instrumentos de derecho internacional priva-
do preparados por otras organizaciones internacionales, tales como los artículos 54
a 58 del Convenio del UNIDROIT relativo a las garantías internacionales sobre ele-
mentos de equipo móvil (Ciudad de El Cabo, 2001)93 y los artículos 21 y 22 del
Convenio sobre la ley aplicable a ciertos derechos sobre valores depositados en
poder de un intermediario (La Haya 2002) negociado en el seno de la Conferencia
de La Haya de Derecho Internacional Privado94.

317. Esta distinción es importante por razón de que las reservas formuladas a los
tratados internacionales suelen activar ciertos dispositivos formales de aceptación o
rechazo eventual de las mismas, como los previstos en los artículos 20 y 21 de la
Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho de los Tratados de 1969. Ello
podría suscitar notables dificultades en el campo del derecho internacional privado,
ya que restaría margen a los Estados para concertar reglas comunes que les

93Disponible en http://www.unidroit.org/english/conventions/mobile-equipment/main.htm.
94Disponible en http://hcch.e-version.nl/index_en.php/act=conventions.text&cid=72.
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permitieran ajustar ciertas disposiciones de un convenio internacional a las peculiari-
dades de su propio derecho interno. Por ello, la Convención ha adoptado esta prác-
tica novedosa de distinguir entre las declaraciones concernientes al ámbito de
aplicación, que la Convención admite y no somete a trámite alguno de aceptación
o de objeción por parte de otros Estados Contratantes, y las denominadas reservas,
que la Convención excluye95 (véase además A/CN.9/571, párr. 30).

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 142 y 143
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Artículo 23. Entrada en vigor

1. Fecha de entrada en vigor de la Convención

318. Las reglas básicas para la entrada en vigor de la Convención sobre
Comunicaciones Electrónicas figuran enunciadas en el párrafo 1 del artículo 23.
Este párrafo dispone que la Convención entrará en vigor “el primer día del mes
siguiente a la expiración del plazo de seis meses contado a partir de la fecha en
que se haya depositado el tercer instrumento de ratificación, aceptación, aprobación
o adhesión”.

319. Para la entrada en vigor de los instrumentos internacionales emanados de la
labor de la CNUDMI bastan en algunos casos tres ratificaciones, aun cuando 
en otros se exijan hasta diez. Al optar por el mínimo de tres ratificaciones, la 
CNUDMI ha seguido la tendencia observable en el moderno derecho mercantil inter-
nacional, de favorecer una aplicación lo más temprana posible de los regímenes uni-
formes por aquellos Estados que lo deseen96. Se ha prescrito un plazo de seis meses
desde la fecha en que se deposite el tercer instrumento de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión a fin de dar a los Estados que hayan pasado a ser Partes 
en la Convención el tiempo requerido para dar aviso a todas las entidades nacio-
nales y personas interesadas de la pronta entrada en vigor de un nuevo régimen
convencional de interés para la vida comercial

2. Entrada en vigor de la Convención para todo Estado que
preste su adhesión con posterioridad a su entrada en vigor

320. El párrafo 2 del artículo 23 se ocupa de la entrada en vigor de la Convención
sobre Comunicaciones Electrónicas respecto de todo Estado que pase a ser Parte en

95Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de sesiones, Suplemento
No. 17 (A/60/17), párr. 143. 

96Ibíd., párr. 149.
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la misma con posterioridad a la fecha en que empiece a correr el plazo para su
entrada en vigor en virtud de lo previsto en el párrafo 1. Respecto de tales Estados
la Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración del
plazo de seis meses contado a partir de la fecha en que dicho Estado haya deposi-
tado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. Por ejem-
plo, si un Estado deposita un instrumento de ratificación cinco meses antes de la
entrada en vigor inicial de la Convención con arreglo a lo previsto en el párrafo 1
del artículo 23, la Convención entrará en vigor para dicho Estado el primer día del
mes siguiente al mes en que expire el plazo para la entrada en vigor inicial de la
Convención.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 148 a 150
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10 
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

Artículo 24. Momento de aplicación

321. Si bien el artículo 23 se ocupa de la fecha de entrada en vigor de la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas en lo concerniente a las obliga-
ciones internacionales que incumben a raíz de dicha fecha a todo Estado Contratante,
el artículo 24 fija la fecha en que su régimen pasará a ser aplicable a las comuni-
caciones electrónicas que por él se rijan. Como se indica expresamente en el artí-
culo 24, la Convención será únicamente aplicable de cara al futuro, es decir, de
cara a toda comunicación electrónica cursada después de la fecha de su entrada en
vigor.

322. Las palabras “respecto de cada Estado Contratante” tienen por objeto poner
en claro que el artículo se refiere a la fecha de entrada en vigor de la Convención
para cada Estado Contratante en particular y no a la fecha de su entrada en vigor
inicial o general. Se evita así toda interpretación errónea que dé lugar a una apli-
cación retrospectiva de su régimen respecto de un Estado que se adhiera a la misma
tras su entrada en vigor con arreglo a lo previsto en el párrafo 1 del artículo 2397.
El texto “cada Estado Contratante” sirve además para precisar que la regla está refe-
rida al Estado Contratante cuyo derecho interno sea aplicable a la comunicación
electrónica considerada.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 151 a 155
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10 
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)

97Ibíd., párr. 153.
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Artículo 25. Denuncia

323. El párrafo 1 del artículo 25 dispone que todo Estado podrá denunciar la
Convención sobre Comunicaciones Electrónicas mediante una notificación hecha
por escrito al depositario. Con arreglo al párrafo 2, la denuncia de la Convención
surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la fecha de vencimiento de un plazo
de doce meses contado a partir de la fecha en que la notificación haya sido reci-
bida por el depositario, salvo que en esa notificación se establezca un plazo más
largo para que la denuncia surta efecto. Este plazo de doce meses, que es el doble
del exigido para la entrada en vigor de la Convención con arreglo a su artículo 23,
tiene por objeto dar margen suficiente para que todos los interesados, tanto en el
Estado denunciante como en otros Estados Contratantes, puedan darse cuenta del
cambio operado en el régimen legal aplicable en dicho Estado a las comunicaciones
electrónicas.

324. Pese a que el artículo 23 exige el depósito del instrumento de ratificación o
de adhesión de tres Estados Contratantes para que la Convención entre en vigor,
no dice nada de lo que sucedería si la cifra de los Estados que fueran efectivamente
partes en la Convención pasase a ser inferior a tres, a resultas, por ejemplo, de la
presentación de denuncias motivadas por la aceptación de un nuevo instrumento
que reemplazase el régimen de la Convención. Cabe prever, no obstante, que la
Convención seguiría en vigor a tenor del artículo 55 de la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados que dispone que “un tratado multilateral no 
terminará por el solo hecho de que el número de partes llegue a ser inferior al
necesario para su entrada en vigor, salvo que el tratado disponga otra cosa”.

Referencias a la labor preparatoria

CNUDMI, 38.º período de sesiones A/60/17, párrs. 156 y 157
(Viena, 4 a 15 de julio de 2005)

Grupo de Trabajo IV, 44.º período de sesiones A/CN.9/571, párr. 10 
(Viena, 11 a 22 de octubre de 2004)
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